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    Prólogo


    El caciquismo y la política española


    Desde que Joaquín Costa titulara su famoso Informe del Ateneo de Madrid de 1901, elaborado en plena resaca de la derrota colonial, con la expresión “Oligarquía y caciquismo” para definir el sistema político español de la Restauración canovista y la necesidad de arbitrar los remedios oportunos para reformarlo, la centralidad del caciquismo no ha dejado de crecer, con algunos altibajos, hasta fechas recientes en la imagen, culta y también popular, de la vida política e institucional española. Desde luego, la existencia del caciquismo no comenzó en tiempos regeneracionistas, pero fue entonces cuando se acuñó como uno de los varios “males de la patria” que aquejaban a la España intersecular, de imperio derrotado y futuro puesto en duda, y, con diversas variantes, así ha permanecido durante muchos lustros, aunque en la sociedad actual no pasa de ser un fenómeno localizado que, como una antigualla, resucita a cada poco para definir o calificar negativamente comportamientos políticos que puedan evocar las viejas mañas del caciquismo.


    Es probable que esta resiliencia se explique más por la oportunidad histórica del diagnóstico costiano, vinculado directamente al gran debate sobre el sistema político de la Restauración, que por el rigor analítico que tenga para entender la historia de la España contemporánea. Desde luego, el Informe de Joaquín Costa, así como textos más concisos de inte­­lectuales como Gumersindo de Azcárate, no descubrieron el caciquismo, palabra que entra por primera vez en el diccionario de la RAE en 1884, aunque su definición sea algo tautológica: “excesiva influencia de los caciques en los pueblos”. Desde la época de la Restauración el caciquismo se ha instalado con fuerza en la historiografía, en la sociología, la ciencia política y, desde luego, en la antropología cultural, primero como objeto de estudio de una sociedad rural y atrasada (en la que la mirada extranjera fue muy frecuente) y, más tarde, como acicate para estudiar el régimen político del liberalismo, su funcionamiento electoral y los fundamentos institucionales que lo hacían posible. Dado que se asimiló con frecuencia al mundo rural y al peso ejercido por las clases propietarias (los llamados “notables”), cuya posición patrimonial se atribuía a una revolución liberal fallida, la difusión del caciquismo como expresión del patronazgo y la deferencia social ejercida sobre los campesinos, colonos o clientes era el corolario perfecto para explicar las lacras que el regeneracionismo encontraba en la historia de España, que, por otra parte, compartía con otros países del entorno, especialmente los de la Europa del sur.


    Aunque fueron los estudios antropológicos los que primero se ocuparon de analizar esta relación clientelar entre patronos y clientes, no tardaron en aparecer otras aproximaciones, entre ellas las debidas a la historiografía, que tuvo en los estudios sobre la “llegada” de la política al mundo rural la principal preocupación, especialmente en el caso de la Tercera República francesa o en la Italia meridional. En el caso de España, la primera oleada de estudios sobre el régimen político de la Restauración canovista, especialmente los inspirados por la escuela de Raymond Carr, prestó una gran atención al fenómeno del caciquismo, a las redes de los “amigos políticos” y a su capacidad para desarrollar una “geografía de la influencia”, mediante la que los grandes primates de la política se repartían, como si fueran unos territorios coloniales, los distritos electorales de España. Esta atención fue modulada por los enfoques introducidos por la nueva historia política, más analítica y algo revisionista, o por la his­­toriografía de orientación marxista, que explicaba el caciquismo como “dominación de clase” por parte del “bloque de poder” que, de este modo, lograría mantener en una posición subordinada a las clases populares, especialmente las rurales. En todo caso, el clientelismo político es parte esencial de la historia contemporánea de España, sobre todo durante el largo periodo de la monarquía liberal, por diferentes que puedan ser las interpretaciones del mismo, y esto explica tanto la enorme atención que le han prestado las ciencias sociales como el arraigo popular que ha alcanzado.


    Tratar de exponer en pocas páginas la historia del caciquismo español, en una visión de largo plazo, no es tarea fácil. Pero el lector que se adentre en la lectura de este libro encontrará, al lado de sabrosas anécdotas propias de quien tiene el don de la escritura, reflexiones propias del historiador que madura durante muchos años, en la soledad de su gabinete y en el diálogo con colegas y discípulos, las diversas caras de un problema que es mucho menos sencillo de explicar de lo que se puede suponer. A su autor, Carmelo Romero, lo conozco desde principios de los años ochenta, cuando empecé a frecuentar la Universidad de Zaragoza, a donde fui llamado con frecuencia por colegas como Juan José Carreras, Carlos Forcadell y Eloy Fernández Clemente. En aquellos encuentros universitarios, paseos por la ciudad y tertulias nocturnas, la presencia de Carmelo Romero destacaba por su discreción, talento y afabilidad personal. El campo de estudio que había comenzado a roturar en sus primeros años de profesor en el Colegio Universitario de Soria maduró en la Minerva cesaraugustana, gracias a una práctica académica en la que importaba más socializar los conocimientos que apresurarse a publicarlos. Ciertamente, su magisterio ha sido más oral que escrito, más de avanzar haciendo preguntas que de agobiar a los posibles lectores con descripciones farragosas de hechos históricos. Una forma diferente de entender y practicar la profesión de universitario que, en estos tiempos de canibalismo citacional y dictadura de los índices de impacto, merece un reconocimiento.


    A mediados de los pasados noventa, en un congreso realizado en Santiago de Compostela sobre los poderes locales, Carmelo Romero presentó una ponencia que no dejó a nadie indiferente en aquella reunión. Su título parecía contradictorio, pero tenía la complejidad necesaria para invitar a la reflexión: “Las palabras para el gobernador, los votos para el señor obispo”. Era la conclusión a que llegaron los prohombres del distrito de Burgo de Osma (Soria), llamados a capítulo por el Poncio provincial para exigirles que votasen el candidato ministerial frente a la alternativa defendida por el obispo de aquella ciudad, que prefería apoyar a un joven abogado local, Manuel Ruiz Zorrilla. El candidato tenía entonces 25 años y allí comenzó una larga carrera política que lo llevaría a las más altas posiciones de gobierno durante el Sexenio y a un largo destierro en París, debido a su rechazo de la dinastía de los Borbones y, por tanto, al regreso de Alfonso XII, que encabezaría la llamada “monarquía de Sagunto” o el régimen de 1876. No importa ahora reparar en esta biografía particular como retener la idea central contenida en aquella sentencia: el análisis del caciquismo como práctica política está lejos de la imagen un poco chusca que una literatura costumbrista ha dado de los pucherazos electorales, robo de urnas y engaños urdidos por los caciques o agentes locales de los grandes primates del sistema político liberal. En algunas páginas de la novela Los pazos de Ulloa, la escritora Emilia Pardo Bazán retrató —según propia confesión, “tomados del natural”— dos caciques locales gallegos, “Trampeta” y “Barbacana”, que eran la expresión del turnismo político propio de la Restauración canovista.


    La metáfora con que aquellos prohombres sorianos explicaron su decisión de apoyar al candidato local —y del obispo— frente al esquema general propiciado por el gobierno de la Unión liberal sugiere que en la interpretación del caciquismo es necesario disponer de una visión de largo plazo, analizar las relaciones entre los intereses locales con los generales y saber que las entrañas de un sistema político son más plurales de lo que se suele suponer. A desentrañar esta complejidad se dedica este libro, concebido como el resultado de investigaciones realizadas o dirigidas por Carmelo Romero, en las que están presentes los grandes problemas del clientelismo político español que, en cierto modo, son comunes a la mayoría de los ejemplos conocidos, sobre todo en la Europa mediterránea, incluso en sus manifestaciones más superficiales como es la alternancia en el poder (turnismo español y rotativismo portugués) o el tránsito de unos partidos a otros (transformismo italiano). La importancia que tiene la “geometría variable” de las circunscripciones o distritos electorales, objeto de pesados textos legislativos sin los que la gestión de la representación política no puede llevarse a cabo, es uno de sus primeros capítulos.


    La acción concreta de los protagonistas de los procesos electorales, en caleidoscopio interminable de grandes “primates”, caciques locales e instituciones que tienen, sin decirlo expresamente, muchas funciones electoreras a través de la confección de los censos, control de los impuestos y organización del propio acto de las votaciones, nos introduce en el meollo del asunto. Y, más adelante, se explica el proceso de “fabricación” de diputados, parlamentos y gobiernos, de acuerdo con la ley no escrita —vigente en muchos sistemas liberales occidentales— según la cual los parlamentos son ministeriales y los gobiernos escasamente parlamentarios. Parece un contrasentido, pero esa era la lógica política de los regímenes liberales, anteriores a la hegemonía de la democracia de masas: los gobiernos convocaban las elecciones para disponer de fuerzas adictas en los parlamentos y de este modo gobernar con cómodas mayorías que solo las crisis procedentes de la monarquía como poder moderador (en España, denominadas “orientales” al proceder del palacio de Oriente) o las disidencias rompían de forma periódica. Para que este modelo político funcionase era necesaria una sistemática corrupción electoral, la hegemonía de los poderes ejecutivos (Gobierno y jefes de Estado) sobre los parlamentos y, como contrapartida, el uso discrecional de los recursos públicos para compensar los favores recibidos en forma de votos. Los jefes o gobernadores provinciales, las diputaciones y ayuntamientos y otras instituciones (cámaras de comercio, casinos de labradores, ligas agrarias, universidades, sociedades económicas…) eran los territorios más preparados para desarrollar la geografía de la influencia. Y, sumado a todo ello, está la sustancia del clientelismo político, que es el intercambio de votos por favores o, dicho con la gracia de los electores del Burgo de Osma, combinar “palabras” con “votos”, esto es, ideas con intereses.


    En este libro se describe el proceso global del caciquismo en España y se apuntan algunas explicaciones que permiten entender su evolución histórica e incluso algunas versiones que permanecen en los tiempos presentes. Pero es evidente que el caciquismo en tanto que clientelismo político está asociado a la fase histórica del liberalismo político, generalmente censitario, en la que se produce una progresiva adaptación de formas de patronazgo social ejercidas por las clases propietarias (los “notables”) hacia un modelo algo más abierto, ya entrevisto en España con la introducción del sufragio universal masculino en 1887. En esta transición, que no supone todavía que exista una política democrática, el juego político incluye nuevos protagonistas que convierten las elecciones y las relaciones entre el ámbito central y el local en un espacio de mayor competencia y de obligadas transacciones. Ahí es donde entra el problema de la corrupción electoral o de lo que el autor denomina “los caminos de la ilegalidad”. Es evidente que cuanto mayor sea el universo de los electores, más sutiles deben ser las armas electorales, que pasan de la presión directa a la propaganda y, sobre todo, al pacto entre los primates y los poderes locales. Como se recoge en una viñeta del dibujante gallego Alfonso Castelao, no era claro si los caciques representaban a los gobiernos o estos eran la representación de los caciques. La viñeta resume el viejo debate sobre el carácter ascendente o descendente de la política y sugiere, de paso, que una cosa son las palabras y otra los votos.


    A pesar de la delicadeza con que el autor trata el caciquismo y de acompañar el texto con ilustraciones que harán más llevadera la lectura del libro, es obvio que se trata de un comportamiento que ha gozado de mala prensa y de críticas bastante ácidas que llegan hasta nuestros días. Unos versos de Antonio Machado evocados por el autor muestran que la consideración que le merecen los políticos coetáneos no está lejos de lo que hoy podría decir un cantautor, cuando los liberales son tildados de “tan perros, tan inmorales” aunque, más benévolo, a los conservadores se les reconoce que son “buenos administradores”. Ciertamente, algunas pautas del viejo sistema clientelar se reproducen con facilidad en contextos políticos plenamente democráticos, como pueden ser la larga permanencia de una misma persona en los puestos de diputado o senador o la existencia de corrupción política, que tiene en común con la era clásica del caciquismo el uso desviado de recursos públicos. Pero no se trata exactamente del mismo contexto. Los viejos primates políticos de la época liberal debían gestionar la representación a partir de una sociedad poco alfabetizada y deficientemente politizada. Los políticos actuales se encuentran con otros desafíos, pero ya no pueden contar con la condición sumisa o desmovilizada del electorado. El ejercicio de la política sigue padeciendo algunas lacras que, aun bajo la apariencia de ser una constante, tienen perfiles cambiantes. Esta es la esencia del enfoque del historiador, como el lector podrá comprobar en este libro.
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    Capítulo 1


    DEL CACIQUISMO, DE LA HISTORIA Y DE ESTE LIBRO


    EL ORIGEN DEL TÉRMINO


    La realidad siempre precede a las palabras. Al fin y al cabo, las palabras las creamos, o las adaptamos, para dar nombre a realidades, sensaciones y sentimientos ya existentes. Tal sucede, claro está, con el término cacique y con sus múltiples derivados: caciquismo, caciquear, cacicazgo, cacicato, cacicada…


    De la América colonial no solo se trajeron a España y a Europa nuevos productos, también palabras. Entre ellas la que empleaban las comunidades taínas de las Antillas para designar a quien tenía mayor preeminencia y ejercía liderazgo: cacique. Los conquistadores hispanos fueron trasladando el término de aquellas comunidades antillanas a los diferentes territorios y pueblos que iban dominando, aplicándolo, de forma generalizada, a los muy diversos tipos de autoridades indígenas en ellos existentes.


    Convenía distinguir, y me refiero a los conquistadores y a la Corona, entre señores y caciques. Señor, proveniente del sistema feudal de los reinos hispanos, se reservaba —de ello se encargaba una Real Cédula en la temprana fecha de 1538— a los nuevos dominadores, ya que implicaba una autoridad superior y, por tanto, un tratamiento a recibir más sumiso y reverencial. Cacique, en esas disposiciones reales, quedaba so­­lo para aquellos indígenas que ejercían una cierta autoridad, tanto en pequeñas tribus como en los grandes imperios azteca, inca o maya, dada la diversidad de pueblos y culturas.


    En la lengua castellana, el término cacique adquiría desde los inicios un rango diferente y muy inferior al de señor, siendo necesario mantenerlo, no obstante, para poner de manifiesto la diferencia entre la autoridad del conquistador y las autoridades de los conquistados. Situados en ese escalón jerárquicamente intermedio entre los señores y los componentes de las tribus, los caciques resultaban, más que útiles, obligados para los sobrevenidos dominadores. Y ello porque constituían, dado su mayor ascendiente en cada una de ellas, los hilos centrales de la urdimbre de esas comunidades y, por tanto, los principales interlocutores con los señores.


    Ya en 1729 el diccionario de la lengua española, conocido como Diccionario de Autoridades, definía al cacique como “Señor de vasallos, ó el Superior en la Provincia o Pueblos de los Indios”, añadiendo que “por semejanza, se entiende el primero de un Pueblo o República, que tiene más mando y poder, y quiere por su soberbia hacerse temer y obedecer de todos los inferiores”. De ese carácter originario de representación grupal, con cierto significado político, la palabra cacique se fue ampliando para designar a aquellos indígenas con mayor estatus y poderío económico, puesto que en la mayoría de las ocasiones ambas facetas coincidían.


    Pronto, obviamente, surgiría la distinción entre “malos” y “buenos” caciques. Ni que decir tiene que la raya de separación entre unos y otros quedaba fijada, para los dominadores hispanos, en la mayor o menor aceptación y fide­­lidad que a ellos les tuviesen y en el mayor o menor reconoci­­miento que su autoridad encontrase entre los componentes de su comunidad. La cuestión no era acabar con la figura y el estatus del cacique, sino con los “malos caciques” —los díscolos— para sustituirlos por otros “buenos” —los dóciles—, tarea en la que se emplearon conquistadores, eclesiásticos y encomenderos hispanos.


    Ciertamente el término pudo haber quedado reducido a territorios y personas de la América colonial, mas terminaría pasando, y haciendo fortuna, a individuos de la metrópoli hispana, acentuando, además, el carácter peyorativo que ya se le había dado por la Corona y los conquistadores.


    Si antes que las palabras, como decíamos, son las realidades, antes también que en el terreno específicamente político se dio la progresiva generalización del término para designar, ya en la Península, a quienes en su localidad ejercían una mayor influencia, mando y poder en la colectividad, acentuando, además, el carácter peyorativo que ya se le había dado en la América colonial por la Corona y los conquistadores. Esa acepción, no privativa de la esfera política, sino extendida a todos los ámbitos de las relaciones humanas, ha continuado, y continúa aplicándose hasta el presente con mayor o menor intensidad en su utilización.


    Calificar a alguien de cacique siempre ha conllevado reconocerle un mando e influencia superiores en cualquiera de los planos de los que se trate, sean estos políticos, empresariales, académicos, etc. En definitiva, desde un pequeño territorio antillano la palabra cacique fue expandiéndose y generalizándose hasta constituir en el habla hispana un concepto atemporal y universal, que en esencia expresa unas formas de relaciones de poder en cualquier sociedad y grupo humano y en cualquiera de las esferas de la actividad1. Relaciones de poder y de influencia entre desiguales que conllevan patronazgos y clientelismos, paternalismos y dependencias, y, por tanto, favores y castigos, agradecimientos y maldiciones. De ahí que quienes participan de tales relaciones acostumbren a trazar la línea de separación entre lo que es caciquismo y lo que no, e incluso entre los “buenos” y los “malos” caciques, con la regla de si se ha recibido o no el favor. Si se ha recibido, santo y bueno y méritos propios; si no, cacicada, como sinónimo de injusticia y de atropello.


    SU CONSOLIDACIÓN


    En el terreno político y electoral, que es solo una parte, como decíamos, de la vertiente de esas desiguales relaciones de poder y de influencia, el término cacique, aunque ya utilizado mediado el siglo XIX y cada vez en mayor medida, hizo plena fortuna a principios del siglo XX, tras el llamado desastre del 98, con la pérdida por parte hispana de los últimos restos del imperio colonial: Cuba, Puerto Rico y Filipinas.


    El mazazo psicológico que esa pérdida representó, sobre todo para las clases altas y la intelectualidad española —en tiempos en los que, para esos sectores, el imperialismo era sinónimo de fortaleza y de progreso—, llevó a agudizar la mirada a su presente, tratando de buscar unos modos distintos de encarar el futuro. Atrás, pero muy cercanos en el tiempo, quedaban los escritos de muchos de esos mismos intelectuales hablando del león hispano y de unas glorias del ayer —de Vi­­riato a Pavía y de Lepanto a Palafox— que por sí mismas ha­­brían de bastar para vencer a los mambises, los insurrectos cubanos y, tras la voladura del Maine, al “cerdo yanqui”. De aquellas glorias, tras las derrotas de Cavite y de la bahía de Santiago de Cuba y tras la Paz de París, nada quedaba. Era la hora, en palabras de Joaquín Costa, de la “doble llave al sepulcro del Cid”, que equivalía a romper con el épico pasado para poder mirar críticamente al presente.


    No es extraño que solo tres años después de aquel 98, en 1901, el Ateneo madrileño, uno de los epicentros culturales de la época, llevase a cabo una gran encuesta-debate entre las personas más relevantes de la cultura —entre otros Emilia Pardo Bazán, Santiago Ramón y Cajal y Miguel de Unamuno— y, también en gran parte, de la política, sobre el régimen sociopolítico existente en España. El amplio texto del informe sobre el que giraban los ejes del debate, redactado por el citado Joaquín Costa, era en su título, al mismo tiempo, una sentencia: “Oligarquía y caciquismo como la forma actual de Gobierno en España”, y una declaración de intenciones: “Urgencia y modo de cambiarla”.


    En síntesis, lo que Costa planteaba —aduciendo, con abundantes citas, planteamientos similares de lo más granado de la intelectualidad del momento y de algunos políticos— era que en España “no hay Parlamento ni partidos, solo hay oligarquías”, entendiendo por tales “una minoría sin otro interés que el personal de la misma minoría gobernante”. Esos oligarcas —“los primates, la plana mayor”— se sustentaban en una constelación de “caciques de primer, segundo o tercer grado diseminados por todo el territorio” y en los gobernadores civiles al servicio de aquellos y de estos.


    Oligarquía y caciquismo no eran casuísticas excepcionales en el sistema, sino que constituían “la regla, el Régimen mismo”. En esta aseveración coincidía la práctica totalidad de la sesentena de notables participantes. Otra cosa era, en lo tocante a la propuesta costista de “una política quirúrgica y un cirujano de hierro” como modo de cambiar lo existente y de regenerar —la palabra más utilizada en la España del momento—, mediante “escuela y despensa”, un sistema y una nación, en su concepción, viciados de raíz.


    Fue la airada reacción de la pequeña burguesía intelectual tras el desastre del 98 la que puso en el primer plano, por la pluma de estos sectores que indicábamos, la oligarquía y el caciquismo del sistema de la Restauración. Y ni una ni otro dejarían de estar presentes en los textos futuros. De hecho, este binomio de Costa, convertido en título de libros y manuales de historia, sigue siendo, más de un siglo después, el más utilizado para caracterizar la etapa restauracionista.


    LA CONTINUIDAD HISTÓRICA
 OLIGÁRQUICA Y CACIQUIL


    El hecho, no obstante, de poner el acento de oligarquía y caciquismo exclusivamente en la época de la Restauración (1875-1923) ha dado pie en la historiografía española a una compartimentación en periodos que dificulta ver líneas de continuidades en lo esencial y entorpece notablemente la comprensión de las largas trayectorias.
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    En concreto, el largo siglo XIX español —entendiendo por tal su tardío arranque en 1808, con la guerra de Independencia y la Revolución Liberal, y su prolongación hasta 1923— acostumbra a dividirse en cuatro periodos. Uno primero, desde 1808 hasta 1833 con la muerte de Fernando VII y el fin del absolutismo, caracterizado, políticamente, por la lucha entre lo viejo —el Antiguo Régimen absolutista—, que no acababa de morir, y lo nuevo —el liberalismo—, que no terminaba de nacer; un segundo periodo, desde 1833 hasta 1868 —la época de Isabel II, incluyendo las regencias de su madre María Cristina de Nápoles (1833-1840) y del general Baldomero Espartero (1840-1843)—, caracterizado como militarista; un tercer periodo, el Sexenio Democrático —desde la Revolución de 1868 y el destronamiento de Isabel II hasta el pronunciamiento, en diciembre de 1874, de Martínez Campos y la restauración de los Borbones en el trono—, con el calificativo habitual de inestabilidad, y un cuarto periodo, el referido de la Restauración, con esa caracterización de oligarquía y caciquismo.


    Si dejamos al margen ese primer periodo de indecisa lucha entre lo viejo y lo nuevo, lo primero a resaltar es que desde la muerte de Fernando VII, y el establecimiento del Estatuto Real en 1834, hasta el golpe de Estado de Primo de Rivera en 1923, hay una continuidad de régimen constitucional y parlamentario en España que, por otra parte, contrasta con un siglo XX en el que las dictaduras —la de Primo de Rivera y especialmente la de Franco— abarcan la mitad de él. Ese régimen parlamentario, con diferentes constituciones, leyes electorales, etc., como veremos, presenta asimismo muchas otras continuidades en aspectos fundamentales que, sin embargo, quedan difuminadas, cuando no borradas, por esos calificativos tan separadores, y aparentemente contrapuestos, de militarismo, inestabilidad, oligarquía y caciquismo.


    Que el régimen isabelino fue militarista es incuestionable. Y lo fue en un doble sentido: por una parte, porque los cambios de un partido político por otro al frente del poder se produjeron mediante pronunciamientos militares triunfantes —además de muchos otros fracasados—, y por otra, porque mayoritariamente fueron generales — “los espadones”— quienes encabezaron las tendencias políticas —los partidos— y los gobiernos.


    Incuestionable es, asimismo, la inestabilidad del Sexenio Democrático. Baste señalar al respecto que en seis años hubo —aparte de la segunda guerra carlista, de la guerra larga de Cuba y de las sublevaciones cantonalistas— cinco elecciones generales, un gobierno provisional, una monarquía, la de Amadeo de Saboya, y una Primera República con cuatro presidentes. Por último, también resulta pertinente la caracterización de oligárquica y caciquil para la larga etapa restauracionista. Oligárquica porque se trató de un reducido bloque de poder económico y político, y caciquil por cuanto las veintiuna elecciones generales celebradas las ganó siempre el partido que las convocaba, dando lugar, al convocarlas alternativamente el Partido Conservador y el Partido Liberal, a un sistema turnista tan preciso en su rítmico vaivén como el péndulo de un reloj.
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    Siendo las caracterizaciones habituales correctas —no podían dejar de serlo al estar tan generalizadas—, el problema radica en nuestro criterio, en el hecho de que, para esta compartimentación, contraponemos términos que no son excluyentes. Lo que se contrapone a militarismo no son oligarquía y caciquismo, sino civilismo —predominio de los sectores civiles en el gobierno—. Un régimen militarista puede ser también oligárquico y caciquil.


    De hecho, el régimen isabelino lo fue. Oligárquico por ley —que es la forma más definitoria y extrema de serlo—, como lo prueba el que durante todo ese periodo estuvo vigente, como detallaremos, el sufragio censitario por el que solo los grandes propietarios, y en algunos momentos los medianos, tenían la capacidad de ser electores y elegibles. Y caciquil por práctica, dado que casi la totalidad de las veintidós elecciones celebradas las ganó el partido que las convocaba2.


    Fue, precisamente, una forma determinada de utilizar el caciquismo electoral durante este periodo la que robusteció el militarismo. Aspirando cada uno de los partidos —Moderado y Progresista— a monopolizar el poder y sabiendo que quien lo tenía ganaba las elecciones, la única opción del otro partido era, vedada la vía de las urnas, la de un pronunciamiento militar que resultase triunfante, le llevase al Gobierno y desde él convocar elecciones que, indefectiblemente, ganaría. De este modo se entraba en una escalada de pronunciamientos de distinto signo político, la mayor parte de las veces de signo progresista dado el neto predominio y la permanente continuidad de los moderados en el poder, y al mismo tiempo, y como consecuencia, en la necesidad de que cada partido tuviese como dirigente máximo a un militar.


    Por tanto, el militarismo de la época isabelina y de buena parte del Sexenio Democrático no se explica solo, ni prioritariamente, por las características del ejército español. De hecho, esas mismas características, entre las que cabe destacar su macrocefalia —un elevado número de mandos respecto al de soldados—, se siguieron dando durante el régimen de la Restauración y sin embargo este fue civilista3.


    Cada uno de los seres humanos somos hijos de las experiencias que vamos acumulando. También las sociedades. Los principales dirigentes que construyeron los cimientos y levantaron las columnas del régimen político de la Restauración no eran hombres que nacieran en ese momento a la vida política. Tanto el líder del Partido Conservador, Antonio Cánovas del Castillo, como el del Partido Liberal, Práxedes Mateo Sagasta, habían sido con anterioridad no solo diputados, sino ministros y, en el caso del segundo, presidente del Gobierno en el reinado de Amadeo de Saboya. Sus experiencias, como las de buena parte de aquella sociedad, eran las de la época isabelina —tan solo habían transcurrido seis años de su destronamiento— y las del subsiguiente Sexenio Democrático. Unas experiencias en las que el monopolio del poder por un partido había llevado a los pronunciamientos y al militarismo y, por último, a una revolución para destronar a quien se había convertido en reina no de toda la “familia liberal”, sino de un solo partido: el Moderado.


    Si tras la restauración de la monarquía borbónica en el hijo de la destronada Isabel II se actuaba políticamente igual, repitiendo el monopolio de un partido, sucedería lo mismo: pronunciamientos, militarismo y revolución, aunque esta vez con un peligro añadido para esa “familia liberal” de propietarios. La Europa y la España de entonces no eran ya las mismas de una década antes. El crecimiento del proletariado, su progresiva conciencia de clase y la expansión de la Internacional obrera desde finales de los años sesenta representaban una amenaza que podía hacerse mucho mayor en una coyuntura revolucionaria, aunque esta, como en 1868, estuviese propiciada y dirigida por uno de esos sectores —el marginado del poder— de la “familia liberal” de la propiedad. Las revoluciones, al fin y al cabo, se sabe cómo empiezan, pero nunca cómo evolucionan ni cómo acaban.


    Se trataba, por tanto, desde esas experiencias individuales y colectivas acumuladas, de establecer otro funcionamiento político. ¿Cómo? ¿Haciendo que las elecciones fueran razonablemente limpias y que el Gobierno fuese hechura del Parlamento y este de la opinión real del electorado, y no a la inversa como hasta entonces? No fue este el camino, sino el de la renuncia de ambos partidos a perpetuarse en el monopolio del poder cuando cada uno de ellos lo tuviese. En realidad, no surgía de pronto una generación corrupta, como las setas tras las lluvias de otoño; simplemente esa generación transformaba la corrupción electoral, poniéndola al servicio del disfrute alternativo del poder y del asentamiento de la propiedad tal como había sido configurada a lo largo del anterior proceso revolucionario liberal.


    La renuncia al monopolio del poder exigía un pacto de alternancia, de turno, entre los dos partidos, ahora cambiados de nombre, Conservador y Liberal. La posibilidad de pacto derivaba del paralelismo existente en las bases sociales —las clases propietarias— de ambos partidos de la “familia liberal”. Un paralelismo que se fue acentuando con el tiempo en sus planteamientos esenciales hasta hacerse ambos confundibles en lo sustantivo. Así, Benito Pérez Galdós, en su episodio nacional Cánovas (1912), escribirá: “hipó­­critas en dos bandos igualmente dinásticos e igualmente estériles, sin otro móvil que tejer y destejer la jerga de sus provechos particulares en el telar burocrático”. O, por decirlo en versos de Antonio Machado y en similares fechas:


    Es de noche. Se platica


    al fondo de una botica.


    —Yo no sé,


    don José,


    cómo son los liberales


    tan perros, tan inmorales.


    —¡Oh, tranquilícese usté!


    Pasados los carnavales,


    vendrán los conservadores,


    buenos administradores,


    de su casa.


    Todo llega y todo pasa.


    Nada eterno:


    Ni gobierno


    que perdure,


    ni mal que cien años dure.


    —Tras estos tiempos vendrán


    otros tiempos y otros y otros,


    y lo mismo que nosotros


    otros se jorobarán.


    Así es la vida, don Juan.


    —Es verdad, así es la vida.


    —La cebada está crecida…


    Poema de un día. Meditaciones rurales (1913)


    Dejemos a los contertulios de la rebotica hablando ya de la cosecha y del tiempo y retomemos aquellas similitudes de ambos partidos, tan asumidas por la mayoría de los ciudadanos del momento, como condición inexcusable para el pacto. Ahora bien, la similitud no basta para acordar una alternancia. En otros periodos y en otros países las similitudes de bases sociales y de líneas esenciales programáticas entre los dos partidos mayoritarios no han llevado a un pacto, al menos no con la misma intensidad y duración, para turnarse en el poder. La similitud es condición necesaria, pero no suficiente. Hace falta voluntad de establecerlo y de llevarlo a cabo. Esa voluntad, que no fue solo de esos líderes —Cánovas y Sagasta—, pues tras su muerte se siguió llevando a cabo con otros líderes durante una veintena más de años, la proporcionaron las antiguas experiencias y los nuevos temores.
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    En la práctica electoral, por el contrario, no había nada sustantivo que transformar. Bastaba con repetir lo reite­­radamente hecho durante cuarenta y tres años y casi una treintena de elecciones: que el partido que convocaba las elecciones las ganase. Lo que sí había que variar, ob­­viamente, es que no las convocase siempre el mismo, sino alternativamente uno y otro, siendo precisa la complicidad de la Corona para que, en uso de sus atribuciones constitucionales, diese el poder de convocatoria de elecciones de forma alternativa: una vez a los conservadores, a la siguiente a los liberales, de nuevo a los conservadores, luego a los liberales… El rítmico péndulo de reloj al que aludíamos que se sucedió a lo largo de prácticamente cuarenta años —hasta 1923— y durante veintiuna elecciones generales como queda expresiva y fehacientemente plasmado en el siguiente gráfico.


    



    GRÁFIC0 1


    número de escaños en el congreso de diputados (1875-1923)
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    DE ESTE LIBRO


    De acuerdo con los planteamientos anteriores, la pretensión esencial de este libro se centra en un recorrido por el largo tiempo del parlamentarismo español desde el momento de su consolidación, en 1834, hasta su final en 1923, con el golpe de Estado de Primo de Rivera, con algunas referencias a la breve etapa democrática de la Segunda República y una “mirada fi­­nal al presente”.


    Dada esa finalidad, nuestra atención ha estado mucho más puesta en las grandes líneas de continuidad de los comportamientos que en los cambios, y asimismo, en terminología de Costa, en los “primates” —figuras de primer rango— y no en la extensísima red de caciques locales sin la que, por otra parte, estos “primates” o no hubieran podido serlo o, cuando menos, no de la misma manera. Debemos subrayar que quedan como un difuso telón de fondo los últimos en esa escala jerárquica de relaciones de poder: la mayoría de los electores; si bien, desde luego en nuestra pretensión, no dejan de estar presentes, de alguna forma, a lo largo de todo el texto.


    En todo caso, no se trata por nuestra parte de ningún jui­­cio ético o moral a estos “primates” del pasado y del presente, ni tampoco del caciquismo en sí, pues no concebimos la historia como un tribunal juzgador desde los variables criterios cambiantes del presente, sino como una herramienta de reflexión y análisis para algo mucho más trascendente: tratar de entender los porqués, los cómos y los para qués y, en función de ello, plantearse y abordar cada uno de nosotros, como individuos y como componentes de una sociedad, nuestra entraña de ser y nuestro modo de actuar.


    Hemos considerado conveniente estructurar este libro en seis capítulos. Si en este primero hemos reflexionado sobre el origen, evolución y nuestra acepción de los tér­­minos cacique y caciquismo, en el segundo tratamos de sintetizar los aspectos más fundamentales de las diferentes leyes electorales que, en relación con la representación parlamentaria, han existido en España. Se trata, sin duda, del ca­­pítulo más técnico e incluso árido, pese a no haber con­­tem­­pla­­do los aspectos más farragosos y menos relevantes. No obs­­­­tante, lo consideramos imprescindible para quien pretenda comprender más profundamente el resto del texto y no reducirlo a un curioso y entretenido anecdotario.


    La subversión de las leyes y diferentes modos de corrupción y fraude electoral se desarrollan en el tercer capítulo, al tiempo que en el capítulo cuarto, núcleo esencial con numerosos epígrafes, tratamos de recoger un muy amplio muestrario de lo que hemos considerado “primates del caciquismo”, prestando especial atención a los largos recorridos y a las continuidades temporales.


    Al Senado, vigente de forma continuada desde 1834 hasta 1923 y, asimismo, desde 1977 hasta la actualidad, le hemos dedicado un capítulo aparte por tener, también en cuanto a sus componentes, características distintas a las del Congreso. Para concluir, hemos dirigido “Una mirada al pre­­sente”, entendiendo por tal el periodo que arranca con las elecciones de junio de 1977 y se prolonga hasta la actualidad, haciendo hincapié en las principales características de la ley electoral, distinta en aspectos sustantivos a todas las anteriores, y en cómo esta, aparte de los cambios socioeconómicos habidos en España, ha condicionado las características del personal representativo y la propia dinámica política.

  


  
    Capítulo 2


    EL PUNTO DE APOYO: LAS LEYES ELECTORALES


    Para mover el mundo, Arquímedes tan solo pedía un punto de apoyo. Daba por hecho que la palanca y las fuerzas para impulsarla las fabricaría o encontraría. En los sistemas parla­­mentarios el equivalente a ese punto de apoyo que solicitaba Arquímedes es la ley electoral. Sin tenerla en cuenta, o relegándola a un plano menor, no se puede no ya profundizar sino ni siquiera entender los comportamientos y realidades políticas concretas, pues no en vano cada ley electoral es el eje sobre el que gravitan tanto la composición del Parlamento como los tipos de relaciones entre electores y candidatos y de estos, “personal político”, entre sí.


    Ninguna ley es neutra, ni es la que es porque no pueda ser otra. Muy por el contrario, las leyes, en todos los ámbitos y facetas, responden prioritariamente a los planteamientos e intereses de los sectores que en ese momento son hegemónicos y dominantes. También, claro está, por lo que respecta a las leyes electorales.


    Desde los inicios del gobierno representativo, y por tanto del parlamentarismo, en España han existido ocho constituciones —incluyendo como tal el Estatuto Real de 1834 y dejando al margen la Constitución o Estatuto de Bayona de 1808— y diez leyes electorales diferentes, algunas de ellas con tan importantes reformas durante su vigencia que fueron consideradas nuevas leyes. No solo cada constitución trajo aparejada su propia ley electoral, sino que en los periodos constitucionales de dos de ellas —el del Estatuto Real de 1834 y el de la Constitución de 1845— las elecciones se rigieron por dos le­­yes diferentes. De las ocho constituciones habidas solo dos —la de 1812 y la de 1931— fueron unicamerales; las otras seis, bicamerales —Congreso y Senado—. Los comentarios que aquí siguen se refieren únicamente al Congreso de los Diputados, dejando para un apartado final lo relativo al Senado.


    



    Tabla 1


    Leyes electorales en España y principales características


    
      
        

        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            LEY

          

          	
            SUFRAGIO

          

          	
            SISTEMA

          

          	
            %

          

          	
            Nº ELEC.

          

          	
            MARCO TERRITORIAL

          

          	
            CÁMARAS

          
        


        
          	
            1812

          

          	
            Universal* (M)

          

          	
            Indirecto


            (4º grado)

          

          	
            25-1,6-
 0,1-0,003**

          

          	
            4

          

          	
            Provincia

          

          	
            Una

          
        


        
          	
            1834

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Indirecto


            (2º grado)

          

          	
            0,13-0,003**

          

          	
            2

          

          	
            Provincia

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1836

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            0,5

          

          	
            1

          

          	
            Provincia

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1837

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            2,2/5,2***

          

          	
            8

          

          	
            Provincia

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1846

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            0,8/1,1***

          

          	
            8

          

          	
            Distrito

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1865

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            2,7

          

          	
            2

          

          	
            Provincia-distrito

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1869

          

          	
            Universal (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            24/27,4***

          

          	
            6

          

          	
            Provincia-distrito

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1878

          

          	
            Censitario (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            5,1

          

          	
            4

          

          	
            Distrito-circuns.

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1890

          

          	
            Universal (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            24

          

          	
            16

          

          	
            Distrito-circuns.

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            1931

          

          	
            Universal (M)

          

          	
            Directo

          

          	
            26,3

          

          	
            1

          

          	
            Provincia

          

          	
            Una

          
        


        
          	
            1933

          

          	
            Universal

          

          	
            Directo

          

          	
            55

          

          	
            2

          

          	
            Provincia

          

          	
            Una

          
        


        
          	
            1977

          

          	
            Universal

          

          	
            Directo

          

          	
            65,5/78,5***

          

          	
            15

          

          	
            Provincia

          

          	
            Dos

          
        


        
          	
            * Hasta la legislación de 1931 el sufragio, tanto universal como censitario, fue masculino (M).


            ** Las diferentes cifras corresponden a los porcentajes de electores en cada uno de los grados de elección.


            *** Cifras mínima y máxima de porcentaje de electores durante la vigencia de la ley.

          
        

      
    


    


    Partiendo del cuadro anterior, es preciso incidir en algunos aspectos que consideramos fundamentales: el elevado número de leyes electorales; el modo indirecto o directo de elección; el tipo de sufragio, censitario o universal, el primero siempre masculino y el segundo desde 1931 sin especificidad de género; la dualidad en cuanto a marcos territoriales, bien con las provincias como circunscripciones plurinominales, bien con distritos a los que corresponde un solo diputado, y el modo, mayoritario o proporcional, de asignación de escaños.


    EL ELEVADO NÚMERO DE LEYES ELECTORALES


    Si tenemos en cuenta que en los dos siglos transcurridos desde que se inició, en 1812, el sistema representativo en España ha habido periodos de absolutismo monárquico (1814-1820 y 1823-1833) y de dictaduras militares (1923-1930, la del general Primo de Rivera, y 1939-1975, la del general Franco), nos encontramos con que en los algo menos de ciento cincuenta años de parlamentarismo han regido diez leyes electorales diferentes, alguna de ellas además, especialmente la de 1878, con importantes reformas.


    Este amplio número de normativas electorales responde prioritariamente a dos hechos. Por una parte, a las lógicas dificultades iniciales, como los inciertos pasos de un niño cuando comienza a andar, para encontrar un modo “satisfactorio” de elección. De ahí que en solo una docena de años —entre 1834 y 1846— hubiese cinco leyes electorales diferentes. Por otra, a la no aceptación, primero, de las mismas reglas por los partidos que ejercieron el poder durante el reinado isabelino y, después, a que los cambios de régimen acontecidos tras la Revolución de 1868 siempre conllevaron la eliminación de la ley electoral vigente y el establecimiento de una nueva.


    Pese a aceptarse por las distintas tendencias liberales la continuidad de la Corona y el mantenimiento de esta en la persona de Isabel II hasta unos pocos años antes de su destronamiento en 1868, dichas tendencias —moderados y progresistas, con el añadido posterior de la Unión Liberal— diferían no solo en cuanto a la normativa constitucional sino también en cuanto a la ley electoral. De hecho, cada partido hizo suya la Constitución y la ley electoral que aprobaron cuando estaban en el Gobierno y tenían mayoría parlamentaria. Los progresistas, las de 1837; los moderados, la Constitución de 1845 y la ley electoral de 1846. De este modo, cada cambio de tendencia al frente del poder generó también cambio de Constitución y de ley electoral. En concreto, si al final de la regencia del general Espartero y la caída de los progresistas en 1843 le siguió la elaboración de otra Constitución y de otra ley electoral, su vuelta al poder una década más tarde, tras la Vicalvarada de 1854, conllevó la reposición de la normativa de 1837, al tiempo que su nueva y rápida pérdida del poder —dos años más tarde, en 1856— supuso el regreso por parte moderada a su Constitución de 1845 y a su ley electoral de 1846.


    Tampoco faltó a la cita de los cambios de ley electoral la nueva tendencia que, con el nombre de Unión Liberal, encabezó el general Leopoldo O´Donnell. Aun manteniendo la Constitución de 1845, el Gobierno por él presidido estableció una nueva ley electoral en 1865 con la pretensión, entre otras, de satisfacer a unos sectores progresistas cada vez más alejados del sistema y de la monarquía isabelina. Pretensión vana en todo caso, pues la nueva ley distaba mucho, en cuanto a la extensión de sufragio, de las aspiraciones progresistas y estos, con el general Prim a la cabeza, hacía un tiempo que, incrementados los malestares sociales por una fuerte crisis económica y en ascenso los sectores democráticos reivindicadores del sufragio universal (masculino), habían decidido la vía insurreccional para acabar con la monarquía de los Borbones.


    Si los cambios de ley electoral durante el reinado isabelino respondieron, como hemos comentado, a meros cambios de partido al frente del poder, a partir de 1868 las nuevas constituciones y leyes electorales derivaron de alteraciones más profundas, de cambios de régimen, con excepción de la Primera República, en la que su corta duración e inestabilidad impidieron aprobar los proyectos preparados al respecto.


    A diferencia de los moderados y de los progresistas de la época isabelina, los partidos gobernantes durante la Restauración —Conservador y Liberal— mantuvieron una misma Constitución (1876) y una misma, en cuestiones sustantivas, ley electoral (1878), aun cuando esta última tuvo dos reformas importantes: en 1890, con la aprobación del sufragio universal masculino, y en 1907, con la ley Maura, que posteriormente comentaremos. Si en los cuarenta años anteriores (1834-1874) había habido siete leyes electorales, en los cincuenta que transcurren entre el pronunciamiento de Martínez Campos en Sagunto (1874) y el golpe de Estado de Primo de Rivera (1923) hubo tan solo una, aun con las reformas aludidas de 1890 y 1907. Ni que decir tiene que ello se debe al acuerdo de los dirigentes conservador (Cánovas) y liberal (Sagasta) y a la continuidad del mismo por sus diversos sucesores en las jefaturas de dichos partidos a lo largo de toda la Restauración.


    Con esta legislación de la Restauración, no en lo que respecta a Congreso y Senado sino a los ayuntamientos, se desarrollaron las elecciones municipales del 12 de abril de 1931 que determinaron la caída de la monarquía. Aun cuando no sea el tema a desarrollar aquí, sí queremos hacer hincapié en que el único cambio de régimen que ha habido en España como consecuencia de unas elecciones ha sido este: el de la monarquía borbónica a la república. Si no se entiende el deterioro de la monarquía —a raíz sobre todo de su aceptación y mantenimiento de la dictadura, convirtiéndose Alfonso XIII de hecho en un rey perjuro—, y si no se entiende asimismo que, a lo largo de los cien años de parlamentarismo, las elecciones prácticamente siempre las había ganado quien gobernaba, no se entenderá que unas elecciones municipales, con asumidas características plebiscitarias, trajeran como consecuencia inmediata la caída de la monarquía y la proclamación de la república. No hay presente que se pueda entender sin su inmediato pasado.


    Proclamada la república, y previamente a las elecciones constituyentes de 1931, el Gobierno provisional dictó una normativa electoral que, en sus partes más esenciales, rigió no solo para esas elecciones constituyentes sino, con el añadido posterior del sufragio femenino, para las celebradas en 1933 y 1936.


    La actual ley electoral, aun ratificada en 1985, es la misma, en sus aspectos más vertebrales, que la establecida por el gobierno de Adolfo Suárez en 1977 para las primeras elecciones, en la práctica constituyentes, tras la dictadura franquista. Ese hecho es, desde luego, fundamental para entender sus características más relevantes. Por otra parte, junto con la de 1878, y a diferencia de esta sin grandes modificaciones, es la de mayor duración en la historia del parlamentarismo español al haber sido aceptada por los partidos que hasta el momento han sido mayoritarios en las Cortes. De sus características más esenciales, así como de las del resto de las leyes, nos ocuparemos en los siguientes apartados4.


    LOS SISTEMAS INDIRECTO Y DIRECTO


    Las dos primeras leyes electorales (1812 y 1834) revistieron la característica del sistema indirecto, consistente en que el conjunto de electores no elegía a los diputados sino a unos compromisarios a quienes, tras diversos procesos y cribados, terminaba correspondiendo dicha elección. Algunos autores han calificado a la primera Constitución española, la de Cádiz de 1812, de “cuasi democrática”, basándose en el hecho de que establecía el sufragio universal masculino, ma­­yores de 25 años con casa abierta, esto es, que ejercieran algún tipo de “industria”. Se olvida en este caso, o se relega su importancia, que dicho sufragio universal masculino era indirecto en cuarto grado, lo que convertía la elección, por decirlo de forma metafórica, en una sucesión de cribas o coladores.


    Así, de los iniciales tres millones de electores en toda España, el primer cribado solo dejaba a doscientos mil compromisarios; el siguiente a dieciséis mil electores de parroquia que daban pie, con la nueva pasada de criba, a setecientos veintitrés electores de partido judicial en toda España. El voto de estos últimos —no aglutinado, sino distribuido en las distintas provincias según su población— era, en definitiva, el que determinaba quiénes iban a ocupar los bancos del Congreso. En ese escaso millar de personas, menos de quince de media provincial, terminaba concluyendo, tras cuatro procesos de cribado, el sufragio universal masculino de la Constitución y ley electoral de 1812.


    Y es que los legisladores de Cádiz, con nutrida presencia de tibios reformistas del Antiguo Régimen, estaban muy lejos de pensar en democracias de futuro. Sus caminos para la representación tenían mucho más que ver con los que ya conocían —esto es, con los ya andados en las Cortes de la época del Antiguo Régimen—, si bien, en el contexto de una guerra con participación de todo el pueblo y en la lógica revolucionaria liberal de iguales ante la ley y de fin de los viejos privilegios, sustituyeron la secular representación de cada uno de los estamentos —nobleza, clero y tercer estado— por los de la nación en su conjunto. El sufragio indirecto fue mantenido en la siguiente legislación de 1834 que suponía, tras el absolutismo fernandino, el reinicio del liberalismo. Un sufragio indirecto, en este caso, de segundo grado, pero notablemente más restrictivo al partir, por ley, de un número mucho más escaso de electores.


    Nunca es baladí esta pregunta: ¿de qué liberalismo hablamos cuando hablamos del liberalismo español de los años treinta? Ninguna respuesta mejor, quizás, que la que dan sus propias leyes electorales. El Estatuto Real de 1834 —una especie de Carta Otorgada al estilo de la de Luis XVIII en la Francia de veinte años antes— fue el marco normativo en los inicios, tras la muerte de Fernando VII, de la regencia de su viuda María Cristina de Nápoles. Un marco normativo —iniciada y ya en pleno desarrollo la guerra carlista— que respondía al intento de conciliar Antiguo Régimen y liberalismo, pues, como se indicaba a la regente en la exposición del Consejo de Ministros presidido por Martínez de la Rosa: “A. V. M. está reservada la gloria de restaurar las leyes antiguas […] y aplicar con discernimiento y cordura los principios fundamentales de la antigua legislación al estado actual de la sociedad”.


    Para esa amalgama se establecía una doble cámara: la de Próceres (futuro Senado) y la de Procuradores (futuro Congreso de los Diputados), con dos aspiraciones y composiciones distintas. La Cámara de Próceres representaba, en el pensamiento del legislador, “los intereses morales de la sociedad” y la de los Procuradores “los materiales”. Esos “intereses morales” —“la religión, la gloria antigua de España, y la nueva”— quedaban encarnados en los grandes de España, que pasaban a ser miembros de esta Cámara por derecho propio, y en los que la Corona designase de entre arzobispos, obispos, títulos de Castilla y personas distinguidas en las carreras administrativa, política o militar. En ambos casos ejercerían su cargo de forma vitalicia.


    La Cámara Baja, el Estamento de Procuradores, la que decía representar los intereses “materiales” de la sociedad, era electiva, reservando la condición de elegibles a quienes, con edad de más de 30 años, tuvieran rentas superiores a 12.000 reales, y la de electores a los miembros de los ayuntamientos de los municipios cabeza de partido judicial —ayuntamientos de la época del absolutismo fernandino—, más un número igual de los mayores hacendados de dichos municipios. A dichos electores, dieciséis mil tan solo en toda España, correspondía elegir a los electores de partido judicial quienes —con más de 6.000 reales de renta— pasaban a ser los que elegían a los procuradores de las provincias.


    



    [image: ]


    



    Este sistema de 1834 presentaba algunas similitudes con el establecido en 1812, pero también notables diferencias. Las similitudes estriban en que el número de electores y la forma de elección eran iguales a las de los dos últimos grados de la de 1812; las diferencias, en que se eliminaban los dos primeros grados de elección, y con ellos la participación de todo el pueblo, y que se exigían muy elevados niveles de renta tanto para ser electores como elegibles, sin olvidar, por otra parte, la existencia de esa Cámara de Próceres monopolizada por los grandes de España y los designados por la Corona.


    Cuando historiográficamente hablamos del pacto implícito de nobleza y burguesía en el proceso de la revolución li­­beral española —“revolución desde arriba”—, lo que mejor plasma esta alianza es, sin duda, la propia legislación electoral y su reserva de quiénes podían ser electores y elegibles; de quiénes, en definitiva, iban a hacer las leyes y de quiénes les fa­­cultaban con su voto para hacerlas. Leyes, por otra parte, esenciales para la estructura y la dinámica futura, y hasta el presente, de la sociedad, sobre todo las relativas a la transformación de la propiedad, con la eliminación de la forma de propiedad feudal y su conversión en propiedad privada: desamortizaciones eclesiásticas, fin de los mayorazgos y señoríos… El nuevo rostro social de la propiedad plena quedará trazado en estos años y los quiénes, los cómos y los porqués únicamente cobran sentido partiendo de los sectores sociales que tenían capacidad para elegir y ser elegidos y, por tanto, para hacer las leyes.


    Las primeras elecciones que se celebraron sin esas cribas de sufragio indirecto fueron, vigente todavía el Estatuto Real, las de julio de 1836, si bien aquellas Cortes ni siquiera llegaron a reunirse, dado que la sublevación de los sargentos en La Granja, culminando distintas sublevaciones, obligó a la regente a suprimir dicho estatuto y a reponer la constitución gaditana.


    Acostumbramos a añorar lo que perdemos y especialmente aquello que nos vimos obligados a abandonar. En el ideario colectivo progresista, la Constitución de 1812 —suprimida por el rey en 1814 y de nuevo, tras su reimplantación en 1820 con el pronunciamiento de Riego, en 1823— había quedado mitificada. No hubo liberal de tronío del que, para acreditar su pedigrí, no se dijese que “había aprendido a leer en la Constitución de 1812”. Sin embargo, las nuevas Cortes, elegidas por el procedimiento de 1812 y aun con mayoría liberal progresista, la consideraron anticuada y abordaron de inmediato la redacción de una nueva y con ella de otra ley electoral.


    Una nueva ley, la de 1837, que establecía el sistema directo, ya que la legislación de 1812 había venido a probar, como indicaban los propios diputados electos mediante dicha ley, la carencia de participación en las primeras fases de la elección, aquellas que incorporaban a todos los varones para elegir, no lo olvidemos, únicamente a unos pocos compromisarios. “Nadie ignora —decía en las Cortes el diputado progresista valenciano Vicente Sancho— el movimiento que durante las elecciones se notaba en los pueblos en vista de que los electores no corrían a votar; yo de buena fe lo digo: no hay más que tener a la vista lo ocurrido en Madrid, en donde ha habido colegio electoral al cual, no habiendo asistido nadie, el regidor tuvo que llevar algunos amigos para que pudiese verificarse la elección”. Era el epitafio al sufragio indirecto. Ninguna otra ley volvió a reponerlo para la elección de diputados; para la de senadores el cantar fue otro, pero de ello, como indicábamos, ya nos ocuparemos.


    SUFRAGIO CENSITARIO-SUFRAGIO UNIVERSAL


    La igualdad fue una de las grandes proclamas revolucionarias liberales. Igualdad no económica, sino ante la ley, en una sociedad, de ahí su carácter revolucionario y rupturista, de individuos con privilegios —estamentos nobiliario y clerical— y de otros carentes de ellos —estado del común o tercer estado—. Esa proclamada igualdad ante la ley no la tradujeron, sin embargo, en igualdad de derechos políticos5.


    Teóricos del liberalismo burgués expusieron desde muy pronto la necesidad de que aquellos que no tenían propiedad tampoco tuvieran derecho al voto. En 1815, el suizo Benjamin Constant exponía argumentos, que, citándolo o no, fueron largamente reiterados en el Parlamento y la prensa liberal española de los años treinta e incluso, y quizá sobre todo, a finales de siglo, al agudizarse el debate sobre la implantación o no del sufragio universal: “Ha observado muy bien un célebre escritor —escribía Constant—, que cuando los no-propietarios obtienen derechos políticos, ocurre una de estas tres cosas: o no reciben impulsos más que de sí mismos y entonces destruyen la sociedad; o reciben el del hombre o los hombres que están en el poder, siendo entonces instrumentos de tiranía; o reciben el de los aspirantes al poder y son entonces instrumentos de bandería. Precísase pues con­­diciones de propiedad tanto para los electores como para los elegibles”.


    El voto, para que no fuese manipulado y asegurara la sociedad liberal burguesa que se estaba construyendo, debía quedar reservado —según Constant y los teóricos del liberalismo— únicamente a los propietarios, pertenecieran estos a la vieja nobleza rentista, a la pujante burguesía comercial, industrial y de los negocios o a los agricultores y ganaderos hacendados.
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    Aceptado este credo en toda la Europa liberal, la única discusión posible era la de a qué altura colocar el listón de la propiedad requerida para que unos ciudadanos fuesen “políticamente activos” y otros no. Y esa fue, en este aspecto, la constante división entre los liberales moderados y progresistas españoles. Estos tendían a bajar la altura del listón; aquellos a subirla.


    En la ley electoral de 1837, con mayoría progresista, se establecieron hasta seis vías para tener derecho al voto6. En cierto modo, y en virtud de las distintas intervenciones en las Cortes, a esta ley de 1837 bien podríamos calificarla como “¡A la caza del propietario!”. “La propiedad —clamaba Salustiano Olózaga, diputado progresista por Logroño y futuro presidente del Consejo de Ministros— por todos los medios posibles, por el pago de contribuciones, por rentas, por arrendamientos, por alquiler de casa…”. Esa afanosa búsqueda de propietarios para conferirles derechos de participación política no solo venía motivada por el ideario progresista, sino también por la necesidad de ampliar la todavía escasa base social del liberalismo. El carlismo se encontraba en ese momento en su máximo vigor —con la Expedición Real del pretendiente carlista, en el verano de ese año de 1837, para tomar Madrid—, y ante esa amenaza se hacía preciso hacer partícipes del sistema a muchos más propietarios.


    Esas seis vías daban un cuerpo electoral de 267.000 electores: el 2,2% de la población en 1837. Estas cifras se duplicaban en 1844, las últimas elecciones en este periodo con esta ley: 635.000 electores, el 5,2% del total de la población española. El aumento tan notable de electores con la misma legislación no hay que buscarlo prioritariamente en un incremento de personas que accediesen, en un periodo de tan solo siete años, a esos niveles requeridos de propiedad. Más bien se debió, por una parte, a que los diversos candidatos y quienes les apoyaban fueron reclutando para el censo a aquellos de sus partidarios que, cumpliendo las condiciones, no se habían incorporado y, por otra, sobre todo en algunas zonas, a que, estando en vigor la guerra carlista hasta 1840 y menudeando partidas guerrilleras, significarse políticamente y revelarse económicamente como propietario de cierto nivel podía resultar, y resultaba de hecho, peligroso.


    Con esta ley electoral tuvieron lugar las siete elecciones ce­­lebradas entre 1837 y 1844, más las de 1854, tras el pronuncia­­miento de Vicálvaro y la vuelta al Gobierno de los progresistas con Espartero. Si este pronunciamiento militar permitió reponer, como decíamos, Constitución y ley electoral de 1837, otro pronunciamiento militar había conllevado, en 1843, el fin de la regencia de Espartero, la mayoría de edad con 13 años de Isabel II, el acceso al Gobierno de los liberales moderados —con el general Narváez como hombre clave— y, con ellos, una nueva Constitución (1845) y una nueva ley electoral (1846).


    Esta ley —pasada la guerra carlista, y con ella la amenaza al trono de Isabel II y al sistema liberal—, acentuaba muy notablemente los aspectos conservadores y oligárquicos. Aumentaba el número de diputados (de doscientos cuarenta y ocho a trescientos cuarenta y nueve) al tiempo que reducía extraordinariamente el de electores, ya que las seis vías anteriores quedaban limitadas a dos: quienes satisficiesen una contribución directa de más de 400 reales —en la anterior era de 200— y aquellas capacidades intelectuales —doctores, licenciados, abogados, médicos, farmacéuticos, arquitectos, curas párrocos, oficiales retirados del ejército— cuya contribución superase los 200 reales. De este modo, el cuerpo electoral quedó reducido a cien mil varones —el 0,8% de la población española— que, en las últimas elecciones, las de 1864, habían pasado a ser 164.000, el 1,1%.


    A caballo, en cuanto al número de electores, entre la ley progresista de 1837 y esta moderada de 1846, estuvo la de 1865, con los unionistas del general O´Donnell en el Gobierno. La reducción de la cuota de contribución a 200 reales, en el caso de los propietarios, y la eliminación de la necesidad de cuota alguna en el de las capacidades, permitieron el acceso al derecho al voto a algo más de cuatrocientos mil varones, el 2,7% de la población.


    Tres años después, el aumento iba a ser mucho más considerable pues, a raíz de las revoluciones europeas de 1848, la Primavera de los Pueblos, con epicentro en Francia, el sufragio universal masculino fue santo y seña de las reivindicaciones democráticas. Creado en 1849 y duramente reprimido por los gobiernos moderados, el Partido Demócrata Español consiguió imponer a los liberales progresistas su condición de que aceptaran el sufragio universal masculino para participar en la sublevación contra Isabel II.


    El triunfo de esa sublevación en 1868 y el destronamiento de la reina dio paso a un Gobierno provisional y a la celebración de elecciones a Cortes Constituyentes que, cumpliendo lo pactado en Ostende, se celebraron mediante sufragio universal masculino, lo que elevó la cifra de electores a cuatro millones de varones, el 24% de la población española. Cifra y porcentaje que alcanzarían su mayor cota con la Primera República, en 1873 —cuatro millones y medio y 27%—, al rebajarse la edad para el derecho a voto de los 25 años de las leyes anteriores a 21. Fue esta, por cierto, la edad más baja hasta 1977, ya que durante la Restauración fue de 25 años y en la Segunda República de 23.


    Cinco elecciones se celebraron con sufragio universal masculino durante el Sexenio Democrático (1868-1874), más las Constituyentes de 1876 tras el pronunciamiento de Sa­­gunto y la restauración de la monarquía borbónica. Estas úl­­ti­­mas dieron paso a una nueva Constitución (1876) y a una nueva ley electoral (1878) que supuso el regreso al sufragio censitario. En buena medida, en el aspecto que estamos tratando, se volvía a la legislación unionista de 1865 —Cánovas provenía de dicho partido—, si bien se incluía a los maestros entre las capacidades y se reducía a la mitad la cuota de 200 reales en el caso de los propietarios rurales, no así en el de los industriales —una forma clara de incrementar el peso del voto rural frente al urbano—. El censo electoral pasaba a contar con ochocientos cincuenta mil electores, que representaban el 5% de la población, porcentaje similar, por cierto, al que se había alcanzado cuarenta años antes con la ley de 1837.


    Fue en 1890, al finalizar el llamado “gobierno largo” de Sagasta (1885-1890), cuando los liberales hicieron valer la aspiración de sufragio universal masculino llevándolo a una nueva, en este aspecto, ley electoral. Se debió, sobre todo, al ala izquierda del partido liberal, pues el propio Sagasta se había manifestado en contra pocos años antes aduciendo, en parecidos términos a los de Cánovas, que dicho sistema “era destructor de la Monarquía y de la verdad electoral y que representaba el advenimiento del socialismo”.


    Los electores, tras aprobarse la ley, pasaron a ser cinco millones con un porcentaje similar, obviamente, al del Sexenio Democrático —el 24% de la población—. Este porcentaje se mantendría sin cambios sustantivos hasta 1931 ya que una nueva reforma —la ley electoral de Maura de 1907— no introdujo en este tema cambio alguno.


    No deja de ser significativo, por otra parte, que esta igualdad de los varones para el sufragio precediese en veintidós años a la de la igualdad para el servicio militar. Pese a las numerosas protestas y motines populares contra un sistema de quintas que lo hacía recaer exclusivamente en las clases bajas, la redención en metálico no fue eliminada, y no completamente, hasta 1912, pocos años después de la Semana Trágica de Barcelona y con el liberal Canalejas al frente del Gobierno. A las clases medias-altas de la propiedad les preocupaba bastante menos, a la altura de 1890, la igualdad para el sufragio que para el servicio militar. Lo significativo, de cara a repensar la historia desde perspectivas e intereses cotidianos de las distintas clases sociales, es que para reivindicar el sufragio no había habido algaradas ni motines populares y sí muchos en demanda —“O todos o ninguno”— de la igualdad ante el servicio militar. Los votos ya podían ser controlados por la gran propiedad; los cuerpos a los que se dirigieran las balas, no, salvo, claro está, librándose de exponerlos.


    Tras la proclamación de la Segunda República, un decreto de su Gobierno provisional (del 8 de mayo de 1931) rebajaba la edad para el voto de 25 a 23 años, con el consiguiente aumento de electores, que pasaban a ser algo más de seis millones, y de su porcentaje —26,3% respecto al total de la población—. Se incluían como elegibles a los eclesiásticos, después de muchos años, y, por primera vez, a las mujeres. Fue precisamente una de las tres electas para las Cortes Constituyentes, Clara Campoamor, del Partido Republicano Radical, la más firme defensora del sufragio femenino entre no pocas chanzas de algunos diputados. Su aprobación —artículo 36 de la Constitución de 1931— duplicó el censo electoral. En las elecciones de 1933 por primera vez más de la mitad de la población, aproximadamente el 55%, tuvo derecho al voto.


    Esa cifra creció considerablemente cuarenta años después, en 1977, dado el aumento de población y la tasa de envejecimiento, por una parte, y la rebaja, por otra, de la edad de voto a los 21 años —veintitrés millones y medio y el 65%—, y todavía más a partir de la Constitución de 1978 —veintisiete millones y 71% en 1979— al fijarse la edad en 18 años.


    LOS MARCOS TERRITORIALES:
 PROVINCIAS O DISTRITOS


    Si en el seno de la “familia liberal” la cuestión de la altura en la que colocar el listón de la cuantía de propiedad requerida para tener derechos electorales fue objeto de continuada discusión, no lo fue menos la de los marcos territoriales para la elección. Los progresistas eran partidarios de las provincias —recién creadas, en 1833, con las delimitaciones que aún se mantienen— como circunscripciones plurinominales, con un número de diputados a elegir proporcional a la población de cada una de ellas; los moderados, por el contrario, lo eran de la división de cada provincia, a efectos electorales, en distritos uninominales, es decir, un solo diputado por cada uno de esos pequeños distritos. No se trataba, desde luego, de un tema menor. Entre otras cosas porque condicionaba tanto el tipo de partidos y de personal político como las relaciones con los electores y las actitudes de estos.


    La provincia, en una España de abarcas, carreta y mula, en la que buena parte de su población moría sin haber conocido apenas otras montañas, otros valles u otros páramos que los que vio al nacer, era un espacio geográfico relativamente amplio, por lo que prohombres de una localidad y su entorno podían carecer de influencia e incluso ser completamente desconocidos en otros muchos lugares de la misma provincia. Como circunscripción la provincia disminuía, por tanto, el peso del localismo, al tiempo que acrecentaba el de las notabilidades nacionales y el del poder gubernamental cuyos brazos burocráticos llegaban a todos los lugares. Al fin y al cabo, toda amplitud de territorio y horizonte disminuye el peso de los poderosos locales, al tiempo que su reducción, como acontecía con los distritos, lo aumenta.


    Las primeras normativas, tanto de la Constitución de 1812 como del Estatuto Real y la de 1837, establecieron las provincias como circunscripciones electorales. El acceso al poder de los moderados llevó, en 1846, a eliminarlas y a fijar trescientos cuarenta y nueve distritos uninominales, uno cada “treinta y cinco mil almas de población”. Teniendo en cuenta que escasamente el 1% de la población poseía la condición de elector, cada distrito no llegaba, por término medio, a trescientos cincuenta electores, diseminados, en la mayoría de los casos, en una cincuentena larga de localidades diferentes. Cualquier intento de reflexión sobre la praxis electoral durante este periodo tiene que tener como punto de partida, y permanentemente presente, este hecho: un mosaico de trescientos cuarenta y nueve micromundos —cada uno de ellos, a su vez, mosaico de otra cincuentena larga de micromundos— y menos de trescientos cincuenta electores en cada uno de ellos.


    Desde 1846 y hasta 1931, con la legislación de la Segunda República, solo tres elecciones se celebraron por provincias y no por distritos uninominales. De esas tres, dos lo fueron con la normativa unionista de 1865 y su guiño, ya comentado, a los progresistas. La otra lo fue, tras la Revolución de 1868 y con el Gobierno provisional de progresistas y unionistas, para las Cortes Constituyentes de 1869. No obstante, en ambas normativas solo las provincias a las que por población correspondía elegir seis o menos diputados constituían circunscripción única, las de “más de seis diputados y menos de diez” (diecisiete provincias) quedaban divididas en dos circunscripciones distintas y aquellas otras con “diez o más diputados” (diez provincias) en dos o tres circunscripciones.


    Después, en esas Cortes Constituyentes de 1869, los progresistas aprobaron, contrariamente a lo que habían sido sus postulados tradicionales, la vuelta a los distritos uninominales. Esta paradoja estuvo esencialmente motivada, a la vista de los resultados en las elecciones, por su temor al crecimiento republicano en caso de mantener las provincias como circunscripciones electorales7. El poder altera los principios y fija las reglas en función de sus variables conveniencias.


    Ni que decir tiene que durante la Restauración se iban a mantener los distritos uninominales, si bien algunos —ochenta y ocho en concreto— de los de las provincias con mayor población quedaban agrupados en veintiséis circunscripciones plurinominales. De este modo, de los aproximadamente cuatrocientos diputados con los que contó el Congreso desde 1876 hasta 1923, más de tres cuartas partes lo fueron por los pequeños distritos uninominales. Por otra parte, las grandes ciudades, pese a aumentar notablemente su población a lo largo de esos cincuenta años, apenas incrementaron, tanto con gobiernos conservadores como con liberales, su número de diputados: resultaban, obviamente, mucho más incómodas y menos fieles a los dos partidos turnistas de la Restauración.
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    Ni la reforma ya comentada del gobierno de Sagasta en 1890, ni la del gobierno de Maura en 1907 —esta con la supuesta y pomposa pretensión de “desguace del caciquismo”—, alteraron estos marcos territoriales de los distritos uninominales pese a ser, o mejor precisamente por serlo, manantiales de secular caciquismo.


    Proclamada la Segunda República, de inmediato su Go­­­­bier­­­­no provisional dictaba un decreto para regular las elecciones a Cortes Constituyentes en el que, en este aspecto, se indi­­caba:


    El Gobierno no ha podido olvidar los graves inconvenientes que para la pureza del sufragio ofrece la vigente ley electoral que, al establecer el sistema de mayoría por pequeños distritos uninominales, deja abierto ancho cauce a la coacción caciquil, a la compra de votos y a todas las corruptelas conocidas. Para evitarlo ha parecido medida de precaución indispensable sustituir los distritos por circunscripciones provinciales, siendo interesante hacer resaltar que este sistema coloca en plano de igualdad a todos los electores y elegibles, ya que el procedimiento de distritos unipersonales no solo no perjudicaría a los candidatos republicanos, sino que más bien les favorecería, por cuanto los vicios mismos del sistema hacen que muchos de los elementos que antes fueron adversos, hoy se hayan puesto del lado del Gobierno.


    El cervantino “Bien se parece, Sancho, que eres villano y de aquellos que dicen ¡viva quien vence!” se hacía patente en esa última frase, al aludir al tan frecuente como acomodaticio “cambio de chaqueta” a favor de los vientos del poder.


    La eliminación de los distritos y el paso a las provincias no respondía, argumentaba el Gobierno, a intereses político-partidistas del nuevo régimen, sino a la pretensión de erradicar los vicios que el punto de apoyo —la ley electoral— había generado e impulsado. Al fin y al cabo, a aquellos dirigentes republicanos no les faltaba experiencia, ni electoral ni parlamentaria: ocho de los doce componentes del Gobierno provisional habían sido diputados durante la Restauración, la mayor parte de ellos por circunscripciones plurinominales, e incluso alguno, como el propio jefe del Gobierno —Niceto Alcalá-Zamora—, podía presentar en su “hoja de servicios” dilatada trayectoria caciquil tanto familiar como personal8.


    Por otra parte, en esta legislación republicana las ciudades que superaban los cien mil habitantes, aumentados a ciento cincuenta mil tras las Constituyentes, pasaban a formar circunscripción propia, por lo que ocho provincias españolas —Bar­­celona, Madrid, Valencia, Sevilla, Málaga, Zaragoza, Vizcaya y Murcia— tuvieron dos circunscripciones: la de su capital, con los municipios de su partido judicial, y la del resto de la provincia.


    Con la legislación de 1977, vigente en la actualidad, continúan siendo las provincias los territorios electorales. La variante esencial, sin embargo, estriba en que, a diferencia de cualquiera otra de las leyes que han existido, el número de diputados no es estrictamente proporcional a la población de cada provincia, sino que, de partida, a cada una se le asignan dos diputados, añadiéndoseles a estos los que en proporción a su población le correspondan. De este modo, el voto de los electores de las provincias con menor número de habitantes está claramente sobrerrepresentado respecto al de aquellos de las más pobladas.


    El principio democrático de “una persona, un voto” que­­da como mera declaración teórica; en la práctica, dados los grandes desequilibrios demográficos, esa normativa de dos diputados por el hecho de ser provincia hace que el valor real del voto de cada elector fluctúe en función de en qué provincia está censado. En los casos más extremos, el voto de una persona puede “equivaler” —media de diputados por electores de cada provincia— al triple del de otra. Y esto para el Congreso, porque para el Senado, configurado teóricamente como cámara territorial, la fluctuación, dado que todas las provincias tienen el mismo número (cuatro) de senadores, llega al nivel de uno a setenta. Un senador cada veintidós mil habitantes de Soria; uno cada millón seiscientos mil de Madrid.


    Las leyes, ya lo dijimos, nunca son neutras. La finalidad esencial en 1977, al primar el voto de los electores de las zonas menos pobladas y disminuir el de los de las más pobladas, era la de potenciar en el Parlamento las opciones conservadoras. En las elecciones de febrero de 1936, las últimas democráticas antes de las de 1977, el triunfo de las candidaturas del Frente Popular lo había sido en la inmensa mayoría de las provincias cuyos electores quedaban ahora infrarrepresentados; por el contrario, el de las candidaturas de la derecha lo fue en aquellas que pasaban a estar sobrerrepresentadas. Cuando en 1985, con mayoría socialista, fue ratificada esta ley, los dos partidos mayoritarios habían experimentado que a ambos —aunque en mayor grado a la Unión de Centro Democrático, primero y, tras la desaparición de este, al Partido Popular— les beneficiaba. Así continúa siendo en el presente.


    SISTEMA MAYORITARIO-SISTEMA PROPORCIONAL


    Todo Parlamento es, desde una perspectiva teórica y metafórica, un mapa a reducida escala de quienes ejercen el voto. Ahora bien, ese mapa puede ser razonablemente fidedigno o notoriamente distorsionado. La clave para que resulte uno u otro está en las leyes electorales. Una traducción exacta, o muy aproximada, de las opiniones políticas del electorado al mapa parlamentario solo es posible con un sistema proporcional estricto, en el que el porcentaje de escaños obtenidos sea idéntico al del porcentaje de votos.


    La división territorial en distritos en los que solo es posible elegir a una persona imposibilita, obviamente, un sistema proporcional y, por tanto, una reproducción a escala mínimamente aproximada. Es más, en el supuesto teórico de que todos los candidatos de un mismo partido obtuviesen un solo voto más que sus adversarios en cada uno de los distritos, el resultado sería un Parlamento monocolor, en el que únicamente personas de un partido ocuparían la totalidad de los escaños. Y sin supuesto teórico, sino como realidad empírica: un sistema, como el estadounidense, en el que basta un único voto de diferencia para otorgar todos los compromisarios de una circunscripción (Estado) a un candidato, puede hacer presidente —lo ha hecho en varias ocasiones— a quien obtiene menos respaldo de votos del conjunto de la población que su adversario.


    Dado el predominio, como hemos visto, de distritos uninominales hasta 1923, y dado que las provincias como circunscripciones plurinominales solo estuvieron vigentes en los inicios del liberalismo, cuando no estaban estructurados, ni apenas perfilados, los partidos políticos, el sistema para asignar los escaños fue siempre el mayoritario9.


    El desarrollo de los partidos políticos a lo largo del si­­glo XIX y el comentado establecimiento de veintiséis circunscripciones plurinominales en la Restauración dieron paso, para esas circunscripciones, a un sistema mayoritario corregido. La corrección consistía en “limitar” el voto de los electores, no permitiéndoseles votar a tantas personas como vacantes existían en su circunscripción sino, aproximadamente, a un 80%. De este modo, los partidos solo presentaban, lógicamente, el número de candidatos que el elector podía poner en su papeleta y no el número total de vacantes, dado que ello hubiera conllevado dividir el voto y perder, en consecuencia, posibilidades de resultar electos.


    Este sistema mayoritario de voto limitado posibilitó que la segunda fuerza política en cada circunscripción plurinominal obtuviese representación; eso sí, no superior, aun cuando obtuviesen el 49% de los votos, al 20% de las vacantes. Buena parte de los diputados republicanos fueron elegidos en esas cir­­cunscripciones y, lo que no deja de ser harto significativo, prác­­ticamente la totalidad de los veintiséis diputados socialistas que hubo en las seis elecciones celebradas entre 1910 y 1923.


    La ley electoral de Maura de 1907 —reformando la de 1878— mantuvo el mismo sistema mayoritario, pero introdujo, con el artículo 29 de dicha ley, la salvedad de que en los distritos uninominales en los que solo hubiese un candidato y en las circunscripciones en las que el número de candidatos fuese igual al de vacantes, automáticamente tales candidatos pasaban a ser diputados, sin necesidad por tanto de votación alguna. No deja de resultar paradójico que la única legislación en España que consideró el voto no un derecho sino un deber, imponiendo diversas sanciones a quienes no lo ejerciesen, privara de ir a las urnas a todos aquellos electores de los distritos y circunscripciones en los que se diera esa circunstancia.


    La medida, por cierto, partió de la iniciativa de un diputa­­do republicano, Gumersindo de Azcárate. Se trataba de evitar la “pantomima” de celebrar una elección sabiendo de antemano quién resultaría electo. Pero la bienintencionada finalidad de Azcárate y de los legisladores produjo efectos muy distintos a los deseados. Ese artículo 29 abrió un amplio ventanal a componendas y pactos, sin otro objeto que evitar tensiones, molestias y gastos a no pocos candidatos.


    La legislación de la Segunda República mantuvo el sistema mayoritario corregido que en la Restauración se había establecido para las circunscripciones plurinominales, extendiéndolo ahora, al eliminar como decíamos los distritos uninominales, a todas las provincias y circunscripciones. Consideraban, provenientes al fin y al cabo de la Restauración, que el problema electoral se reducía al caciquismo secular y que este estaba adherido, con la fuerza de la más resistentes de las lapas, a los pequeños distritos, mientras que las circunscripciones, por las que muchos de ellos habían re­­sultado con anterioridad electos, eran escenarios, si no de pu­­reza, sí mucho menos caciquiles. De ahí que, teniendo como principal horizonte mermar dicho caciquismo, se limitaran a aplicar la legislación que había estado vigente en esas circunscripciones plurinominales10.


    Este sistema mayoritario, con el que un solo voto más otorgaba el 80% de los escaños de cada circunscripción, forzaba, per se, a las coaliciones electorales y a la presentación de listas conjuntas de los partidos políticos más afines, o menos distantes, entre sí. Ello, en la coyuntura española y europea de los años treinta, con el temor por parte de la izquierda al fascismo y por parte de la derecha al social-comunismo y a las reformas republicanas, determinaba la separación en dos bloques no ya como resultado de la composición del Parlamento sino antes de que se celebraran las elecciones.


    Para apuntalar lo expuesto, y la incidencia de la ley, convendrá indicar que el triunfo de la derecha en 1933 no tuvo como causa, frente a la versión de la izquierda en aquel momento y posteriormente muy generalizada, el voto femenino —dos años más tarde también votaron las mujeres y ganó el Frente Popular—, sino, prioritariamente, la multiplicidad de candidaturas de izquierda frente a la unitaria de la derecha. En todo caso, y en lo que aquí es de nuestro interés con respecto a la ley electoral, ese sistema mayoritario determinó que el Parlamento, tanto en 1933 como en 1936, distase mucho de ser un mapa a una escala medianamente precisa de la opinión política de los votantes. En 1933 quedaba muy deformado por sobrerrepresentación de la derecha; en 1936 por sobrerrepresentación de la izquierda. Este mismo sistema mayoritario de voto limitado es, por cierto, el que rige desde 1977 para la elección de senadores: cuatro puestos por provincia y cada elector solo puede votar a tres.


    La legislación de 1977 estableció para el Congreso, por primera vez en España, el sistema proporcional, mediante el método d’Hondt, pero de ello y de su importancia nos ocuparemos en el último capítulo.

  



  

    Capítulo 3


    LOS VARIADOS CAMINOS DE LA ILEGALIDAD


    Los defensores del sufragio censitario, en su argumentación de que únicamente la reserva del voto a los propietarios aseguraba “recto criterio, independencia y pureza”, estaban, inconscientemente o con interesada consciencia, equivocados. Seguro que el recto criterio se cumplía a satisfacción de esos propietarios, pero en cuanto a la independencia y a la pureza…


    En junio de 1864, cuando únicamente tenía derecho al voto el 1% de la población —es decir, el selecto grupo de los mayores propietarios y de las capacidades intelectuales más cultas—, el ministerio de la Gobernación dictaba una ley de sanción penal por los delitos electorales. No se trata, obviamente, de que los hombres de aquel Gobierno se hubiesen reunido para adelantarse al futuro imaginando artimañas, corruptelas y fraudes que pudieran llegar a cometerse. Para aquel entonces se habían celebrado ya una veintena de elecciones a Cortes y, por tanto, contaban con muy amplia experiencia de lo que se venía haciendo.


    Las urnas eran solo una parte de la lucha electoral, porque antes y después de ellas se libraban muchas otras batallas. Y no menos importantes para el resultado final de esa lucha, el escaño. Por ello, basta adentrarse con cierto detalle en esta ley, en la que se recogían hasta una treintena de casuísticas, para constatar las que fueron habituales prácticas fraudulentas.


    CENSOS Y MESAS


    La confección del censo electoral ocupa varios epígrafes de esa ley sancionadora, haciendo hincapié en quienes, bien directamente o bien coadyuvando a ello, falsificasen documentos de actividad o renta para ser incluidos como electores y en “los funcionarios públicos que con malicia hicieren inclusiones o exclusiones indebidas”. Lo de la malicia, por cierto, no quedaba especificado en qué consistía, con lo que difícilmente podría probarse a los infractores culpabilidad alguna. Desde el presente pueden parecer cuestiones me­­nores esas inclusiones y exclusiones en el censo. ¿Qué más dan, para unos resultados generales, unos cuantos electores de más o de menos? Sin embargo, dado su exiguo número entonces, menos de trescientos cincuenta en cada distrito, unos pocos votos resultaban decisivos cuando se trataba de una elección competida.


    Esta elaboración del censo electoral, hasta que con la ley de Maura de 1907 pasó a ser competencia del Instituto Geográfico y Estadístico, corrió a cargo bien de las diputaciones y ayuntamientos, en general con los progresistas, bien, con los moderados, de los gobernadores civiles. Ni que decir tiene que poder participar en la “fabricación” del censo conllevaba aumentar muy notablemente, de forma especial en el largo tiempo del sufragio censitario, las posibilidades de que resultaran electos aquellos que sus elaboradores deseaban. La primera de las batallas por el escaño se daba, pues, en el momento inicial de la realización del censo, de ahí que dominar ayuntamientos, diputaciones provinciales y gobiernos civiles resultase clave.


    Como clave era, posteriormente, adueñarse de las mesas electorales. Primero se constituían unas mesas interinas cuyo único cometido era el de proceder a la elección de los componentes de las que serían las mesas definitivas. Cada mesa interina, o provisional, estaba presidida por los alcaldes de los pueblos en los que fuese a celebrarse la elección de diputados. Al ser tan escaso el volumen de electores y tan abundante el número de pueblos de cada distrito, únicamen­­te dos o tres de sus localidades eran designadas sedes en las que votar. Hasta ellas tenían que desplazarse los días de votación —generalmente se establecían tres días para hacerlo— los electores de los distintos pueblos.


    La designación de esas localidades debía de hacerse, según la ley, “a comodidad de los electores”, atendiendo por tanto a razones geográficas y demográficas, pero, como a quien correspondía la designación era al Gobierno, fue frecuente que los gobernadores civiles utilizaran esta herramienta para favorecer a los candidatos de su preferencia. No era lo mismo, obviamente, que buena parte de los electores tuviesen que desplazarse hasta un municipio con alcalde y ayuntamiento adictos a los deseos del Gobierno que a otro en el que fuesen díscolos; de ahí que los gobernadores variasen en ocasiones, a su conveniencia e interés, los pueblos en los que ejercer la votación11.


    Designadas localidades y locales donde votar, aquellos electores que, según la ley de 1837, “durante la primera hora íntegra” estuviesen en el local de votación elegirían “un presidente y cuatro secretarios escrutadores de entre los allí presentes”, pasando estos a constituir la mesa electoral definitiva. Tratar de llenar el local de adictos antes de que comenzase la votación e impedir la entrada de los contrarios se convirtió en un hecho harto repetido sin que, por supuesto, faltasen trifulcas, enfrentamientos y peleas a la hora de acceder.


    Argumentando ese motivo, los moderados cambiaron el procedimiento en la ley de 1846: la mesa interina dejaba de ser elegida por los electores más madrugadores y pendencieros y pasaba a estar formada, además de por el alcalde del municipio donde se constituía, por “los dos más ancianos y los dos más jóvenes de entre los presentes” al iniciarse la jornada de votación. Esta mesa interina procedía a que los electores eligiesen —hasta las doce de la mañana— los cuatros individuos que, junto con el alcalde que actuaba de presidente, conformaban la mesa electoral definitiva.
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    Los alcaldes de los municipios en los que votar se convirtieron en elementos fundamentales, pues pasaron a ser presidentes de las mesas e incluso, para la elección de la definitiva, los únicos que podían ver las papeletas emitidas. No siempre los nombres leídos por ellos debieron de corresponderse con los escritos en las papeletas. De ahí que, hasta para un asunto solo en apariencia menor como era el nombramiento de la mesa de edad interina, la ley sancionadora a la que nos venimos refiriendo estableciera penas de “arresto mayor, suspensión y multa de 10 a 100 duros” a aquellos presidentes que “maliciosamente dejen de nombrar secretarios para las mesas interinas a los individuos de mayor o menor edad”. Tampoco quedaba definido en qué consistía lo esencial para la sanción: cuándo esa actuación era “maliciosa” y cuándo no.


    Cabe concluir que hacerse con la mesa electoral era fundamental, porque ganarla equivalía a tener mucho adelantado ya de la elección. No es extraño que en esta batalla por la mesa no pocos gobernadores ni pocos alcaldes terminaran siendo consumados expertos, máxime por cuanto en lo sustantivo no varió apenas esta legislación.


    LA AMENAZANTE SOMBRA DEL GOBERNADOR


    Además de las batallas por la elaboración del censo y por la conquista de las mesas, había otras varias que ampliaban el muestrario de corruptelas. Unas, previamente a las elecciones, durante el periodo que mediaba desde la convocatoria hasta la fecha electoral; otras a lo largo de las votaciones y otras a posteriori, tras su celebración.


    Entre las primeras cabe destacar la promoción maliciosa “por funcionarios públicos de expedientes gubernativos de atrasos de cuentas, montes o cualquier otro ramo de la Administración”. En este caso, a diferencia de otros, sí se aclaraba lo que se entendía por actuación maliciosa: la que se llevaba a cabo entre la convocatoria de elecciones y su realización.


    Esos expedientes gubernativos, o la simple amenaza de ellos, fueron antes de esta ley sancionadora, y también posteriormente y a lo largo de toda la Restauración, una espada de Damocles sobre los alcaldes y los pueblos díscolos, como también lo fueron los tasadores de montes de cuyo peritaje nada neutro, especialmente en épocas electorales, dependía que un monte fuese, o no, declarado desamortizable y puesto a la venta. Tan temidos como los recaudadores de impuestos fueron en los pueblos durante la segunda mitad del XIX estos tasadores, dada la importancia que el monte comunal tenía para las economías de todas las familias, pues no en vano la fuente de energía era la leña. Y no es lo mismo, obviamente, poder disponer gratuitamente de ella que tener que comprarla. Tras la ley desamortizadora de bienes comunales de Pascual Madoz en 1855, se acostumbró a aparejar toda elección reñida en un distrito con los tasadores de montes recorriendo sus pueblos. El compromiso del voto al candidato gubernamental era casi una garantía, al menos hasta las siguientes elecciones, de que el monte de ese pueblo siguiera siendo comunal; la falta de ese compromiso, o su rechazo a hacerlo, condenaba a carrascales, robledos y quejigales a la venta y la privatización.


    La suspensión de alcaldes, concejales y secretarios de ayuntamiento fue otra de las medidas habituales en tiempo electoral y, aunque esta ley establecía sanciones para los gobernadores que lo hiciesen, lo siguieron haciendo. Por poner un ejemplo: al acceder Antonio Maura por vez primera al ministerio de la Gobernación en 1902, tuvo la pretensión, según su hagiógrafo Javier Martínez de Bedoya, de que las elecciones fueran limpias. A tal efecto ordenó a sus gobernadores civiles que actuaran con neutralidad, provocando en los círculos políticos una auténtica tempestad de críticas por lo que tenía de rompedor con la costumbre. Se remontaba Bedoya a la actuación de anteriores ministros de Gobernación e in­­dicaba:


    El Sr. Romero Robledo decía “allá voy”, y se llevaba por delante a medio mundo. D. Venancio González tenía necesidad de salvar a sus amigos y pasaba a cuchillo franca y gallardamente a sus adversarios. El propio Sr. Silvela prestóse varias veces, ya desde Gobernación, ya desde Gracia y Justicia, a aquella política selvática; destituyó alcaldes, sustituyó ayuntamientos, hizo viajar Audiencias enteras y él, como sus maestros, halló la mejor disculpa en el arranque al aire libre, en la valentía a cara descubierta.


    Al aire libre y a cara descubierta o con el rostro embozado y en el ambiente viciado del ministerio de Gobernación y de sus representantes en las provincias —los gobernadores civiles—, lo cierto es que los ayuntamientos nunca dejaron de sentir la amenaza de los expedientes, las sanciones y la suspensión. De forma caricaturesca lo seguía plasmando, a la altura ya de 1920, Carlos Arniches en su obra teatral Los caciques.


    ANTE LAS URNAS


    El mayor número de apartados de la ley que comentamos hace referencia al día de la elección. La variedad de corrup­­telas que, con objeto de sancionarlas, se relatan es muy amplia. Entre ellas las de los funcionarios públicos que obligasen a un elector a dar su voto “recomendando con promesas o amenazas a sujetos determinados, designándolos como los únicos que deben ser elegidos” o “conduciendo por medio de agentes públicos de la autoridad a los electores para que emitan su voto”. La misma sanción —“pena de arresto mayor, inhabilitación perpetua especial para el cargo respectivo y multa de 20 a 100 duros”—, por condicionar el voto con los modos antedichos, se les imponía también a los funcionarios públicos si trataban de evitar que se emitiera “haciendo salir de su domicilio o permanecer fuera de él, aunque sea con motivo del servicio público a un elector en los días de elecciones o impidiéndole con cualquiera otra vejación el ejercicio de su derecho electoral”.


    Algo menor —“arresto, suspensión y multa de 10 a 100 duros”— era la pena impuesta a “la autoridad que obligue a sus dependientes a que hagan a los electores recomendación en favor de determinados candidatos” y a quien “obligue a comparecer ante sí a electores o funcionarios dependientes de su autoridad con el mismo objeto”. Idéntica sanción recaería en los presidentes de mesas electorales que “a sabiendas y con manifiesta mala fe alteren la hora en la que deban comenzar o concluir las votaciones”. Lo de “la mala fe” volvía a quedar al albur de libres interpretaciones.


    No solo, obviamente, autoridades y funcionarios pú­­blicos eran causantes y reos de “delitos electorales”. También candidatos, electores y todas aquellas personas que, aun sin tener derecho al voto, pretendían o bien ejercerlo o bien coaccionar indebidamente a quienes podían emitirlo. Quedaban suspendidos de derecho electoral, con pena de arresto mayor y multa de 10 a 100 duros, “el que vote dos veces en una elección o tome el nombre de otro para votar, o teniendo el mismo nombre vote a sabiendas de que no es la persona comprendida en las listas” y quien “con el propósito de ser nombrado secretario escrutador interino faltare a la verdad suponiendo distinta edad de la que tiene”.


    Inhabilitación temporal, pena de arresto mayor o prisión condicional y multas se imponían a quienes “con dicterios, amenazas, cencerradas o cualquier otro género de demostración intenten coartar la libertad de los electores” y a aquellos que “valiéndose de persona reputada como criminal solicitaren por su conducto a algún elector para obtener sus votos en favor de candidato determinado y el que se prestare a hacer la intimidación”. Mayor multa, de 100 a 1000 duros, se establecía para quienes “indujeran con dádivas a los electores a votar en favor suyo o de otro y al elector que las hubiere aceptado”.


    Para el experimentado legislador no acababan las triquiñuelas delictivas una vez depositadas las papeletas en las urnas. No se decía nada sobre recuentos fraudulentos, y hubo numerosas acusaciones de haberlos, pero sí se sancionaba la no consignación en el acta, por parte de presidentes y secretarios escrutadores de las mesas electorales, de “las dudas y reclamaciones que se presenten y cualquier protesta promovida”. Incluso, efectuado el recuento, el nom­­bre que figurase en el acta como diputado electo podía no coincidir con el del que había obtenido más votos. Y así pasaba a sancionarse con pena de arresto mayor, suspensión y multa de 10 a 100 duros a “los que maliciosamente dejen de proclamar al diputado elegido según la ley, o indebidamen­­te proclamen a otro”. Tampoco en este caso se especificaba qué líneas separaban el error fruto de la ingenuidad o la im­­pericia del de la malicia.


    Hemos querido extendernos en la transcripción de artículos de esta ley sancionadora porque, como comentá­­bamos, no era fruto de la imaginación del legislador puesta a suponer casos que pudieran darse, sino que plasmaba realidades sumamente repetidas hasta entonces y que pro­­fusamente se siguieron reproduciendo a lo largo de todo el siglo XIX y primeras décadas del XX. Lo significativo, es preciso incidir en ello, es que cuando se establecieron estas sanciones estaba vigente el sufragio censitario y, por tanto, no eran personas analfabetas y desharrapadas las cau­­santes ni las pacientes de la corrupción político-electoral, sino lo más destacado, el selecto 1%, de la propiedad y de la cultura.


    Significativo, asimismo, es que el ministro de la Gobernación que dictó esta ley fuese Antonio Cánovas del Castillo, hombre fundamental en el posterior establecimiento de un sistema, el de la Restauración, cimentado en la corrupción electoral como base imprescindible del turnismo en el poder llevado a cabo por su partido, el Liberal Conservador, y el de Sagasta, el Liberal Fusionista. Por ello, que Cánovas se opusiese al sufragio universal masculino utilizando entre sus argumentos que sería fuente de manipulación y caciquismo de la “muchedumbre indocta, miserable y mendiga” (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 10 de febrero de 1888) no deja de resultar paradójico y de entrañar un alto grado de cinismo.
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    Como otras leyes que calcaron prácticamente sus preceptos, esta ley sancionadora no fue otra cosa que un brindis al sol. De haber sido efectiva, de haber tenido voluntad de que lo fuera, no es solo que las elecciones se hubiesen desarrollado de forma mucho más “limpia”, sino que bastantes funcionarios públicos hubieran pasado, dadas las penas, a la situación de cesantes, y que el erario público, frecuentemente en situación crítica, hubiese paliado algo, dadas las multas, su depauperada situación. En los gobernantes y en la conciencia colectiva, tanto con sufragio censitario como con sufragio universal masculino, estaba impregnada, a fuerza de verla cotidianamente practicada, la máxima de que “la ley rige para el enemigo y para el amigo el favor”.


    LA ININTERRUMPIDA MARCHA
 DE LA CORRUPCIÓN ELECTORAL


    Variaron parcialmente a lo largo del tiempo, claro está, algunos modos y maneras, y también las intensidades. Por ejemplo, tras la aprobación del sufragio universal masculino se incrementó la compra “directa” de votos, al tiempo que, al haber muchos más votantes, la “ley del mercado” los abarató. Sin embargo, lo sustantivo —la coacción y el fraude— mantuvo su raíz y prolongó su tronco.


    Basta analizar con cierta profundidad un distrito en el que la elección fuese competida, un distrito cualquiera en cualquiera de la cincuentena de elecciones habidas hasta 1923, para constatar la práctica de todas las ilegalidades, y algunas otras más, mencionadas. Podría caerse en el error —se ha hecho con frecuencia— de considerar que aquellos distritos en los que, en determinadas elecciones, no se produjeron alteraciones fraudulentas como las mencionadas, estaban limpios de caciquismo. Nada más lejos de la realidad. Se trata simplemente de que no existió competitividad; esto es, de que en esos distritos y en unas elecciones concretas la desigualdad de fuerzas entre los candidatos era abismal, no siendo necesario por ello recurrir a estos medios. Los esfuerzos, incluidos los que llevan a incumplir la ley, se hacen si la necesidad los requiere. Si no, ¿para qué malgastarlos?


    Lo fundamental es analizar las trayectorias largas en el tiempo, porque en no pocos casos esos distritos a los que algunos historiadores califican de “limpios” por lo acontecido en determinadas elecciones puntuales, con anterioridad no solo se había recurrido en ellos a los métodos fraudulentos, sino que se había hecho de tal manera, y con un éxito tan absoluto, que se había lapidado la competencia para el futuro. Si jocosamente se ha atribuido al general Narváez la frase, contestando a su confesor en vísperas de su muerte, de la imposibilidad de perdonar a sus enemigos porque, al haber fusilado a todos, no los tenía, a bastantes diputados podría atribuírseles, menos jocosamente y eliminando lo del fusilamiento, el mismo dicho.


    Convendrá indicar, sin embargo, que ni España ni ese tiempo eran ocasionales islotes de corrupción electoral anclados en amplios mares de aguas limpias. Bastantes paralelismos con las corrupciones descritas podemos encontrar ya en la antigua Grecia y en la vieja Roma. Los investigadores que se han ocupado de este tema destacan frecuentes manipulaciones del censo, sobornos, coacciones y alteraciones de resultados e inciden en que las disposiciones sancionadoras establecidas no consiguieron ponerles coto.


    Parecidas denuncias, asimismo, se hacían en la España del Antiguo Régimen no solo para las elecciones de los representantes en Cortes sino incluso, por ejemplo, para la elección del procurador síndico general de la Universidad de la Tierra de Soria —la ciudad y sus ciento cincuenta pueblos y de especiales y contadores de sus cinco sexmos—. Reinando Carlos IV, en 1802 y vigente por tanto el Antiguo Régimen, se exponía:


    […] que se valían los alcaldes y poderosos de los pueblos de los arbitrios de celebrar sus juntas y concejos particulares en las ocasiones en que conocían que solo podían asistir a ellas aquellos vecinos que, por algún respeto o miramiento, habían de seguir necesariamente su voluntad, escogiendo para ello las horas más intempestivas de la noche como se ha notado alguna vez. También ocurría que en algunas juntas particulares de los pueblos no se hacía nombramiento alguno y solo se enviaba testimonio con el nombre del electo que debía asistir a la Junta General en blanco, para que viendo en ella el que tenía mayor partido, votase a su favor.


    Esta queja al Consejo Real había motivado que este estableciese medidas tendentes a remediar esos abusos; sin embargo, de nada debieron de servir porque, según se seguía denunciando,


    […] como la malicia de los hombres no sabe contenerse en límites algunos, ni pueden tomarse de una vez todas las sendas por donde se encamina hacia el logro de sus fines, ha sabido hallar otros medios más perniciosos para eludir los deseos de la Comunidad […] En las referidas Juntas apenas comparecerá uno u otro vecino que no se haya sobornado, sugerido y tal vez conminado por los pretendientes a estos empleos que, como son los más pudientes de los pueblos, anhelan hacerse dueños de ellos a cualesquiera costa. Su descaro ha pasado tan adelante que se presentan públicamente de día y de noche en los pueblos, captando votos y atrayéndose a los vecinos, a unos con ofertas, a otros con dádivas efectivas y a los más necesitados con la amenaza de apremiarles al pago de los atrasos que siempre suelen oprimirlos. En suma, se puede asegurar sin exageración que estas maniobras de los pretendientes y de algunos poderosos que los apadrinan tienen tan encadenadas las voluntades de los pueblos y sus vecinos que la utilidad pública y el bien común no merecen la menor consideración en las referidas Juntas. De todo resulta que muchas veces sean elegidos los menos idóneos para estos empleos, con notable detrimento de la tierra.


    Difícilmente encontraremos en líneas tan concisas co­­mo estas una tan precisa caracterización de la base y de la esencia del caciquismo: el distinto poder económico, de presión y de influencia de unos y de otros. Si artimañas como las descritas se utilizaban para obtener los escasos puestos electivos habidos en el Antiguo Régimen, cuando la importancia de la representación fue multiplicándose con el desarrollo del liberalismo también se multiplicaron, claro está, las presiones, coacciones y medios fraudulentos.


    Medios que, como decíamos, no eran islotes ni en el tiempo ni tampoco en el espacio español. En Francia, el destacado teórico y político Alexis de Tocqueville, por citar un solo ejemplo, narraba en Souvenirs cómo en la Francia de los años treinta, ante una elección en la que él era candidato, los electores de su pueblo, dado que, como en España, tenían que desplazarse a otro para votar, se conjuraron para ir todos juntos y no separarse hasta terminar la votación por el temor, generado por las experiencias pasadas, de ser encerrados en alguna casa para impedirles ejercer su voto.


    En Inglaterra, y por citar otro ejemplo de la época, el afamado escritor Charles Dickens, en el primer tomo de su novela Los papeles póstumos del Club Pickwick (1836), daba cuenta, con acentuados tintes de ironía, de una elección de diputado, en el imaginario distrito de Eatansvill, en la que se emborrachaba a los electores contrarios y hasta se hacía caer al río el carruaje que los transportaba desde otros pueblos.


    No otra cosa —diferencias de ironías, de estilos y de episodios chungos aparte— describían en sus obras los costumbristas de la época isabelina Mariano José de Larra, Serafín Estébanez Calderón o Antonio Flores y posteriormente, ya durante la Restauración, Pío Baroja en César o nada (1910) y Las horas solitarias (1918); Benito Pérez Galdós en El caballero encantado (1909) o, entre otros muchos y con mayor acritud, Felipe Trigo en Jarrapellejos (1914). Y lo mismo quedaba recogido en numerosos periódicos de la época y, en ocasiones, de forma más o menos explícita, en las propias actas electorales.


    Aunque no sea este el lugar para extendernos en comparaciones con lo acontecido en otros países, sí queremos indicar que lo que en mayor medida distingue al caso español no son ni los métodos concretos ni, quizás, la intensidad de su aplicación en la particularidad de cada distrito, sino el he­­cho de que la acción gubernamental determinó que el partido que convocaba las elecciones las ganara siempre, y que ello quedase normalizado e institucionalizado a raíz del pacto entre los dos partidos mayoritarios que, desde 1881 y durante más de cuarenta años, decidieron alternarse en el poder. La corrupción y el fraude electoral se convirtieron así no en anécdotas esporádicas ni en aisladas excrecencias del sistema, sino en su esencia, en su raíz de ser.


    Desde la perspectiva del presente es muy posible que algunas de esas formas bufas del pasado —adulteraciones de censos, compras de votos, votos de muertos, conducción de electores por agentes, violencias de lo que se llamó las “partidas de la porra” y un largo etcétera—, nos hagan sonreír primero y concluir después que esas son cosas del pasado y de una población tan analfabeta como mísera. Convendrá, por una parte, volver a recordar que cuando únicamente tuvieron voto los grandes propietarios y los más cultos también se dieron estos hechos y, por otra, que realidades socioeconómicas, comunicativas, etc., y de leyes electorales diferentes, comportan también formas y métodos distintos.


    Difícilmente algún candidato trataría hoy de comprar votos mediante el pago en metálico a los electores, pero no porque nuestros valores éticos sean superiores. No es cuestión de ética, pues eso queda en el almario personal de cada uno, sino de que no tendría efectividad, con el sistema proporcional, dado el elevado número de electores y de candidatos en cada circunscripción. Resulta mucho más rentable, también electoralmente, disponer, por ejemplo, de medios de comunicación, participar de la propiedad de esos medios o bien condicionar sus opiniones mediante los pagos de publicidad y compensaciones varias. Como también resulta mucho más rentable electoralmente la inversión de dinero en las campañas de propaganda —demostraciones de influencia y de poder—, aunque en este caso no haya sido infre­­cuente la infracción de las leyes vigentes a la hora de financiarlas y de obtener el dinero para ello.


    No quiere decir todo esto que el caciquismo sea una línea plana, permanente e invariable a lo largo de los tiempos. Lo que sí quiere es poner de manifiesto que, en la conceptualización que le hemos dado de relaciones de poder entre diferentes y de llevar a la vida política lo que en la vida diaria es práctica y norma, varía y muta, adaptándose a cada tiempo y realidad concreta. Sus modos más burdos son, lógicamente, los más visibles, los más llamativos y los que dan mayor lugar, en cualquier época, a actitudes esperpénticas, al tiempo que los más sutiles, los más difíciles de percibir, son, por su importancia, los que más calan y los que terminan siendo más decisivos.
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    En una hipotética historia del mañana, cuando muchas realidades y leyes hayan cambiado, es muy probable que no falten quienes, al analizar las prácticas electorales de nuestro presente sonrían conmiserativamente y se planteen quizás lo mismo que nosotros habituamos a plantearnos respecto a quienes nos precedieron: ¿cómo eran capaces de hacer estas cosas? Por ello, no se trata de juzgar desde nuestro presente, que de nada sirve, sino simplemente de intentar entender y explicarnos los porqués y el cómo en cada tiempo y en cada realidad concreta.


  




  

    Capítulo 4


    CALEIDOSCOPIO CACIQUIL


    Comentadas las leyes electorales y esbozados algunos de los medios para suplantarlas, trataremos ahora de acercarnos a formas de caciquismo y a rostros de caciques; especialmente, a los “primates” del caciquismo.


    Lo primero a tener en cuenta es que estamos tratando una cincuentena larga de elecciones y, a lo largo de ellas, más de quince mil casuísticas entre distritos y circunscripciones. Sería por ello vanamente pretencioso comparar ese nuestro propósito de acercamiento con la tarea de quien trata de recomponer un puzle. Cierto es que en todo puzle hay muchas pequeñas piezas cuyo sentido solo se termina alcanzando cuando se entrelazan correctamente y que aquí sucede lo mismo; pero la gran diferencia estriba en que al completar un puzle podemos averiguar si lo hemos hecho correctamente, cosa que no sucede al tratar de recomponer la historia, pues carecemos de la figura original sobre la que superponer, para comprobar si es correcto, lo reconstruido por nosotros.


    Nuestra labor se asemeja, más modesta pero no menos afanosamente, a la de aquellas viejas costureras que trataban de componer con trapos de viejas vestimentas —uno de acá y otro de allá— un vestido nuevo. Si la abundancia y el estado de los materiales era, cómo no, importante, la utilidad, compostura y gracia del vestido nuevo dependía sobre todo de la habilidad y del gusto de la costurera al fabricarlo.


    No faltan desde luego materiales para poner rostros al caciquismo político y electoral, por lo que el problema no es de escasez sino de sobreabundancia. Mas, siguiendo con la metáfora de la costurera, de lo que se trata, como en su caso, no es de utilizar todo aquello de lo que uno puede disponer, dadas además las numerosas investigaciones que se han realizado, sino de intentar organizar con cierta donosura marcos generalizados que incluyan multiplicidad de casuísticas repetidas. Y de la misma manera que a un vestido hecho de retales no es cada retal suelto el que le da sentido y forma, tampoco en nuestro caso es cada elemento aislado el que permite recomponer ni la praxis ni el rostro social del caciquismo.


    Cada uno de los epígrafes que vamos a desarrollar no es excluyente de los otros; en no pocos casos, por el contrario, son complementarios y por ello alcanzan mayor sentido en la medida en la que cada lector sea capaz de interrelacionarlos. Por otra parte, con más de quince mil casuísticas —cada distrito y cada circunscripción son micromundos de particularidades— es obvio que muchas de ellas ni siquiera serán esbozadas y, asimismo, que la mayoría de sus protagonistas tampoco quedarán mencionados. Sería, por imposible, quimérica pretensión. El deseo no es el de tratar de recoger ni todas las casuísticas de prácticas caciquiles ni a todos aquellos que pusieron sus posaderas en los bancos del Parlamento. Desechando pues, como la costurera, muchos retales, nuestra esperanza es, simplemente, que los utilizados sirvan para componer un vestido utilizable e incluso airoso.


    ‘MI GENERAL, HÁGAME DIPUTADO,
 QUE MINISTRO YA ME HARÉ YO’


    Esto cuentan que dijo Antonio Cánovas del Castillo al general Leopoldo O´Donnell mediados los años cincuenta del siglo XIX. Por aquel entonces Cánovas era un joven escritor y abogado, integrado políticamente en una tendencia a caballo entre moderados y progresistas, la Unión Liberal, que terminaría siendo liderada, como esos otros dos partidos, por un general, en este caso el citado O´Donnell.


    Nacido en Málaga en 1828, hijo de un maestro del que a los 15 años quedó huérfano, Cánovas se trasladó a Madrid bajo el amparo de un tío materno, el escritor costumbrista —Escenas andaluzas— Serafín Estébanez Calderón. “El Solitario”, pseudónimo con el que Estébanez firmaba sus escritos, había sido cuatro veces diputado en las filas del moderantismo, desde 1853 tenía el cargo de senador vitalicio y era, por otra parte, cuñado del banquero —en algún momento la mayor fortuna de España— José de Salamanca. Fueron estos contactos los que introdujeron al joven Cánovas en los ambientes periodísticos, políticos y financieros madrileños. Su colaboración en el periódico La Patria, dirigido por el influyente expresidente del Gobierno y líder de la llamada “facción puritana” del Partido Moderado, Joaquín Francisco Pacheco, lo acercó aún más a los hombres que terminarían conformando la base dirigente del nuevo partido, Unión Liberal.


    El entonces joven meritorio, afanado estudioso de la Historia de España, brillante con la pluma y hábil en las entretelas de los círculos políticos y mediáticos, fue el encargado, como secretario particular del propio O´Donnell, de redactar un manifiesto tras la ni triunfante ni fracasada sublevación de Vicálvaro contra el gobierno moderado y extremadamente corrupto de Luis Sartorius, el primer conde de San Luis.


    Dicho manifiesto —“Manifiesto del Manzanares”—, con concesiones a progresistas y demócratas, aglutinó la oposición al Gobierno y generó las movilizaciones populares que terminaron significando el triunfo de la Vicalvarada. Aquella Revolución de 1854 llevó al Gobierno a dos antiguos rivales, los generales Espartero y O´Donnell, el primero como presidente y el segundo como ministro de la Guerra. También formaba parte del nuevo gobierno de coalición de progresistas y unionistas otro de los mentores de Cánovas, el citado Juan Francisco Pacheco.
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    Lo efectivo que para el éxito de la Vicalvarada había resultado el “Manifiesto del Manzanares” catapultó al joven Cánovas en la valoración de los dirigentes políticos; pero una cosa son los dirigentes en Madrid y otra los votos en las provincias. Por ello, nada tiene de extraño que pudiera dirigirse a O´Donnell con el requerimiento con el que hemos titulado este epígrafe: “Mi general, hágame diputado, que ministro ya me haré yo”. Aunque en posterior carta remitida a su amigo Antonio María Fabié comentaba: “No estoy satisfecho; me he limitado a tomar el acta de diputado que me ofreció don Leopoldo”, sabía bien, buen conocedor ya de la historia y de la política, que para ser diputado por primera vez y a los 26 años necesitaba el apoyo de un protector. Nadie mejor que el ministro de la Guerra y hombre fuerte en el gobierno de Espartero, porque, al fin y al cabo, su tío nunca había tenido un distrito consolidado y propio y el banquero Salamanca, que también había sido diputado y ministro, había tenido que marchar al exilio a raíz precisamente de la Vicalvarada.


    Para ser diputado, decíamos, necesitaba un protector; para ser ministro le bastaban, debía de pensar, los méritos que él mismo iría acumulando. Las dos aspiraciones se cumplieron con creces. Cánovas fue diputado por su Málaga natal en aquellas elecciones de 1854 y, salvo un par de elecciones durante el Sexenio Democrático a las que no se presentó, ya no dejaría de serlo por distintas circunscripciones y distritos —diecisiete elecciones y cuarenta años— hasta que el anarquista Michele Angiolillo lo asesinó en el balneario guipuzcoano de Santa Águeda en 1897. También cumplió pronto lo de ser ministro, ya en 1864 de la Gobernación y en 1866, con O´Donnell, de Ultramar, llegando durante la Restauración a presidir el Gobierno nada menos que en seis ocasiones.


    Pero una cosa son las trayectorias, también en política, y otra los inicios. Las trayectorias se van labrando con el tiempo y en ellas acostumbran a contar mucho los méritos personales; los inicios, salvo que ya vinieran de suyo por herencia familiar de un distrito electoral, necesitaban de la ayuda de alguien políticamente poderoso, de alguno de aquellos a los que bien podríamos llamar “fabricantes de diputados”.


    Fabricantes de diputados, sí, porque todo aquel que aspirara a tener un elevado peso en la política no podía limitarse a obtener su acta y a ser un diputado sin más. Necesitaba fabricarse los suyos propios, los que le debieran el acta, y para ello tenía que disponer del poder necesario para hacerlo. En buena medida lo uno iba aparejado con lo otro: cuantos más diputados le debiesen el acta, más posibilidades tendría de seguir fabricando a otros y de incrementar así su influencia y poder. Lo de menos, llegados a ciertos niveles de la política, era el acta propia. Esa se daba por descontado. Alcanzar importancia, verdadera importancia, exigía fabricar diputados propios, porque cada partido, tanto en la época isabelina como durante el Sexenio y la Restauración, era un variopinto amasijo de individualidades cuyo peso específico, la fuerza de cada una de esas individualidades, radicaba en el número de diputados que le fuesen fieles.


    En cierta medida los partidos eran al Parlamento lo que las guerrillas, la lucha de partidas, a la guerra. Como ellas, no se trataba de grupos uniformes y cohesionados bajo un mando único e indiscutido, sino de una pléyade de “jefezuelos de familias políticas”, tan prestos a establecer alianzas entre sí como a romper relaciones y a entablar disputas y batallas. Desde los “esparteristas” de los años cuarenta del siglo XIX a los “romanonistas”, “gamacistas”, “datistas”, “garciaprietistas”, “mauristas”, “ciervistas” y un no corto etcétera de las primeras décadas del XX, la historia política y parlamentaria española es un continuum de “istas” cuya característica común es la de la deuda de su acta, al menos en los inicios políticos de cada uno, a un protector.


    En el conglomerado de “partidas” de diputados abundaron, sobre todo, nobles de cuna, abogados, periodistas y literatos de profesión, sin que faltaran tampoco, especialmente en la época isabelina y el Sexenio, generales. En este último caso no es solo que los de mayor nombradía, por encabezar pronunciamientos triunfantes y ejercer jefatura de partido, obtuvieran reiteradamente acta en el Congreso y/o en el Se­­nado, sino que resultaron decisivos, dado su poder, para que otros compañeros de armas y afinidad personal también la consiguieran. Por citar algunos ejemplos: Espartero fue diputado en cinco ocasiones, siempre con gobierno progresista y a veces presidido por él mismo; en una de ellas, en 1854, obtuvo el acta nada menos que por seis provincias —Cádiz, Ciudad Real, Logroño, Málaga, Murcia y Zaragoza—; Prim y Serrano lo fueron en nueve y acumulando varias actas12; Narváez, en tres; O´Donnell, Pavía y Martínez Campos solo en una, pero porque prefirieron ser pronto senadores vitalicios. Puesto este, el de senador vitalicio —de nombramiento regio—, que también terminaron ocupando los otros tres generales que hemos mencionado. De entre los más conocidos militares de la segunda mitad del siglo XIX el único que no fue diputado fue Valeriano Weyler, pero sí lo fueron sus tres hijos.


    A la hora de catapultar a familiares directos al Parlamento no fue Weyler, sin embargo, la excepción. Narváez “hizo” en 1853 senador vitalicio a su hermano José María; dos hijos de Serrano obtuvieron acta en tres legislaturas y uno de ellos, Leopoldo, fue también senador por Almería en otras tres; y, por remitirnos al caso quizás más llamativo, el general Arsenio Martínez Campos —el del pronunciamiento de Sagunto y de la Paz de Zanjón en Cuba—, además de tener a su hermano Miguel como senador vitalicio, vio a su hijo Ramón siete veces en el Congreso, seis por el distrito leridano de Seo de Urgel y una por Puerto Rico; a su nieto Arsenio tres, por Daimiel, y a su yerno, José San Miguel de la Gándara, marqués de Cayo del Rey, tres en el Congreso —por Toro (Zamora), Santa Clara (Cuba) y Tremp (Lérida)— y otras tres en el Senado, por la provincia de Soria.


    No se limitaron, sin embargo, a hacer diputados y senadores a familiares. Los compañeros de armas y de afinidad política también merecieron su apoyo para llegar al Congreso o al Senado. Así, por citar un ejemplo, la mayoría del grupo de los “Ayacuchos”, apelativo despectivo con que el que sus adversarios denominaron a la camarilla de generales que apoyaba a Espartero durante su Regencia13, fueron diputados y/o senadores: José Ramón Rodil, Antonio Seoane, Francisco Linage, Andrés García Camba, Antonio Van-Halen, Jerónimo Valdés, Valentín Ferraz, Facundo Infante…


    Mas no fueron solo los generales, ni siquiera especialmente, quienes fabricaron diputados y senadores. A ellos, al fin y al cabo, la fuerza política se la daban, en primer lugar, las armas. A los políticos civiles, carentes de ellas, el poder personal les venía derivado, como decíamos, de su capacidad para fabricarlos. El puesto más privilegiado para hacerlo fue el ministerio de la Gobernación, pues de él dependían los gobernadores civiles y de estos, como vimos, una parte importante de los resultados electorales. No es extraño por ello que muchos de quienes se crearon su grupo de diputados fieles hubiesen ejercido en algún momento dicho cargo.


    Ministros de la Gobernación fueron durante la época isabelina, entre otros, Luis Sartorius, Luis González Bravo, Pedro José Pidal, Antonio de los Ríos Rosas, Antonio Cánovas del Castillo y José Posada Herrera. Y a lo largo de la Restauración Francisco Romero Robledo, Francisco Silvela y su hijo Luis, Segismundo Moret, Eduardo Dato, Antonio Maura, José Sánchez Guerra, Manuel García Prieto, Álvaro de Figueroa y Torres, conde de Romanones, Juan de la Cierva Peñafiel, Santiago Alba, Gabino Bugallal… Por ello, en el Parlamento hubo, claro está, “robledistas”, silvelistas”, “moretistas”, “datistas”, “mauristas”, “sánchezguerristas”, “garcíaprietistas” “romanonistas”, “ciervistas”, “albistas”, “bugallalistas”… La mayoría de los ministros citados repitieron en ese cargo —Moret hasta seis veces—, mientras que Romero Robledo fue el que más tiempo lo ocupó, sumando siete años en tres ocasiones diferentes.


    EL GRAN ELECTOR: POSADA HERRERA Y ROMERO ROBLEDO


    Fue precisamente Francisco Romero Robledo quien “heredó” el apelativo que ya se había dado en los círculos políticos y mediáticos a otro ministro de la Gobernación, José Posada Herrera: el “Gran Elector”. Aludía este calificativo a su extraordinaria capacidad para maniobrar desde el ministerio, y a sus escasos escrúpulos para hacerlo, a fin de que los resultados fueran acordes con los deseos del Gobierno y con los suyos propios.


    Posada Herrera, un reputado jurista cuyas Lecciones de administración han sido consideradas bases del Derecho Público español, añadió nuevos renglones a la normalización de la “legalidad” de la corrupción electoral ejercida desde antiguo por los gobiernos. Si antecesores suyos en el cargo recomendaban a los gobernadores “dirigir su voz a sus administrados, ilustrando su corazón en el uso del preciosísimo derecho de elegir” (1837), Posada reforzaba la necesidad del “influjo” del Gobierno: “V. S. órgano y agente principal del Gobierno en esa provincia —escribirá Posada en circular remitida a sus gobernadores civiles en 1858— ni puede ni debe tampoco renunciar a ejercer en las elecciones el influjo legal que su posición le permite”. Ese mismo camino anduvo, alargando las zancadas, Romero Robledo.


    Si Posada pensaba, al menos durante su largo ejercicio de ministro de la Gobernación con el gobierno de O´Donnell, que “los ministerios no debían ser parlamentarios, sino los parlamentos ministeriales” —esto es, hechos a la medida del gobierno existente—, no otra cosa creería, años más tarde, Romero Robledo. Así, ante el temor de Alfonso XII por si en las primeras elecciones de la Restauración habría bastantes diputados republicanos, le aseguraba: “Prometo a V. M. que no vendrá ninguno”. Poco le faltó para cumplir del todo su palabra. Un solo republicano obtuvo escaño: Emilio Castelar, por la circunscripción de Barcelona capital, mientras que trescientos treinta y tres diputados de los trescientos noventa y uno con que contaba el Congreso fueron de la mayoría gubernamental conservadora.
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    Con menor solemnidad, pero con abundante humor, respondía Ramón de Campoamor y Campoosorio cuando le preguntaban, según cuenta Valle-Inclán, por qué distrito era diputado: “¿Yo?, por Romero Robledo”. Y no andaba descaminado el autor de Doloras, humoradas y pequeños poemas, dado que, aunque obtuvo el acta nada menos que diez veces, lo hizo por distritos de siete provincias diferentes, es decir, al albur de donde lo colocaban sus protectores políticos. Gran apego debía de tenerle Romero Robledo, ya que en 1879 le cedió nada menos que su propio distrito, el de Antequera. Su distrito, sí, pues, como escribía Vital Aza, “los geógrafos dicen que Antequera pertenece a Málaga. No es cierto. A quien pertenece es a D. Francisco Romero Robledo”.


    Entre ese “Gran Elector” de la época isabelina —Posada Herrera— y el de la primera etapa de la Restauración —Romero Robledo— hay paralelismos que van más allá de sus actuaciones electorales desde sus ministerios de la Gobernación. Asturiano de linaje y casado con una acaudalada santanderina, el primero; rico hacendado el segundo, y más tras su casamiento con la hija de una de las mayores fortunas de Cuba y de España, la del comerciante alavés y traficante de esclavos Julián de Zulueta; abogados ambos, de elocuente oratoria y hábil ironía, don de gentes y pragmáticos en política, o séase, con principios y fidelidades variables en función de la coyuntura.
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    Posada, nacido en Llanes en 1814, tras ser esparterista se convirtió en ariete de sus antiguos compañeros de tendencia, los progresistas, y en especial de Salustiano Olózaga; pasó después a las filas unionistas y con Cánovas, ya en la Restauración, a los conservadores, incorporándose posteriormente a los liberales de Sagasta. No acabó ahí su periplo, ya que, con el general Serrano, formó el ala izquierda de dicho partido llegando a presidir brevemente, de octubre de 1883 a enero de 1884, el Gobierno. No es extraño, dado lo dicho, que sus opiniones variasen con frecuencia. Por ejemplo, tras mantener una oposición rotunda al sufragio universal —“¿Qué derechos dais a los pobres con un artículo constitucional?”— trató de restablecerlo, para conseguir apoyos, cuando estuvo al frente del Gobierno.


    Tampoco faltaron giros de veleta en el ideario político de Romero Robledo. Diputado por su Antequera natal antes de tener la edad requerida para poder serlo, tras mostrarse partidario de Isabel II como miembro de la Unión Liberal pasó a combatirla y formó parte de la Junta Revolucionaria madrileña en septiembre de 1868; defensor primero de la candidatura al trono de Antonio de Orleans, duque de Montpensier, lo fue luego de la de Amadeo de Saboya, acudiendo a Italia para ofrecerle la Corona y no tardando en sentenciar, lapidariamente, con respecto al monarca: “es un idiota”. Unido en los inicios del Sexenio Democrático a Sagasta, enseguida, tras la proclamación de la Primera República, giró hacia Cánovas, trabajando para la vuelta de Alfonso XII y arrojando al olvido su anterior lema de “nunca más los Borbones”.


    Si la fidelidad a los monarcas no fue, como vemos, su seña de identidad, mucho menos lo fue a los que en cada momento ejercieron mayor liderazgo en la tendencia o partido al que se adscribía. Con su paisano Cánovas —tan diferentes en muchas cosas y tan próximos en otras— alternó temporadas de rosas y de cuchillos. Ministro fue con él, pero también le disputó la presidencia del Congreso de los Diputados y si no le ganó fue porque los liberales de Sagasta apoyaron a Cánovas. Incluso con otro malagueño, el general López Domínguez, huidizo del liderazgo de Sagasta, gestó la creación de un nuevo partido, el Liberal-Reformista. Su fracaso en las urnas les llevó a volver, como los guerrilleros tras las escaramuzas, a sus reductos originarios, o séase a Cánovas uno y a Sagasta el otro.


    Uno de los más críticos con las veleidades del “Pollo de Antequera”, apelativo con el que fue conocido Romero Robledo aludiendo “a su porte de Apolo” y a su peculiar desenfado, fue Francisco Silvela, cuña de la misma madera en la disputa por el liderazgo del Partido Conservador tras la muerte de Cánovas, quien le llegó a decir en el Congreso: “Su Señoría no es un discrepante ni un disidente, ni un factor de nuevo y desconocido Partido Conservador. Yo creo que Su Señoría es un enfermo”.


    Escaso miramiento el de su correligionario Silvela para quien fue nada menos que veintiún veces y cincuenta años diputado —Posada Herrera se quedó en diecisiete y en cuarenta años— y para quien tiene el récord de la intervención más larga en el Congreso español, con un discurso de seis horas y desde, con contrarréplicas, las dos de la tarde del 17 de noviembre de 1871 hasta las siete y cuarto de la mañana del día siguiente —ciento siete páginas ocupa en el Diario de Sesiones del Congreso—. Se trataba de una estratagema —filibusterismo en el argot político—, tan ducho era en hacerlas en el Parlamento como en las urnas, para que entretanto el general Malcampo consiguiera del rey Amadeo de Saboya el decreto de disolución de Cortes.


    En todo caso, y en lo que aquí más interesa, tanto a Posada Herrera, en los años cincuenta y sesenta sobre todo, como a Romero Robledo, en los setenta y los ochenta, debieron muchos diputados su acta, y el caciquismo, claro está, la intensificación de sus medios. Por cierto, ninguno de los dos tuvo hijos varones —Posada no tuvo descendencia y la de Romero Robledo fue de cinco hijas—, por lo que no pudieron pasarles el capital de influencia y relaciones políticas acumuladas.


    Aunque hemos hecho hincapié en estos dos ministros de la Gobernación como ejemplos paradigmáticos de fabricantes de diputados desde el Gobierno, ni fueron ellos ni ese ministerio los únicos en hacerlo. Destacar en política y en los partidos hegemónicos, como indicábamos, lo exigía. Entre bastantes otros, Germán Gamazo es un perfecto ejemplo de ello.


    GERMÁN GAMAZO, EL AUTOCRÁTA DE BOECILLO


    Nacido en Boecillo (Valladolid) en 1840 y de familia relativamente acomodada, Germán Gamazo Calvo se trasladó a Madrid para finalizar la carrera de Derecho, entrando al concluirla como pasante en el bufete del exministro Manuel Silvela, cuatro veces diputado por Ávila, senador también por dicha provincia y posteriormente senador vitalicio. Tanto Silvela, oriundo por vía paterna de Valladolid, aunque nacido en París, como otro castellano, el burgalés Manuel Alonso Martínez —doce veces diputado, con actas por distritos de Jaén, Lérida y, de forma continuada, por su patria chica de Castrojeriz, presidente del Congreso y varias veces ministro—, apadrinaron a Gamazo en sus inicios políticos, consiguiéndole su primer acta en 1871 por el distrito vallisoletano de Peñafiel.


    Aunque los caminos partidistas de Silvela y de Alonso Martínez, y por tanto los de su patrocinado, habían coincidido en la Unión Liberal, la desaparición de esta al iniciarse la Restauración les hizo divergir. Silvela siguió a Cánovas; Alonso Martínez a Sagasta. Gamazo, en esa bifurcación, optó por Alonso Martínez, constituyendo con él el ala derecha del Partido Liberal.


    Quien posteriormente sería definido por César Silió como “el hombre-tipo amasado con barro de Castilla” y en los mentideros políticos y populares de la época como el “autócrata de Boecillo” fue tejiendo una red clientelar en su Valladolid natal de la que da detallada cuenta la biografía que sobre él realizó Esther Calzada del Amo. Red que con el tiempo fue extendiendo, primero a otras provincias castellanas y, paulatinamente, a otras zonas de España, con la bandera del proteccionismo frente a la del liberalismo económico que enarbolaba otro destacado fabricante de diputados, el gallego Eugenio Montero Ríos, uno de los dirigentes del ala izquierda de su mismo partido.
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    Si Cánovas y su Partido Conservador no estuvieron libres, como hemos comentado, de pugnas internas entre los cabecillas de sus familias políticas y de pulsos de poder al líder, tampoco, y aún menos, Sagasta y su Partido Liberal-Fusionista. Uno de estos pulsos de disidencia provino de Gamazo tras tener que abandonar en 1898 el ministerio de Fomento. Ochenta y siete parlamentarios del Partido Liberal, más de un tercio del total de diputados de dicho partido en el Congreso, mostraron su apoyo al “autócrata de Boecillo” frente a Sagasta. No ganaron el envite, pero derribaron al Gobierno.


    Esta lista de parlamentarios fieles a Gamazo proporciona, lógicamente, una idea bastante fidedigna de las zonas y distritos en los que el gamacismo había logrado instalarse, al menos en esas elecciones del 98. Su mayor fuerza estaba, obviamente, en las provincias castellanas —con epicentro en Valladolid y Burgos, la “herencia”, acrecentada, de Alonso Martínez—, pero contaba también con importantes bastiones en Andalucía —Rodríguez de la Borbolla en Sevilla y Sánchez Guerra en Córdoba—; Baleares —con su cuñado Antonio Maura—; País Vasco —con los industriales Ramón Ibarra y Plácido Allende—; Santander, Cataluña y las Antillas —Cuba y Puerto Rico—, pues no en vano tanto Gamazo como Maura habían sido ministros de Ultramar.


    Ni Gamazo ni los suyos abandonaron el Partido Liberal, pero Sagasta y el ala izquierda del partido —Moret y Montero Ríos— no olvidaron la rebeldía gamacista. Su venganza tan solo tuvo que esperar a que la regente volviese a dar, tras el obligado turno con los conservadores, el poder de convocatoria de elecciones a Sagasta. En esas elecciones, los liberales, con Moret en el ministerio de la Gobernación, obtuvieron doscientos treinta y tres escaños, pero tres cuartas partes de quienes habían apoyado a Gamazo se quedaron sin acta. Resistieron, claro está, los más fuertes —los Gamazo, Maura, Rodríguez de la Borbolla, Sánchez Guerra…—, aquellos que tenían distrito propio al margen ya del apoyo o de la inquina del Gobierno. Es lo que sucede cuando el jefe del clan pierde la batalla: “la fábrica” reduce operarios y los más débiles se quedan en la calle.


    Unos meses después de estas elecciones de 1901 murió Gamazo. No faltó la disputa por la sucesión de su herencia política. Su cuñado, Antonio Maura, se impuso al vallisoletano Santiago Alba. Y con Maura la mayoría de los gamacistas no tardaron en pasar del Partido Liberal al Partido Conservador.


    Las cosas, en cuanto al turno y los resultados electorales de ambos partidos, no experimentaron apenas variaciones. Distritos que hasta entonces habían tenido la “L” de liberal pasaban a tener la “C” de conservador sin cambiar de diputado, al tiempo que algunos candidatos liberales tuvieron que buscar acomodo en otros distritos.


    Maura, por su parte, pasó a ser ministro de la Gobernación con el conservador Francisco Silvela, hermano del antiguo protector de Gamazo, llevando a cabo, en opinión generalizada, las elecciones más limpias de las hasta entonces celebradas. Estaba en plena expansión, tras el desastre del 98, un sentimiento regeneracionista del que participaban, al menos teóricamente, tanto Maura como Silvela. En todo caso, posiblemente es aplicable a esas elecciones de 1903 aquello que treinta años antes había contestado Sagasta a Amadeo de Saboya: “Serán todo lo limpias que pueden ser en España”.


    Gamazo había mejorado notablemente la herencia de su mentor Alonso Martínez; de elevarla a cotas más altas se encargó su cuñado, Antonio Maura. Con su giro al Partido Conservador y su pretensión, con tintes gatopardescos, de “revolución desde arriba”, presidió cinco veces el Consejo de Ministros. Tres de sus cuatro hijos varones fueron también diputados y uno de ellos, Miguel, ministro de la Gobernación en el primer Gobierno de la Segunda República.


    Aunque lo habitual, como es lógico, era que los mayores en edad fuesen fabricando diputados y creándose su prole política, también hubo algún caso raro en que sucedió al contrario; esto es, que los “hijos políticos” acogieran a los ancianos líderes y les facilitaran continuar siendo diputados. Tal el caso de Manuel Camo Nogués y Emilio Castelar. Castelar, primero presidente del Congreso de los Diputados y luego de la Primera República, nunca dejó de ser una notabilidad nacional, cuya oratoria fue tenida durante mucho tiempo como la más sublime de la época, en parangón con las de los clásicos Demóstenes y Cicerón. Desde 1869 dispuso de acta de diputado, pero nunca tuvo un distrito propio y por lo tanto seguro. Lérida, Zaragoza, Huelva (Aracena), Valencia, Alicante (Alcoy) y Barcelona fueron los distritos y circunscripciones por los que desde 1869 tuvo que estar peregrinando.


    En 1881, un joven correligionario, y ya en gran medida controlador de la política oscense, Manuel Camo, le evitó incertidumbres de peregrinaje llevándoselo al distrito de Hues­­ca. Castelar fue diputado por el distrito de la capital oscense siete legislaturas consecutivas —de 1881 a 1898— hasta que las disputas de ambos, entre otras cosas por su diferente enfoque respecto a la guerra de Cuba y por el acercamiento de Camo a Sagasta, le hicieron peregrinar de nuevo. En 1899 fue diputado por última vez, pues moriría ese año, estrenando nuevo distrito, el de la capital murciana. De nada le había servido que en las anteriores elecciones, las del 98, de los 3.765 votos habidos en Huesca, 3.761 fuesen para él, pues en realidad esos votos, bien lo sabía, eran ante todo de su protector. Ni que decir tiene, dado lo expuesto, que el nuevo diputado por el distrito de la capital —antes lo había sido por el de Fraga— iba a ser el auténtico hacedor y fabricante de diputados oscenses, Manuel Camo.


    ‘¡VOTAD POR EL DEL PUENTE!’


    En plena marejada de agitación política y con el cambio de gobierno de moderados a unionistas y progresistas muy reciente a raíz de la Vicalvarada, los electores del pueblo zamorano de Fermoselle se recomendaban algo tan sin contenido ideológico como: “¡Votad por el del puente!”


    “El del puente” era un joven de 29 años, ingeniero de Caminos, Canales y Puertos que ejercía la jefatura de Obras Públicas en la provincia de Zamora. La anécdota no habría trascendido más allá de las estrechas bardas zamoranas de no haber sido comentada en los ambientes políticos como mofa de quien, con estos inicios parlamentarios, llegaría a liderar el Partido Liberal y a ocupar, además de la presidencia del Congreso de los Diputados y de ministerios varios, la presidencia del Consejo de Ministros nada menos que en siete ocasiones, dos de ellas en el Sexenio Democrático, con Amadeo de Saboya y con el general Serrano, y cinco durante la España de la Restauración —una con Alfonso XII y las otras cuatro con su viuda, la regente María Cristina de Habsburgo—.


    Irónica y jocosamente, Práxedes Mateo Sagasta, pues de él se trata, contestaba, según dejó escrito su biógrafo y seguidor Natalio Rivas, que nada tenía de extraño que muchos electores desconocieran su nombre y apellidos, pues ni tenía pedigrí de origen ni había nacido en aquella provincia por la que se presentaba; lo importante, decía, era que sabían de su obra mientras que a su contrincante, un militar, nadie pudo aplicarle el sobrenombre de ninguna batalla, dado que no había constancia de que hubiese ganado alguna.


    “El del puente” salió elegido diputado por primera vez en aquellas elecciones de 1854 y después, tras su vuelta del exilio por conspirar para destronar a Isabel II, lo sería ininterrumpidamente desde 1868 hasta su muerte, en 1903. Dieciséis veces fue diputado el riojano de Torrecilla de Cameros, cinco de ellas por Zamora y diez por su Logroño natal.


    Curiosamente el inicio en la vida parlamentaria de quienes terminaron siendo los dos grandes líderes de los partidos turnistas a lo largo de los primeros veinticinco años de la Restauración, Cánovas y Sagasta, coincidió en el tiempo —las elecciones y las Cortes de 1854—, pero entre aquel “Mi general hágame diputado” de Cánovas y este “¡Votad por el del puente!” de Sagasta existe una muy notable diferencia. La pretensión de nuestra cita, sin embargo, no es la de contraponer ambos personajes —Sagasta también fue una fábrica de diputados sin que tuvieran puente alguno que ofrecer—, sino dos maneras de llegar al Parlamento: la acción desde los ministerios o los apoyos del electorado.
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    Los electores del siglo XIX y de las dos primeras décadas del siglo XX no pasan de ser, en la mayor parte de los análisis, un telón de fondo cuya única función queda reducida a servir de coreografía para las actuaciones de los protagonistas: los grandes caciques. Ahora bien, para entender este, y otros muchos “¡Votad por el del puente!”, se necesita introducir una pregunta de partida: ¿qué era, o qué podía ser, para muchos de esos electores el Parlamento? Si nos limitamos a contestar: “el órgano legislativo encargado de elaborar, reformar y aprobar las leyes”, estaremos respondiendo de manera correcta desde una perspectiva jurídica y académica, pero también estaremos minimizando al máximo la cuestión. El Parlamento era un viejo poder —entre muchos otros— cuya importancia se había catapultado a partir de las revoluciones liberales y, como todos los poderes, con la capacidad de dar y de quitar, de premiar y de castigar.


    No todos los electores tienen aspiraciones de ser parlamentarios y, durante la mayor parte del tiempo que estamos tratando, tampoco posibilidades. Esto último no solo por la larga duración de las exigencias censitarias para ser elector y elegible, sino también porque hasta entrado el siglo XX los diputados no percibían sueldo. Siendo esto así, es obvio que solo los hacendados y quienes vivían de la pluma en la Villa y Corte podían dedicarse a ejercer el cargo. Para ellos, además, sí podía resultar rentable, y para muchos lo resultó de hecho, dados los beneficios indirectos que podía proporcionarles. Con maliciosa ironía ya lo apuntaba el sagaz Charles- Maurice de Talleyrand en la temprana fecha de 1815 cuando, ante la afirmación de Luis XVIII de que los representantes de su Carta Otorgada no cobrarían nada porque serlo era un honor y no un servicio, respondió: “¿No cobrarán nada? Entonces, nos saldrán más caros”.


    Sin posibilidades ni aspiraciones de participar como primeros protagonistas de ese nuevo poder, para muchos electores de lo que se trataba era de encontrar lo que desde antiguo se había buscado ante todos los poderes, fuesen estos celestiales o terrenales: mediadores que les facilitasen los premios y les evitasen los castigos. Su herramienta para ello, la que les iba siendo concedida, era la del voto. Y esta herramienta iban a tratar de utilizarla con la misma finalidad con la que los otros utilizaban los mucho más nutridos arsenales de los que disponían: en su propio bene­­ficio.


    Aunque aquí los tratemos de forma conjunta, es obvio que no todos los electores poseían la misma capacidad de influencia ni, por tanto, de obtener beneficio. Cada localidad reproducía en su vecindario, a modo de muñecas rusas, diferentes estratos de posición y de poder. Por ello, ganarse a unos determinados vecinos, los más influyentes, significaba tener ganada a buena parte de los electores de esa localidad.


    Baroja relataba así, en Las horas solitarias, su conversación sobre las elecciones con un campesino oscense:


    —Aquí hacemos puchero —dice el hombre.


    —¿Y eso en qué consiste?


    —Pues nada: se reúnen el secretario y el alcalde y meten en el puchero tantas papeletas como vecinos hay.


    —¿Así que nadie vota?


    —Nadie. No, señor.


    —¿Y todos los votos son para el candidato monárquico?


    —Según. Si éste viene aquí y va primero de visita a casa de un rico del pueblo que se llama Fortón, tendrá todo el censo; pero si no va, no tendrá todo el censo.


    Las cosas, ciertamente, siempre han sido mucho más complejas que los apuntes literarios, pero no por ello queremos dejar de resaltar lo obvio: que los electores ni eran ni son una masa uniforme e igualitaria, sino una multiplicidad de variantes de poder y de influencia.


    Aunque una parte muy considerable de la población era analfabeta —el 62% de los varones y el 81% de las mujeres en 1860; el 39 y el 58% respectivamente, en 1930—, y por tanto no todos podían escribir a su diputado, los que lo hicieron dejaron testimonio a través de peticiones de qué temas constituían sus preocupaciones e intereses, al menos de aquellos que, en su consideración, podrían ser remediados por su representante parlamentario. Los estudios realizados sobre la muy abundante correspondencia que los diputados mantuvieron con sus electores revelan un sinfín de peticiones que estos les dirigen, teniendo como denominador común la solicitud de recomendaciones, concesiones y favores: emplear a parientes —a las jóvenes, en muchos casos, como “sirvientas en una casa de bien” —; librar a los hijos del servicio militar y, en caso de no conseguirlo, que les recomendaran para “mejor llevarlo”; interceder en atrasos de pagos de contribución y préstamos usurarios; mediar a su favor en juicios…


    Las peticiones no quedaban relegadas al plano individual. Como componentes de una pequeña colectividad buscaban beneficios para esta que, obviamente, conllevaban también be­­neficios para cada uno de ellos: construcciones de caminos, carreteras, lavaderos, escuelas, puentes; el acceso al ferrocarril; la no desamortización del monte comunal; la rebaja a la localidad del cupo de contribución… No faltaron en esas cartas, si las peticiones habían sido reiteradamente desatendidas, ciertos tonos de queja e incluso, cuando la elección se preveía disputada e incierta, las amenazas más o menos explícitas de no volver a votarle ni el emisor de la carta ni nadie de su familia y entorno —o el pueblo entero cuando el peticionario era el alcalde, el secretario o el cura— si no se satisfacían sus demandas.


    Que no era una cuestión de escasa relevancia para quienes aspiraban a la representación lo prueba no solo la correspondencia de muchos de ellos con sus electores —cumplieran o no lo solicitado—, sino también que, en sus escritos a la prensa, especialmente en época electoral, y en las misivas propagandísticas y encomiásticas que de sus personas hacían sus afines, detallaban meticulosamente los logros que habían conseguido, si ya habían sido diputados, para los pueblos de su distrito. Su significación política muchas veces ni siquiera se mencionaba en tales manifiestos y misivas, salvo si el partido al que pertenecía iba a ser el que estuviese en el poder; entonces sí se subrayaba que si en la legislatura anterior había conseguido todos esos logros, ahora, con sus amigos en el Gobierno, tendría más medios para multiplicarlos.


    Desde esta perspectiva el electorado no es, por tanto, ese oscuro, homogéneo y pasivo telón de fondo, sino una variedad de actores que juegan sus intereses con aquellas cartas de las que cada uno dispone, sean estas ases y reyes de triunfo o doses de bastos y de copas cuando lo que manda son oros y espadas. La diferencia entre solicitar que a un hijo lo declarase el médico no apto para el servicio militar o que le diesen un puesto en el ministerio, o le hiciesen diputado, no era otra que la consciencia de lo que cada uno consideraba, dada su posición, que podía conseguir en la vida.


    PODER, SABER Y QUERER


    Tratar de encontrar los representantes más adecuados a sus intereses, en el sentido más amplio de este término, fue, lógicamente, el objetivo permanente de muchos electores. Y en función de ello, la pregunta a formularnos es: ¿cuál podría ser el arquetipo, el retrato robot, del diputado idóneo? En nuestro criterio, y partiendo de lo que hemos comentado, aquel que aunara estas tres características: poder, saber y querer.


    De estas tres características, la primera era la más destacada. No hacen falta demasiados argumentos para probarlo, basta con el que lapidariamente dicta el saber popular a base de haberlo aprendido desde la cuna: “el que tiene poder, puede”. Un poder cuya primera imagen, la más visible, es la económica. Ciertamente, la inmensa mayoría de los aspirantes a diputados tenían poder económico, pero este admite, obviamente, muchas graduaciones y niveles. Entre el poder económico de un mediano hacendado y el de, por ejemplo, el duque de Alba, que fue diputado, o el de Medinaceli, que también lo fue, hay tanta distancia, cuando menos, como la que separa a ese mediano hacendado y a un pobre de solemnidad.


    Solo paulatina y muy escasamente, y de forma muy prioritaria en las circunscripciones plurinominales de las grandes ciudades, con el incremento de los sectores obreros y su progresiva conciencia de clase, componentes de las clases ba­­jas tuvieron presencia en el Parlamento. Pablo Alsina y Rius fue el primer diputado obrero, por la circunscripción de Barcelona, en las primeras Cortes con sufragio universal masculino directo (1869) en los inicios del Sexenio Democrático. La prohibición del asociacionismo obrero y la Restauración borbónica retardaron hasta 1910 la presencia de otro diputado obrero, el tipógrafo, presidente y uno de los fundadores del Partido Socialista Obrero Español, Pablo Iglesias Posse, por Madrid. En todo caso, no dejaban de ser rarísimas excepciones y en territorios con creciente población obrera, porque lo habitual, como decíamos, fue que, tanto en las circunscripciones como, y de manera especial, en los distritos, la mayoría de los electores pretendiese tener como representante a alguien con gran poder económico.


    Sería, no obstante, simplista y equivocado deducir de ahí mera sumisión a los poderosos en aspectos y temas distintos a los de las elecciones. Los numerosos motines, algaradas, quemas de mieses y delitos múltiples contra la propiedad —incluida en ocasiones la de esos representantes— distan mucho de la sumisión y de la pasividad. Otra cosa es que, en cuanto a la representación parlamentaria y en aras de lo que entendían como el bien del distrito y el suyo propio, consideraran que quienes más podían facilitarlos eran aquellos que tenían poder económico e influencia. Y cuanto más, des­­de esa perspectiva, mejor.


    Si el poder era fundamental, también lo era el saber. Un saber traducido sobre todo en el conocimiento de las leyes y de los múltiples e intrincados vericuetos de la administración.


    Nos inquieta aquello que desconocemos y, cuando se trata de un poder al que no tenemos acceso y con el que no tenemos cercanía, la inquietud acostumbra a traducirse en temor. Si el Estado, con sus recaudadores de impuestos y sus reclutadores de quintos, se había sentido siempre como una amenaza, ahora mucho más, pues aumentaba en servidores y burocracia y, por tanto, poder. El “¡Corre, fillo, escapa, que viene la patria!” de una madre gallega, al divisar a una pareja de la Guardia Civil monte arriba y camino de su casa, nunca dejó de estar presente en las clases bajas. Y con motivos, puesto que era bastante más lo que “la patria” les quitaba —con­­tribuciones, mozos para la quinta, montes y terrenos para la privatización—, que lo que en servicios les daba. Aquel “fillo” podía correr y quizás escapar de la recluta, pero los demás no podían hacerlo del papel timbrado ni tampoco utilizarlo en su provecho. De ahí la importancia de una determinada forma de saber: la jurídica.


    Que la mayoría de los diputados de la época de la Restauración fuesen abogados no es ni casual ni baladí. La consecución de esas peticiones individuales y colectivas a las que nos hemos referido era mucho más factible desde el conocimiento de los entresijos y recovecos de las leyes y de la administración. Por ello, cuanto menor fuera el poder económico del aspirante a diputado más necesitaba de ese saber. Al fin y al cabo, al muy poderoso el saber, como en la mili el valor, se le suponía y si no lo tenía le sobraban medios y servidores que lo tuviesen.


    En gran medida, poder y saber se complementaban y entrelazaban, pero de poco servían uno y otro si faltaba el querer. No nos referimos, claro está, al querer ser diputado, que eso, al presentarse, se daba por descontado, sino al querer preocuparse por los intereses del distrito y de sus electores. ¿De qué les servía que el diputado pudiera y supiera si no quería dedicar una parte al menos de ese poder y de ese saber a satisfacer las demandas del distrito?


    Por poner un ejemplo: en las elecciones de 1907, el XVII duque de Medinaceli, Luis Fernández de Córdoba y Salabert, presentó su candidatura por uno de los distritos de la provincia de Soria, el de Ágreda. Puede parecer extraño que el duque se presentase, en vez de por el distrito que da nombre a su linaje y del que habían sido señores durante siglos —Medinaceli—, por ese otro de la misma provincia. La razón se debe a que el distrito de Almazán-Medinaceli llevaba una veintena de años ocupado por el mismo diputado, el antiguo gamacista Lamberto Martínez Asenjo quien, además, había mantenido fidelidad suma a Antonio Maura, presidente del Gobierno en esas elecciones, siguiéndole en su paso del Partido Liberal al Conservador. El de Ágreda, por el contrario, era un distrito vacante, ya que unas elecciones las ganaba el candidato de un partido y en las siguientes, otro de otro. En todo caso, el distrito de Ágreda, de acuerdo con lo que hemos comentado, estaba de enhorabuena, pues el duque era el mayor propietario de tierras en España, setenta y cinco mil hectáreas según la tasación de bienes realizada durante la Segunda República.


    No tuvo a bien el duque aparecer por el distrito durante la campaña, si bien su administrador realizó “numerosos donativos en su nombre”, según destacaba encomiásticamente la prensa afín. Tampoco aparecería a lo largo de la legislatura, pero ello no fue óbice para volver a resultar electo, y con la misma holgura, en las siguientes elecciones, las de 1910. Gran aficionado a la caza mayor y con expediciones cinegéticas durante esos años al África Oriental y al Polo Norte, ni puso con frecuencia sus posaderas en los bancos del Congreso ni hay constancia de que visitara alguna vez el distrito por el que fue, a lo largo de dos legislaturas, seis años diputado. Es obvio que el duque poder tenía, y en tan alto grado que el saber no necesitaba probarlo, pero querer, lo que se dice querer, no quería. Aun así, pasados los años y hecho ya el duque senador vitalicio, como lo habían sido su bisabuelo y su abuelo —su padre murió muy pronto, él era hijo póstumo, en un no esclarecido accidente de caza—, los electores de Ágreda, ante la orfandad en la que se encontraba el distrito, se lamentaban de que el duque no hubiera querido.


    Si para los candidatos lo importante era la obtención de su acta, para los distritos, lo que venía después; esto es, las consecuciones que para ellos pudiese ir logrando a lo largo de la legislatura su “mediador”. Y es que el Parlamento bien podría compararse, en el aspecto que venimos comentando, a un aluvión de cuatrocientas cucharas ante una tarta hecha de Estado y de favores. Una tarta, desde luego, harto limitada y no repartida igualitariamente, por lo que las cucharas más grandes —el poder—, más diestras —el saber— y más tenaces —el querer—, eran las que podían llevarse los mayores y mejores trozos.


    En la España de la Restauración, en la que el paralelismo entre los partidos era tal que, como hemos visto, podía pasarse de tener cierto de tener cierto mando en uno a liderar el otro, no sorprende aquella contestación que uno de tantos caciques daba a sus interlocutores cuando le afeaban que cambiase sus apoyos a liberales y conservadores de una elección a otra: “¿Cambiar yo? Yo no cambio nunca —contestaba aquel cacique—. El que cambia es el Gobierno. Yo siempre estoy con quien está en el Gobierno”. Con diputados y hasta presidentes del Consejo de Ministros que cambiaron su “P” de progresistas por la “M” de moderados en la época isabelina, o su “L” de liberales por la “C” de conservadores durante la Restauración, ¿qué puede haber de extraño en que para muchos electores lo que más contara a la hora de votar fuese quién, en su criterio, podía, sabía y quería conseguirles “el puente”?


    CANGREJOS ERMITAÑOS Y AVES DE PASO


    Una cincuentena de elecciones entre 1834 y 1923 y más de quince mil escaños de diputados, la mayoría de ellos por los más de trescientos distritos uninominales, generan, obviamente, multitud de casuísticas y de variantes en todos los aspectos, incluidos los de la forma de acceso, de la permanencia, o no, en el cargo y de la relación mantenida con el distrito o la circunscripción por la que se presentan.


    Sin dejar de tener presente la existencia de esas muchas variantes y partiendo de la certeza de que toda tipología, por extensa y detallada que se pretenda, simplifica y acartona la compleja realidad, considero que, en ese aspecto citado de la re­­lación con los distritos, se pueden distinguir esencialmente dos tipos de diputados a los que, utilizando terminologías metafóricas del mundo animal, podemos caracterizar como los cangrejos ermitaños y las aves de paso. Denomino cangrejos ermitaños a aquellos diputados que, así como esos pequeños crustáceos marinos se introducen en una concha vacía de la que resulta muy difícil desalojarlos, así también ellos se hicieron con la representación de un distrito llegando a ser en él inamovibles. Estos cacicatos duraderos, con un mismo diputado a lo largo de varias legislaturas, fueron la antítesis de aquellos otros distritos que variaban con suma frecuencia de diputado y que, elección tras elección, quedaban convertidos en meros lugares de tránsito para esas aves de paso.


    CANGREJOS ERMITAÑOS


    La mayoría de los cangrejos ermitaños tenían como característica esencial la del arraigo en el distrito, o al menos en la provincia a la que ese distrito pertenecía, bien por nacimiento, vínculos familiares y propiedades, bien por residencia, ocupación y actividad. Se trata, en suma, y siempre refiriéndonos a la mayoría de los casos, de oligarcas locales, de antiguos o sobrevenidos señores de comarca y villa trasplantados ahora a la actuación política parlamentaria.


    En bastantes casos no hicieron otra cosa, por tanto, que ampliar y adaptar a las nuevas realidades el dominio y la influencia que sus sagas familiares, bastantes de ellas de estirpe nobiliaria, venían ejerciendo desde antiguo. En algunos otros, se trataba de recién advenidos al ejercicio de su influencia en el territorio, habiéndola adquirido bien por el enriquecimiento que les había proporcionado, sobre todo, la compra de tierras con las desamortizaciones y la salida al mercado de los bienes hasta entonces inmovilizados de las “manos muertas”, bien por la multiplicación de sus préstamos usurarios o bien, y sin que ninguno de estos aspectos sea excluyente, por el ejercicio de una profesión —prioritariamente la abogacía— que les proporcionaba fortuna económica, encumbramiento social y extensión de redes de poder.


    En el estrecho horizonte de los pequeños y cercanos campanarios de pueblos y aldeas, estos oligarcas locales precisaban para su proyección al Parlamento de un valedor de mayor alcance y peso en la política nacional. Había mucho de simbiótico beneficio, como entre los cangrejos ermitaños y las anémonas, entre aquellos oligarcas locales y sus valedores. Así como la protección que la anémona da a esos cangrejillos, alejando con sus tentáculos urticantes a los depredadores, se ve compensada por la movilidad que estos le facilitan para conseguir alimento, así también el amparo proporcionado a estos diputados localistas por líderes de territorios más amplios e influyentes en la política nacional encontraba su no escasa recompensa. En el variopinto conglomerado de individualidades, familias, clanes y facciones que conformaron cada uno de los partidos mayoritarios, la importancia en ellos de cada jefe de clan estaba en proporción directa al número de di­­putados adictos a su persona. De ahí que cuantos más aglu­­tinase, mayor sería su peso y relevancia en el partido y, en consecuencia, en la política nacional.


    Desde el principio de los tiempos, y tanto si se trata de sótanos locales como de áticos nacionales, de proletarias cuadras como de aristocráticos salones palaciegos, varían volúmenes y tamaños, como en las muñecas rusas, pero la madera y la hechura han sido, y son, en sustancia, las mismas.


    Conseguir ser diputado fijo determinaba, por otra parte, que el escaño no pasaba a depender del continuado vaivén de los partidos al frente del Gobierno. Como quiera que a lo largo de las veintiuna elecciones de la Restauración la alternancia entre conservadores y liberales fue un permanente y rítmico péndulo de reloj, los problemas para todo aspirante a convertirse en cangrejo ermitaño se le agudizaban también de manera rítmicamente alternativa: unas elecciones no y otras sí. Con su partido en el poder contaba con el aparato gubernamental a su favor, pero en la siguiente elección, ya con el otro partido como convocante de las elecciones, lo tenía en contra. Por ello, al margen del partido al que perteneciese, precisaba de los apoyos y de la fidelidad a su persona del electorado. Para esto, la primera dificultad consistía en imponerse a otros oligarcas de la zona. No siempre resultó fácil, ni siquiera posible, dado que en no pocos distritos había equilibrios de poderes —de poderes económicos y de influencias hablamos— entre distintos oligarcas. Para quien lograba superar este reto, la siguiente prueba consistía en derrotar en las urnas a un candidato ministerial.


    Tanto las distintas familias políticas, fuesen del partido contrario o del suyo propio —salvo lógicamente la del jefe del clan que lo apoyaba—, como las cúpulas nacionales de ambos partidos veían con preocupación la llegada y consolidación de ocupantes de distritos, porque cada nuevo cangrejo ermitaño representaba una concha menos a disposición de los demás y del ministerio. De ahí que en cuanto un diputado repetía escaño por un distrito, el partido contrario, al recibir el encargo de convocar y dirigir nuevas elecciones, le presentase un adversario; y no, generalmente, uno cualquiera, sino uno al que se considerase con la suficiente fuerza como para, con el firme apoyo gubernamental, derrotarle e impedirle convertirse en diputado fijo.


    El acta de diputado de esos candidatos alternativos a los potenciales e incipientes cangrejos ermitaños no corría peligro alguno, dado que podían presentarse por cuantos distritos y circunscripciones deseasen y, al hacerlo también por su distrito o circunscripción habitual, la tenían asegurada. Sin este riesgo, su objetivo era, como decíamos, evitar la pérdida de la disponibilidad de un distrito para largo tiempo. La elección en este caso devenía en sumamente competida: de un lado, el candidato gubernamental, con frecuencia un ministro o un alto cargo, y el abundante arsenal del que disponía el Gobierno a su favor; de otro, el candidato local, con los apoyos y fidelidades conseguidas entre sus electores. Ese equilibrio de fuerzas es el que daba lugar, desde el inicio hasta el final del proceso electoral, a la multiplicación de coacciones, de dádivas y de toda aquella sarta de ilegalidades, y alguna más, que comentábamos en el tercer capítulo.


    Cuando las posibilidades de un candidato eran muy superiores a las del otro u otros, resultaba innecesario —como decíamos también en el mencionado apartado— recurrir a alteraciones de censos, suspensiones de alcaldes, utilización de funcionarios públicos, amenazas, recuentos fraudulentos, votos de muertos o compras de los de los vivos. Lo que catapultaba las ilegalidades y encarecía los votos era el grado de competitividad de la elección, fuese esa competitividad entre dos “pesos pesados” o entre dos “pesos mosca”, pero en ningún caso, en tiempo electoral, si un “peso pesado” se enfrentaba a uno “mosca” tenía que emplearse a fondo por los vericuetos de la ilegalidad.


    No siempre, es obvio, la pugna entre el oligarca local y el candidato gubernamental dio lugar al mismo resultado en las urnas, pero lo que sí resulta claro es que la prole de cangrejos ermitaños, lejos de disminuir, fue aumentando con el tiempo. La prueba de ello está, por una parte, en que ganando siempre las elecciones el partido que las convocaba, la diferencia de escaños con el otro partido fue siendo cada vez menor a lo largo de las dos primeras décadas del siglo XX, ya que iban disponiendo de menos distritos, de menos “conchas vacías” en las que colocar, cuando les tocaba el turno de Gobierno, a los afines (véase gráfic0 1, pág. 30). Por otra parte, y reafirmando lo anterior, una detenida mirada a los más de quince mil puestos de diputado existentes a lo largo de esa cincuentena de elecciones a las que hemos hecho referencia, lleva a constatar no solo que la inmensa mayoría de ellos lo fueron en bastantes ocasiones, sino también que fueron incrementándose los diputados que, al margen de cuál fuese el partido en el poder, repetían acta por el mismo distrito.


    Este proceso de formación de cangrejos ermitaños se inicia ya en la época isabelina, si bien, los aludidos cambios de leyes, con el trasiego de provincias a distritos y de distritos a provincias, hicieron imposible una continuidad tan permanente como la que se da, in crescendo, en la época de la Restauración con una ley mantenida durante cincuenta años en cuanto a los marcos territoriales.


    La importancia del “arraigo” de los candidatos en el territorio fue percibida y destacada desde que comenzaron a fraguarse, en los años treinta del siglo XIX, los partidos políticos. Así, el Manual electoral para el uso de los electores de la opinión monárquico-constitucional, elaborado por Andrés Borrego en la temprana fecha de 1837 —todo un antecedente de los actuales “argumentarios”—, destacaba entre los criterios para la selección de candidatos que tuvieran “arraigo en la provincia, fortuna independiente, o ser una notabilidad nacional”. El propio Borrego cumplió por aquel entonces el requisito de arraigo local que él mismo establecía, dado que fue diputado por su Málaga natal en esas elecciones y en las siguientes. Después el cantar sería otro, ya que tres veces lo fue por un distrito salmantino, el de Peñaranda de Bracamonte, y otras tres por uno zaragozano, el de La Almunia de Doña Godina; claro que para entonces bien podía aducir que él era “una notabilidad nacional”, pues había dirigido el influyente periódico El Español, publicado numerosos libros y tratados y participado en la gestación de la Unión Liberal.


    Estos iniciales embriones de cangrejos ermitaños se fueron desarrollando, como decíamos, a lo largo de la Restauración. Y lo hicieron hasta tal punto que prácticamente no existe ninguna provincia en la que alguno de sus distritos no contase con uno de ellos. Al efecto, hemos elaborado una tabla con quienes fueron diez o más veces diputados por un mismo distrito durante la época de la Restauración y, en algunos casos, varias más, que se incluyen en la suma total, durante el periodo isabelino14.


    



    tabla 2


    Diputados por un mismo distrito durante diez veces
 o más en la época de la Restauración


    

      

        

        

        

        

        

      

      

        
          	
            Diputado

          
          	
            Distrito

          
          	
            Provincia

          
          	
            Nº elec.

          
          	
            Partido

          
        


      

      

        
          	
            José Sánchez Guerra

          
          	
            Cabra

          
          	
            Córdoba

          
          	
            15 (+2)

          
          	
            Liberal-conservador

          
        


        
          	
            Antonio Barroso y Castillo

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Córdoba

          
          	
            13

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Natalio Ribas Santiago

          
          	
            Órgiva

          
          	
            Jaén

          
          	
            11 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            F. J. Sánchez-Dalp

            (marqués de Aracena)

          
          	
            Aracena

          
          	
            Huelva

          
          	
            12

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Francisco Romero
 Robledo

          
          	
            Antequera

          
          	
            Málaga

          
          	
            17 (+4)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Francisco Bergamín
 y García

          
          	
            Campillos

          
          	
            Málaga

          
          	
            11

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            J. A. Larios y Larios

            (marqués de Larios)

          
          	
            Torrox

          
          	
            Málaga

          
          	
            10 (+1)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Pedro Rodríguez de la Borbolla

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Sevilla

          
          	
            11 (+4)

          
          	
            Republicano-liberal*

          
        


        
          	
            Lorenzo Domínguez Pascual

          
          	
            Carmona

          
          	
            Sevilla

          
          	
            17

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Tomás Castellano Villarroya

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Zaragoza

          
          	
            11 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Antonio Aura Boronat

          
          	
            Barbastro

          
          	
            Huesca

          
          	
            10 (+2)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Juan Alvarado y del Saz

          
          	
            Sariñena

          
          	
            Huesca

          
          	
            17

          
          	
            Republicano-liberal*

          
        


        
          	
            Carlos Castel González

          
          	
            Montalbán

          
          	
            Teruel

          
          	
            12

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            J. M. Celleruelo Poviones

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Oviedo

          
          	
            11 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Manuel de Vereterra

            (marqués de Canillejas)

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Oviedo

          
          	
            10 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            J. García San Miguel

            (marqués de Teverga)

          
          	
            Avilés

          
          	
            Oviedo

          
          	
            15

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Félix Suárez Inclán

          
          	
            Cangas de Tineo

          
          	
            Oviedo

          
          	
            12 (+3)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Victoriano García
 San Miguel

          
          	
            Luarca

          
          	
            Oviedo

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Salvador Bermúdez de Castro (marqués de Lema)

          
          	
            Tineo

          
          	
            Oviedo

          
          	
            16

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Alejandro Pidal y Mon

          
          	
            Villaviciosa

          
          	
            Oviedo

          
          	
            16

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Alejandro Roselló Pastors

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Palma

          
          	
            11

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Antonio Maura Montaner

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Palma

          
          	
            19

          
          	
            Liberal-conservador*

          
        


        
          	
            Pablo Garnica Echevarría

          
          	
            Cabuérniga

          
          	
            Santander

          
          	
            11

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            F. Sartorius Chacón

            (conde de San Luis)

          
          	
            Huete

          
          	
            Cuenca

          
          	
            12

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Á. de Figueroa (conde de Romanones)

          
          	
            Guadalajara

          
          	
            Guadalajara

          
          	
            17

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Pascual Amat Esteve

          
          	
            Arévalo

          
          	
            Ávila

          
          	
            11

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Francisco Silvela y de la Vielleuze

          
          	
            Piedrahíta

          
          	
            Ávila

          
          	
            12 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Francisco Aparicio Ruiz

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Burgos

          
          	
            15

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Gumersindo Gil Gil

          
          	
            Villarcayo

          
          	
            Burgos

          
          	
            12

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Santos Arias de Miranda Berdugo

          
          	
            Aranda de Duero

          
          	
            Burgos

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Gumersindo de Azcárate Menéndez

          
          	
            León

          
          	
            León

          
          	
            11

          
          	
            Republicano

          
        


        
          	
            Eduardo Dato Iradier

          
          	
            Murias de Paredes

          
          	
            León

          
          	
            12 (+5)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Demetrio Alonso Castrillo

          
          	
            Valencia de Don Juan

          
          	
            León

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Fernando Merino Villarino

          
          	
            La Vecilla

          
          	
            León

          
          	
            15 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Luis Belaunde Costa

          
          	
            Villafranca del Bierzo

          
          	
            León

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Abilio Calderón Rojo

          
          	
            Palencia

          
          	
            Palencia

          
          	
            13 (+3)

          
          	
            Liberal-conservador*

          
        


        
          	
            J. Mesía y Gayoso

            (duque de Tamames)

          
          	
            Ledesma

          
          	
            Salamanca

          
          	
            11

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Lamberto Martínez Asenjo

          
          	
            Almazán

          
          	
            Soria

          
          	
            14

          
          	
            Liberal-conservador*

          
        


        
          	
            L. Marichalar Monreal (vizconde de Eza)

          
          	
            Soria

          
          	
            Soria

          
          	
            12

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            José Muro López González

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Valladolid

          
          	
            13

          
          	
            Republicano

          
        


        
          	
            Germán Gamazo Calvo

          
          	
            Medina del Campo

          
          	
            Valladolid

          
          	
            12 (+2)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            José María Zorita Díez

          
          	
            Nava del Rey

          
          	
            Valladolid

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Alfonso Sala Argemí

          
          	
            Tarrasa

          
          	
            Barcelona

          
          	
            13

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Julián Nouges Subirá

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Tarragona

          
          	
            10

          
          	
            Republicano

          
        


        
          	
            José Canalejas Méndez

          
          	
            Alcoy

          
          	
            Alicante

          
          	
            10 (+3)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Trinitario Ruiz Vilarino

          
          	
            Dolores

          
          	
            Alicante

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Trinitario Ruiz Capdepón

          
          	
            Orihuela

          
          	
            Alicante

          
          	
            10 (+4)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Antonio Pacheco Lerdo de Tejada

          
          	
            Mérida

          
          	
            Badajoz

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Benigno Quiroga López Ballesteros

          
          	
            Circunscripción

          
          	
            Lugo

          
          	
            11 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Guillermo Joaquín de Osma y Scull

          
          	
            Monforte

          
          	
            Lugo

          
          	
            13

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Ramón Bustelo González

          
          	
            Ribadeo

          
          	
            Lugo

          
          	
            10

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Vicente Pérez y Pérez

          
          	
            Orense

          
          	
            Orense

          
          	
            12

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Senén Canido Pardo

          
          	
            Celanova

          
          	
            Orense

          
          	
            14 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Adolfo Merelles Caula

          
          	
            Ribadavia

          
          	
            Orense

          
          	
            13 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Á. López Carrizosa

            (conde del Moral de Calatrava)

          
          	
            Puebla de Trives

          
          	
            Orense

          
          	
            10 (+1)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Luis Espada Guntín

          
          	
            Verín

          
          	
            Orense

          
          	
            15 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Bernardo Mateo Sagasta Echeverría

          
          	
            Caldas de Reyes

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            15

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Eduardo Vincenti Reguera

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            17

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Raimundo Fernández Villaverde

          
          	
            Puente-Caldelas

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            12 (+2)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Ezequiel Ordóñez y González

          
          	
            Tuy

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            10 (+1)

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Mariano Ordoñez y García

          
          	
            Tuy

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            10

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Ángel Urzáiz y Cuesta

          
          	
            Vigo

          
          	
            Pontevedra

          
          	
            15 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            E. Esteban Fernández del Pozo

            (marqués de Torrelaguna)

          
          	
            Torrelaguna

          
          	
            Madrid

          
          	
            14

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Antonio García Alix

          
          	
            Circunscripción

            Cartagena

          
          	
            Murcia

          
          	
            10 (+1)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            Juan de la Cierva Peñafiel

          
          	
            Mula

          
          	
            Murcia

          
          	
            13

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            F. J. González de Castejón

            (marqués de Vadillo)

          
          	
            Circunscripción

            Pamplona

          
          	
            Navarra

          
          	
            14

          
          	
            Conservador

          
        


        
          	
            Joaquín Arteaga Echagüe

            (marqués de Santillana)

          
          	
            Zumaya

          
          	
            Guipúzcoa

          
          	
            11

          
          	
            Católico-independiente

          
        


        
          	
            Miguel Villanueva Gómez

          
          	
            Santo Domingo de la Calzada

          
          	
            La Rioja

          
          	
            11 (+7)

          
          	
            Liberal

          
        


        
          	
            * Adscritos a ambos partidos.

            (+) Legislaturas en las que representó a otro distrito o circunscripción.

          
        


      

    


    


    Aunque no se trata de analizar con detalle la tabla 2, sí queremos hacer hincapié en diversos aspectos que consideramos relevantes. Entre ellos, la abundancia de diputados —sesenta y ocho al menos, ya que no excluyo la posibilidad de haberme dejado alguno— que repiten un mínimo de diez veces, y una veintena larga de años, por un mismo distrito o circunscripción, puesto que también algunas circunscripciones plurinominales, trece en concreto, tuvieron entre sus representantes uno fijo.


    Asimismo, se da, como en el conjunto del Parlamento de la Restauración, un equilibrio entre conservadores y liberales, a partes iguales prácticamente, y una presencia escasa, pero significativa, de republicanos. Por territorios, hay provincias —Pontevedra, Orense, Lugo, Oviedo, León, Valladolid, Málaga, Mallorca…— que destacan sobremanera con varios de sus distritos repitiendo diputado, algunos hasta en más de quince ocasiones, al tiempo que el récord de representación por un mismo territorio electoral lo ostenta Antonio Maura, diecinueve veces, ininterrumpidamente desde 1891 hasta 1923, por la circunscripción de Palma de Mallorca.


    Hemos de subrayar también que quienes alcanzaban notabilidad nacional podían permitirse, y algunos hasta lo necesitaban para su desarrollo —como los cangrejos ermitaños cuando aumentan de tamaño—, cambiar de “concha”. Así, por ejemplo, Romero Robledo no solo fue diputado por Antequera sino también por Cuba, Madrid, León, Córdoba… totalizando veintiuna legislaturas; José Canalejas, además de por Alcoy, obtuvo escaño por Soria, donde se inició como diputado, Ágreda, Algeciras, Madrid, Ciudad Real y su Ferrol natal, distrito este por el que era diputado en el momento de su asesinato en 1912; Eduardo Dato, a las doce actas por el distrito leonés de Murias de Paredes, añadió cinco más, la última —antes de ser asesinado en 1921— por Vitoria, la ciudad en la que había nacido su madre, y Álvaro de Figueroa, conde de Romanones, desde que se inició como diputado, en 1886, lo siguió siendo en todas las Cortes de la Restauración —obteniendo actas, además de por Guadalajara, por distritos de Cuba, Murcia, Zamora y Canarias—, en las tres de la Segunda República e incluso en las Cortes fran­­quistas de 1943.


    Los cuatro ejemplos antedichos, tres de ellos de presidentes del Gobierno, permiten destacar, por otra parte, que no todos los diputados con larga permanencia en un distrito tenían arraigo de origen en él —ni Canalejas era alicantino ni Dato leonés, sino gallegos ambos—. Hubo también casos en los que el apellido de su representante, o su título nobiliario, era el mismo que el del distrito al que representaban; así los diversos Quiroga, ya desde la época isabelina, por el distrito lucense de Quiroga; el marqués de Aracena, título concedido por Alfonso XIII en 1916 a Francisco Javier Sánchez Dalp y Calonge, fue diputado por ese distrito onubense durante doce legislaturas, o los marqueses de Torrelaguna, que se sucedieron en el marquesado y en el acta, quince legislaturas, por el distrito madrileño de dicho nombre.


    Esta herencia de distritos —aunque las “familias” las trataremos en epígrafe aparte— fue muy habitual. Por referirnos solo a algunos casos: Eugenio Barroso Sánchez Guerra, tras morir en 1916 su padre, Antonio Barroso y Castillo, que había sido trece veces diputado por la circunscripción de Córdoba, pasó a serlo él hasta 1923, coincidiendo además por la misma circunscripción cordobesa, aunque el uno del Partido Liberal y el otro del Conservador, con su tío José Sánchez Guerra, diecisiete legislaturas diputado; quince veces fueron los Bergamín, padre e hijo, por Campillos (Málaga); diecisiete los Alonso Castrillo por Valencia de Don Juan (León); dieciocho los Garnica por Cabuérniga (Santander); el conde de Romanones heredó el distrito de Guadalajara de su padre, que ya lo había sido cuatro veces, y una más por Puentedeume, antes de convertirse en senador; en veinte ocasiones, de las veintiuna posibles, el distrito de Car­­mona (Sevilla) tuvo a un Lorenzo Domínguez —padre e hijo— y otras veinte Piedrahíta (Ávila) a un Silvela; veinte también los Ordoñez, padre e hijo —Mariano, el hijo, era yerno de Romero Robledo—, por Tuy (Pontevedra); veintitrés por la circunscripción de Zaragoza, desde la época isabelina, tres Tomás Castellano —abuelo, padre e hijo—; y, en fin, y entre otros varios distritos con cangrejos ermitaños de la misma familia, Amurrio (Álava) fue de los Urquijo; Marquina (Vizcaya) de los Acillona; Noya (La Coruña) de los Gasset y Torrox (Málaga) de los Lario.


    Entre los casos más representativos de continuidad familiar en la representación de un distrito, el pontevedrés de Puente-Caldelas y los Fernández Villaverde. El iniciador de esta dinastía parlamentaria fue el abogado asturiano Pedro María Fernández Villaverde y González del Valle, que fue diputado por este distrito, o por Pontevedra en las elecciones en las que la provincia era circunscripción, desde 1837 hasta su muerte en 1853. En cuanto su hijo, Raimundo Fernández Villaverde y García Rivero, cumplió 25 años pasó a ser también diputado por este distrito, prolongando su acta desde 1872 hasta 1905 —catorce elecciones seguidas y treinta y dos años—. Su muerte, en 1905, tras haber sido dos veces presidente del Consejo de Ministros, impidió que alguno de sus hijos heredara la representación del distrito porque, como le sucedió a él cuando murió su padre, no tenían aún la edad requerida. De esa representación, no obstante, se hizo cargo su cuñado, Fernando Roca de Togores, marqués de Rocamora, durante tres legislaturas, hasta que su sobrino, Raimundo Fernández Villaverde y Roca de Togores, una vez cumplidos los 25 años, pudo disponer de la “herencia familiar” de Puente-Caldelas, siendo ya ininterrumpidamente su di­­putado —seis legislaturas desde 1914— hasta el pronunciamiento de Primo de Rivera.


    Esta tan repetida herencia de distritos queda muy bien perfilada, aunque desde luego no era ese su propósito, en una biografía de época y muy encomiástica de Diego Arias de Miranda. Tras ser nueve veces diputado por el distrito burgalés de Aranda de Duero y ministro con el Partido Liberal en un par de ocasiones —raros los diputados de cierto tronío que, dados los múltiples cambios gubernamentales, no fuesen ministros—, el Gobierno del conservador Francisco Silvela decidió nombrarle en 1903 senador vitalicio. Se resistía don Diego, a sabiendas, cómo no, del veneno que contenía aquel vistoso caramelo: un retiro dorado, pero retiro al fin y al cabo, de la avanzadilla política. No cejó Silvela y Diego Arias Miranda tuvo que limitarse a retardar cuanto pudo su juramento del cargo. El biógrafo, en su línea de reconocimiento y halago, concluye que, sin embargo, “le cupo la alegría de ver que la representación del distrito de Aranda de Duero no se confiaría a ningún extraño a la tierra, sino que el diputado que inmediatamente le sucediera era su propio hijo Santos a quien por cierto le esperaba también una rápida y brillante carrera en la política”. La herencia filial del distrito, a buen seguro consensuada con Silvela, no le consolaría del retiro senatorial, pero curaría ciertas llagas. Diez elecciones añadió Santos Arias Miranda Berdugo a las nueve de su padre y a las tres primeras de su tío, Félix Berdugo, y la cifra no fue mayor porque el Parlamento quedó cerrado tras el golpe de Estado de Primo de Rivera en 1923.


    Con excepción de los partidos del turno y de los tres republicanos que hemos indicado en el cuadro, ningún otro partido tuvo diputados que repitiesen durante la Restauración diez veces por un mismo distrito o circunscripción. No obstante, hubo carlistas, como el militar valenciano Joaquín Llorens y Fernández de Córdoba, II marqués de Córdoba, y el abogado y catedrático Matías Barrio y Mier, que lo fueron ocho y nueve veces respectivamente. Hay entre ambos, sin embargo, una notable diferencia.


    Mientras Llorens obtuvo la representación por un dis­­trito —Estella (Navarra)— en el que el carlismo tenía fuerte tradición y peso15, Barrio y Mier la consiguió por uno, el palentino de Cervera de Pisuerga, sin esa tradición ni impronta. De hecho, él fue el único diputado carlista por dicho distrito, lo que nos lleva a esas páginas anteriores en las que hablábamos del poder, del saber y del querer. En su caso, sobre todo, aparte del saber en tanto que abogado y catedrático de Derecho de la Universidad Central madrileña, el querer venía, según reflejaba la prensa, de la correspondencia constante mantenida con sus electores y de ocuparse con esmero y celo de sus peticiones personales. A su muerte, en 1909, el distrito de Cervera de Pisuerga pasó a ser unas veces de los conservadores y otras de los liberales, con distintos nombres de diputados o, lo que es lo mismo, a disposición de los deseos y conveniencias del ministerio de la Gobernación.


    También la Lliga Catalana, desde su irrupción a principios del siglo XX, consiguió asentar diputados fijos en algunos distritos. Así, por ejemplo, Eusebio Bertrand Serra y Juan Ventosa y Calvell fueron diputados siete y ocho veces respectivamente por los distritos gerundenses de Puigcerdá y Santa Coloma de Farnés, y José Bertrand Musitu desde 1905 hasta 1923 —nueve elecciones— por el distrito barcelonés de Villanueva y Geltrú. Algunos de ellos quizás llevaban camino de convertirse en duraderos cangrejos ermitaños —el nacionalista republicano Francesc Maciá fue diputado las últimas ocho legislaturas de la Restauración por el distrito leridano de Borjas—, pero el golpe de Estado de Primo de Rivera eliminó tal posibilidad.


    No deja de ser significativo, por otra parte, que desde la fundación de la Lliga Catalana en 1901 ni un solo diputado de los siete que correspondían a la circunscripción de Barcelona perteneciese a los partidos del turno. Hasta esa fecha —y estamos hablando de diez elecciones— conservadores y liberales se habían repartido a partes iguales los escaños, con una minoría de republicanos; en las once elecciones siguientes no obtuvieron ninguno de los setenta y siete en litigio.


    Los vendavales de cambio no solo habían llegado a principios de siglo a una de las dos grandes circunscripciones españolas —la de Barcelona—; también, aunque más amainados y tardíos, llegaron a Madrid. La circunscripción ma­­drileña, con ocho diputados a elegir, había venido siendo, desde 1876, terreno abonado para conservadores y liberales y cita obligada para las grandes figuras de dichos partidos: Cánovas del Castillo, Romero Robledo, Posada Herre­­ra, Antonio Aguilar y Correa, marqués de la Vega de Armijo, Eugenio Montero Ríos, José Canalejas… A partir de 1910, y a raíz de la alianza entre republicanos y socialistas, cuatro de las siete elecciones siguientes las ganó dicha conjunción e incluso en las últimas, celebradas cinco meses antes del pronunciamiento de Primo de Rivera y deshecha la alianza con los republicanos, los candidatos del Partido Socialista Obrero Español fueron los más votados, consiguiendo cinco de las siete actas que obtuvo dicho partido en toda España.


    Desde 1910, las figuras nacionales de los partidos del turno, sin duda por el temor a ser derrotadas, dejaron de presentar su candidatura por la circunscripción madrileña; tan solo un expresidente del Gobierno, Antonio Maura, lo hizo en 1918. Quien no dejó de presentarse fue el líder socialista Pablo Iglesias, convirtiéndose, con siete actas consecutivas, en el político que, significativa y paradójicamente, más veces fue diputado por la circunscripción de Madrid en la España de la Restauración.


    




  

    AVES DE PASO


    Lo contrario a los distritos ocupados por cangrejos ermi­­taños fueron aquellos otros que mudaron con frecuencia de diputado, semejando ocasionales refugios para aves de paso, al ritmo no de los cambios de las estaciones y de los calendarios, sino de los del partido que convocaba y organizaba las elecciones. La ausencia en ellos de un oligarca local que se impusiera netamente al resto y la no adopción de un candidato foráneo determinó que quedaran a disposición del Gobierno, para satisfacción de los aspirantes sin raíces en ningún distrito y de sus “colocadores”.


    Hubo algunos distritos —Albacete, Teruel, el sevillano de Utrera, el palentino de Carrión de los Condes, los cacereños de Plasencia y de Trujillo, entre otros— que variaron de diputado conservador a liberal y de liberal a conservador de forma, como los gobiernos, constante y rítmica. Frente a los distritos con larga continuidad de un mismo apellido, estos otros multiplicaron, en consecuencia con lo que venimos indicando, nombres y apellidos diferentes: doce en Utrera (Sevilla); trece en Carrión de los Condes y Saldaña (Palencia), Gaucín (Málaga), Puerto de Santa María (Cádiz), Almansa (Albacete) y Huéscar (Granada); catorce en Estepa (Sevilla); dieciséis en Sorbas (Almería) y en Almadén (Ciudad Real) y diecisiete en Teruel y Écija (Sevilla).


    El aumento paulatino, ya aludido, de cacicatos estables y de diputados fijos fue determinando la disminución, como contrarios que eran, de estos otros distritos y, por tanto, el margen de maniobra de los gobiernos para colocar a sus deudos mediante lo que se conoce como encasillado. El método del encasillado recuerda mucho, en su forma, al juego de “los barquitos” o de “hundir la flota”. Los más de trescientos distritos uninominales y el cerca de centenar de puestos por las veintiséis circunscripciones plurinominales conformaban una retícula de casillas a rellenar con nombres propios desde el ministerio de la Gobernación. Eliminadas, por imposibles, aquellas que ya estaban ocupadas —las de los cangrejos ermitaños— se procedía a ir asignando las disponibles.


    El método era simple en su teoría, pero en la práctica no dejaba de presentar dificultades, tanto porque los aspirantes a ser encasillados eran muchos como porque había que dejar algunos huecos a disposición del partido que pasaba a ser oposición, dado que en las siguientes elecciones cambiarían las tornas y ya es sabido que, en estas lides al menos, la moneda con la que se paga es la que, posteriormente, con frecuencia se recibe.


    Así como en las casillas de “hundir la flota” hay jugadores más astutos y hábiles que otros, así también a la hora de realizar el encasillado hubo ministros de la Gobernación especialmente duchos. A los ya citados de la Unión Liberal y del Partido Conservador, Posada Herrera y Romero Robledo, cabe añadir, por el Partido Liberal, a Venancio González y Segismundo Moret. Nadie, con mayor o menor magnanimidad para con el contrario, incumplió el pacto.
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    Si todo cambio de partido al frente del Gobierno generaba múltiples cambios de personal en los empleos públicos, la convocatoria de elecciones provocaba también la vuelta a casa de bastantes aves de paso en el Parlamento y la arribada de otras nuevas:


    —¿Qué ha sucedido aquí? Lo natural, lo lógico en estas sociedades corrompidas por el favoritismo. Que al padre de familia, al hombre probo, al funcionario de mérito, envejecido en la Administración, al servidor leal del Estado que podría enseñar al ministro la manera de salvar la Hacienda, se le posterga, se le desatiende y se le barre de las oficinas como si fuera polvo. […] Mientras se comete tal injusticia, los que no tienen conciencia ni título alguno apandan la plaza en premio de su inutilidad.


    Esto que, en boca del yerno del cesante probo Ramón Villaamil, escribía Galdós en Miau (1888) sobre ascensos y ceses de empleados, es perfectamente aplicable a los demandantes de escaño. A buen seguro, por otra parte, que la misma pa­­radoja que se daba entre las palabras del yerno —un arribista que debía su empleo al favoritismo— y su propia actuación, se dio también en muchos de esos aspirantes: si nombrados, mero reconocimiento a los méritos propios y nada que agradecer; si postergados, zafios chanchullos y todo por criticar.


    La lucha interna entre los numerosos aspirantes por conseguir ser nominados podía ser, lo era de hecho en la ma­­yoría de las ocasiones, más competida y difícil que la de la propia elección. Ser encasillado conllevaba disponer del apoyo de los aparatos y resortes del Gobierno, con todo lo que ello representaba, y como el adversario, si lo había, carecía de él y también del suficiente peso en esos distritos sin dueño, lo más normal es que resultase electo. Ni que decir tiene que a esos aspirantes a ser encasillados lo mismo les daba serlo por un distrito del norte que del sur, del este que del oeste o del centro; el caso era… quedar encasillado.


    LOS CUNEROS


    En el habla popular y en el argot político a estos diputados se les conocía como cuneros. El término era en sí mismo altamente significativo, ya que se utilizaba desde antiguo para designar tanto a los niños que al nacer eran abandonados y confiados a un establecimiento benéfico u orfanato como a los toros que se lidiaban sin hacerse mención de la ganadería a la que pertenecían. Es decir, en ambos casos y ampliado aho­­ra en la política a estas aves de paso: sin filiación conocida, sin raíces.
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    Desde la época isabelina estos diputados cuneros forman una muy larga lista en la que predominan periodistas y jóvenes abogados al servicio de políticos notables, familiares de estos y destacadas personalidades del campo de la cultura y aun de la propia política, sin acomodo en un distrito concreto. Por citar unos pocos ejemplos de personajes relevantes: tres hijos del industrial naviero Eduardo Aznar de la Sota, senador y primer marqués de Bérriz desde 1900, fueron diputados por provincias y distritos diferentes: Alberto, por Marquina (Vizcaya); Luis María por Laredo (Santander) y Eduardo una vez por Marquina, otra por Miranda de Ebro (Burgos) y otra por Ribadeo (Lugo), en este último caso con los mismos votos (5.465) que votantes; el granadino José Canga Argüelles y Villalba, II conde de Canga Argüelles, fue tres legislaturas diputado: una por Alcañices (Zamora), otra por El Burgo de Osma (Soria) y la tercera por Albocácer (Castellón); Joaquín Chapaprieta, presidente del Gobierno de septiembre a diciembre de 1935, fue una vez diputado por Cieza (Murcia), otra por Loja (Granada), otra por Santa María de Órdenes (La Coruña) y dos por Noya (La Coruña), pasando a ser senador vitalicio y, ya en la Segunda República, diputado por Alicante en 1933 y 1936.
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    Estos ejemplos de diputados volanderos de distrito en distrito son solo la punta del iceberg de una realidad a la que no fueron ajenas, sino todo lo contrario, afamadas individualidades del mundo de las letras: Gaspar Núñez de Arce fue diputado seis veces y por cuatro distritos diferentes; Ramón de Campoamor diez y por nueve distintos; el santanderino Marcelino Menéndez Pelayo dos, una por Palma y otra por Zaragoza, y el alicantino José Martínez Ruiz “Azorín” cinco y por tres distritos distintos. Núñez de Arce debió sus actas al Partido Liberal, mientras que los otros tres al Conservador.


    En el caso de Azorín, de las cinco legislaturas en que consiguió el acta —consecutivamente entre 1907 y 1919—, cuatro lo fueron por dos distritos almerienses (Sorbas y Purchena) y la otra, en 1914, por uno de Pontevedra (Puenteareas). Para ser elegido por este último distrito no tuvo ni que acudir a él. Se limitó a escribir un artículo para una revista local y un telegrama de agradecimiento: “Testimonio mi amor a la hermosa tierra gallega y gracias cordialísimas a los buenos correligionarios con quienes comparto el afecto y la admiración al hijo ilustre de Galicia que desempeña la cartera de Hacienda”. Este “hijo ilustre de Galicia” era Gabino Bugallal, conde de Bugallal, diputado ininterrumpidamente desde 1886, recién cumplida la edad requerida de 25 años, hasta 1923 —diecisiete legislaturas y treinta y siete años— por distritos de Pontevedra y Orense. Aquel año de 1914 había fallecido su hermano, Isidoro Bugallal, a quien había cedido cuatro legislaturas la representación del distrito de Puenteareas y debió considerar conveniente ganarse a un Azorín que venía ejerciendo, con notable repercusión, la crónica parlamentaria en el diario ABC.


    Ni siquiera hubo que esperar, en aquel distrito y en aquellas elecciones, al resultado de las urnas. La ley electoral de Maura de 1907 había establecido en su artículo 29, como ya comentamos al analizar la legislación, que cuando el número de candidatos fuese igual al de vacantes en el momento de presentarse las candidaturas —el domingo anterior al de la elección—, automáticamente quedaban proclamados electos. Bugallal se encargó de que Azorín fuese candidato único. Co­­mo se encargó después, en las cinco elecciones restantes has­­ta 1923, de que aquel distrito de Puenteareas fuese para su yerno —el de Bugallal—, cuatro de ellas también por el artículo 29.


    POR EL ARTÍCULO 29


    Ciertamente, este artículo 29 se convirtió en un tren de alta velocidad para las componendas y arreglos entre los jerarcas de los partidos y en cómodo vagón tanto para cangrejos ermitaños como para aves de paso. En las siete elecciones en las que estuvo vigente, setecientos treinta y cuatro escaños —una cuarta parte del total— fueron cubiertos por este medio.
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    En las elecciones de 1916, con el conde de Romanones presidiendo el Gobierno y Santiago Alba como ministro de la Gobernación, y en las de 1923, las últimas de la Restauración, con el Gobierno de concentración liberal encabezado por Manuel García Prieto, marqués de Alhucemas, a más de un tercio de los diputados —ciento cuarenta y cinco y ciento cuarenta y seis, respectivamente— les bastó con ser candidatos. En ambas casi hubo tantos electores privados de poder ejercer su voto —un millón setecientos mil—, como votantes —dos millones— en aquellos distritos y circunscripciones en los que sí hubo elección.


    Todas las provincias tuvieron algún diputado que no tuvo que pasar por las urnas, pero entre ellas hubo notables diferencias. Mientras en Tarragona y en Madrid solo fueron dos diputados —los republicanos Pich y Pon y Caballé Goyeneche, por Gandesa en 1919 y 1920, y el liberal Ballesteros Tejada y el demócrata Ussía Cubas por Chinchón y Getafe, ambos en 1923—, en Salamanca fueron veintiséis; en Lugo veintiocho; treinta en Granada; treinta y cinco en Oviedo; cuarenta y uno en La Coruña y cincuenta y cinco en Pontevedra. En esta última, dos de cada tres de sus diputados lo fueron por el artículo 29 y en el conjunto de las cuatro provincias gallegas casi la mitad de los escaños, el 43%, se cubrieron por este medio.


    Hubo incluso, a nivel nacional, nueve provincias en las que en alguna elección concreta todos sus puestos de diputados se cubrieron de este modo, por lo que sus electores no tuvieron la posibilidad de acudir a votar: en 1910, los nueve diputados por Orense; en 1916, los cuatro por Soria y los cinco por Guadalajara y por Huelva; en 1920, los cuatro por Logroño y en 1923, los cinco por Santander, los ocho por Almería, los nueve por Córdoba y los once por Murcia.


    Llegar a estos acuerdos de reparto en todos los distritos de una provincia debió de requerir no solo de un control prácticamente absoluto de ella, sino también de falta de alternativa de los partidos que quedaban excluidos, de capacidad de negociación y de la aceptación por los dirigentes y caciques locales de los dos partidos del turno —nueve de cada diez de estos diputados pertenecían a ellos— de los puestos que a cada uno les quedaban asignados en la negociación. Es decir, de que a todos ellos se les diera, de alguna forma y en distintos grados, satisfacción. Una satisfacción que podía llegar, también, con otros puestos en ayuntamientos, diputaciones provinciales, Cámaras de Comercio, etc.


    A la hora del reparto siempre se tenía en cuenta, lógicamente, el potencial de cada uno, partiendo para ello de la situación del presente y de las trayectorias anteriores. Así, por ejemplo, mientras en Logroño en 1920, y pese a haber Gobierno conservador, los cuatro escaños quedaron adjudicados, como candidatos únicos, a los liberales, en Murcia, en 1923 y con Gobierno liberal, los conservadores se quedaban con nueve de los once escaños de la provincia. ¿La razón? En Logroño, el Partido Liberal, prolongando la prole política de Sagasta, prácticamente ejercía monopolio —consiguieron, desde 1881, sesenta y ocho de las setenta y seis actas que hubo en esta provincia—, mientras que en Murcia, con Juan de la Cierva Peñafiel como gran cacique y hacedor de diputados, dominaba netamente el Partido Conservador.


    Dado que pasar por las urnas siempre suponía a partidos y candidatos, incluso cuando su elección estaba asegurada, molestias, gastos y una mayor dependencia de las peticiones personales y colectivas de los electores, llegar a acuerdos para evitar competencias entre ellos se convirtió en un objetivo altamente deseado. Aunque algo más atenuadamente que los distritos, las circunscripciones de las grandes capitales tampoco fueron ajenas a estos pactos, arreglos y componendas. Más de la mitad de ellas los llevaron a cabo en alguna ocasión: en tres circunscripciones —Córdoba, Las Pal­­mas y Pamplona— en dos elecciones e incluso en otras —Palma de Mallorca y La Coruña— en tres de las siete convocatorias electorales en que existió esa posibilidad legal. Lo habitual, cuando había tres escaños a ocupar, fueron dos puestos para los liberales y uno para los conservadores, o a la inversa, dependiendo de la fuerza que tuviesen en cada circunscripción.


    También hubo en alguna de esas salomónicas particiones espacio para otros partidos; así, por ejemplo, los tres diputados de Pamplona, en las dos ocasiones en que se produjo este acuerdo de reparto, fueron un conservador, un carlista y un nacionalista vasco; y en Málaga y Las Palmas, un conservador, un liberal y un republicano.


    Hubo diputados, como el liberal Clemente Velasco y el conservador Alejandro Mon Landa y Landa, que estuvieron más de una década en el Congreso sin tener que concurrir a las urnas. Velasco fue seis veces diputado por el distrito salmantino de Ciudad Rodrigo y Mon, por el mismo procedimiento del artículo 29, siete —todas las posibles— por el pontevedrés de La Cañiza. En todo caso no eran, a diferencia de muchos otros, aves de paso por sus distritos. Clemente Velasco, hijo de senador por Badajoz y sobrino de senador vitalicio, pertenecía a una nobiliaria y acaudalada familia con ramas extremeñas y salmantinas y fue alcalde de la ciudad cabecera del distrito, Ciudad Rodrigo. Por su parte Alejandro Mon había nacido en Pontevedra, tenía allí sus propiedades y heredaba el distrito de su padre —Alejandro Mon y Landa—, que lo había representado, hasta ser nombrado senador vitalicio, en nueve legislaturas anteriores.


    En suma, y como ya decíamos, del artículo 29 de la ley de 1907 se beneficiaron, para eliminar competencia y con ella molestias, gastos y peticiones de electores, tanto cangrejos ermitaños, o sus embriones, como aves de paso. No resulta extraño que en el argot popular, para referirse a algo que debe hacerse obligatoriamente, sin posibilidad de discusión ni réplica, haya quedado la frase “¡Por el artículo 29!”.


    LA FAMILIA


    Como hemos visto, sin aproximarse a la familia resulta imposible entender vertientes fundamentales del caciquismo, del político y también de cualquier otro. Las redes caciquiles, en todas las profesiones y actividades, han tenido algunos de sus principales soportes de mantenimiento y de sus vías de ex­­pansión en los entramados familiares. La continuidad de unos mismos apellidos en el ejército, la abogacía, la medicina, la enseñanza, el mundo empresarial y, en definitiva, en cualquier actividad, constituye un continuum temporal que solo queda parcialmente diluido, nunca eliminado, cuando se produce un crecimiento muy notable del número de personas que pasan a ejercer esa actividad o profesión. Los aluviones de masas siempre cuartean los estrechos gremios establecidos.


    Aunque existe, ciertamente, una lógica en las continuidades familiares, estas se acrecientan, en el plano general, cuanto más estáticas son las sociedades y menores posibilidades de trasvase social y profesional ofrecen, y en el plano individual, cuanto mayores son los tiempos de permanencia, los sentimientos y vínculos de pertenencia y la cohesión interna del grupo familiar originario.


    El ambiente en el que se desarrolla la infancia de cada uno tiende a condicionar el camino profesional que se emprende en la juventud y a inclinar, por tanto, la trayectoria de la vida. Es más factible que si uno ha nacido y crecido en un entorno de militares se oriente y encamine hacia la carrera de las armas; si de enseñantes, a la de la enseñanza; si de negociantes, a los negocios; o si de campesinos, a la agricultura y la ganadería. A partir de ahí, a quien comienza a andar ese camino le resulta más fácil encontrar redes de protección y amparo, de recomendaciones y apoyos, porque son los mismos círculos y ambientes —más o menos amplios, pero siempre estrechos— en los que desde antiguo han estado creciendo las ramas de ese viejo árbol familiar. Un árbol que también dio cobijo, y podrá seguir dándolo en el futuro, a otros nuevos caminantes nacidos de otros viejos troncos. El favor que se da un día es favor que puede recibirse en el futuro.


    En este aspecto, como en tantos otros, quienes accedían a la representación en el Parlamento no hicieron otra cosa que trasladar a ese ámbito lo que en el acontecer cotidiano era costumbre y uso. Rasgarse las vestiduras ante actuaciones en la política, cuando esas mismas actuaciones en otras esferas de la vida apenas merecen crítica o se aceptan como inevitable normalidad, tiene no poco de farisaico. A la política se trasladan, desde una perspectiva global y colectiva, los comportamientos y los grados de ética dominantes en el conjunto de la sociedad. Por ello, muy posiblemente, todo estudio en profundidad de las distintas profesiones y actividades revelaría resultados muy parecidos a los que se dieron entre la mayor parte del personal encaminado a la actividad política parlamentaria, con la diferencia, eso sí, de que algunas profesiones son forzadas y poco halagüeñas y, por el contrario, en este ámbito de la política, buscadas y deseadas.


    Si en otras páginas hemos hecho mención a la existencia de numerosas “familias políticas” en cada partido, especialmente en los mayoritarios, ahora nos referimos estrictamente a la familia en el sentido más tradicional y clásico: la de los lazos de sangre y parentesco. Lo primero a destacar es que raros, por infrecuentes, fueron los parlamentarios que no tuviesen parientes… parlamentarios. Y a medida que fue transcurriendo el tiempo del Parlamento, más. La mayoría de los líderes de los partidos gobernantes que no llevaron a sus hijos a los escaños del Congreso o del Senado es, sencillamente, porque o no los tuvieron o, de tenerlos, no fueron varones. Este es el caso de los tres generales —Narváez, Espartero y O´Donnell— que durante la monarquía isabelina ocuparon la jefatura de los tres grandes partidos —Moderado, Progresista y Unión Liberal— y que en varias ocasiones presidieron el Gobierno. Tampoco tuvieron hijos otros presidentes del Consejo de Ministros, como José Posada Herrera, Antonio Aguilar y Correa, marqués de la Vega de Armijo, o el gran líder conservador Antonio Cánovas del Castillo. A algunos de ellos, sin embargo, no les faltaron parientes en el Parlamento.


    LOS CÁNOVAS


    El caso de Antonio Cánovas del Castillo es un buen ejemplo: di­­putados fueron sus tres hermanos —Emilio, Máximo y José—, sus sobrinos —José Cánovas del Castillo y Varona y An­­tonio, José y Jesús Cánovas del Castillo y Vallejo—, su cuñado —Eugenio Espinosa de los Monteros, barón del Solar de Espi­­nosa—, su concuñado —Diego González Conde, marqués de Villa­­mantilla de Perales—… Sin entrar en otros parientes colaterales, a las diecisiete legislaturas del patriarca del clan familiar cabe añadir las veintisiete que sumaron los parientes que hemos citado.


    Los escenarios territoriales de los Cánovas no fueron, sin embargo y contra lo que pudiera pensarse, los de su Málaga natal. Pese a que el líder conservador inició por esa circunscripción, en 1854, su presencia en el Congreso, fue bastantes más veces diputado por Murcia que por Málaga. De hecho, desde que en 1875 pasó a presidir el Gobierno y a encabezar el Partido Conservador nunca dejó —y estamos hablando de ocho elecciones— de obtener acta por Murcia, aparte de duplicarla, desde esa fecha, cuatro veces por Madrid, dos por Málaga y una por Albacete. Por Murcia fueron también diputados sus hermanos Emilio (cuatro veces) y Máximo (dos) –José lo fue por Cuba, formando parte, dada su defensa férrea de la esclavitud, del conocido en ciertos círculos como “partido negrero– y además tres sobrinos.


    La clave para esta adscripción a Murcia hay que buscarla en la familia. En concreto, en su cuñado Eugenio Espinosa de los Monteros, hermano de su primera mujer, y en su concuñado Diego González Conde, marqués de Villamantilla de Perales. El primero poseía seis mil hectáreas en la localidad murciana de Jumilla y junto con el marqués controlaron firmemente —eran conocidos como los “chalecos blancos”— el Partido Conservador y la mayor parte de los distritos de Murcia, especialmente el de Cieza. Para los Cánovas, Cieza fue, por ser el más seguro, el distrito iniciático, puesto que el Cánovas que lo ocupaba, antes de marchar a otro distrito, siempre dejaba hueco al Cánovas neófito. En las nueve primeras elecciones de la Restauración —de 1876 a 1898— Cieza solo conoció como diputado el apellido Cánovas; eso sí, en seis personas diferentes.


    El asesinato del gran patriarca en 1897 debilitó, lógicamente, la impronta del clan, y aunque Murcia siguió siendo territorio de uno de sus más fieles —Juan de la Cierva Peñafiel— y el apellido Cánovas seguía pesando lo suyo, los hermanos buscaron acomodo en el Senado y los sobrinos en otros distritos de Alicante, Zamora y Soria.
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    LOS SAGASTA


    Si el núcleo familiar de Cánovas estuvo muy presente en el Parlamento, todavía lo estuvo más el del líder del Partido Liberal durante los primeros treinta años de la Restauración, Práxedes Mateo Sagasta. A pesar de que solo tuvo un hijo, que murió antes que su padre, y una hija, las redes familiares de quien fue siete veces presidente del Consejo de Ministros son tan extensas políticamente, están tan imbricadas e incluso se prolongan tanto en el tiempo, que hemos considerado conveniente realizar un esquema genealógico (véase cuadernillo). Partiendo de la Genealogía de don Prá­­xe­­des Mateo Sagasta y Escolá que trazó José Luis Sampedro Escolar, recogemos en él únicamente los personajes que tuvieron presencia en el Congreso.


    Treinta y siete actas de diputado acumularon Práxedes Mateo Sagasta, su hijo, su yerno y su nieto, teniendo en cuenta que su hijo, como comentábamos, falleció en edad temprana —en 1894, a los 42 años— y que la dictadura de Primo de Rivera se inició cuando su nieto debutaba en el Parlamento. A esas treinta y siete actas hay que añadir las treinta y cuatro más de sus tíos y primos carnales, las treinta de otros miembros de la familia y las cuarenta y tres de familiares muy directos de los suyos. En total, nada menos que ciento cuarenta y dos actas de diputados tuvieron “sello sagastiano”.


    El ámbito geográfico por excelencia de los Sagasta y sus parientes, los Rodrigáñez y los Salvador, fue Logroño. El control que ejercieron en esta provincia fue tal que más de la mitad de las ochenta y cuatro actas de sus distritos durante la Restauración fueron para miembros de su familia. El otro escenario fue León, con su yerno Fernando Merino Villarino, por una parte, y por otra con la familia de su nieta Ángela, los Alonso Castrillo. Merinos y Alonsos coparon prácticamente las actas de los distritos leoneses de Valencia de Don Juan y de La Vecilla.


    En contraste con la familia de Cánovas, la de Sagasta no solo continuó manteniendo escaños tras la muerte del patriarca en 1903, sino también ministerios. Un sobrino suyo, Tirso, fue ministro de Hacienda en 1911, al tiempo que, por la rama de los Salvador, Amós, que ya había sido dos veces ministro en gobiernos de su tío abuelo, volvió a serlo de Hacienda en 1905, de Instrucción Pública en 1911 y de Fomento en 1915. También lo sería el hijo de este, Amós Salvador Carreras, en su caso de Gobernación, tras el triunfo del Frente Popular en febrero de 1936 y con gobierno de Manuel Azaña, de quien era íntimo amigo. No concluiría con él el listado de ministros provenientes de las raíces familiares de Sagasta, pues un nieto del también diputado Miguel Salvador Carreras —Miguel Boyer Salvador— fue ministro de Hacienda (1982-1985) en el primer Gobierno presidido por Felipe González.
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    LOS MONTERO RÍOS Y LOS ROMANONES


    Si prolífica en escaños fue la familia de Sagasta, prolífica lo fue también la de sus sucesores en la jefatura del Partido Liberal, especialmente en los casos de Eugenio Montero Ríos y de Álvaro de Figueroa y Torres, conde de Romanones.


    Montero Ríos fue ministro en tres ocasiones durante el Sexenio Democrático y un par de veces más en la Restauración, presidiendo el Gobierno unos meses del año 1905. Más próximo a Ruiz Zorrilla que a Sagasta durante el Sexenio, partidario de la separación de la Iglesia y el Estado y clave para establecer la libertad de cultos en la Constitución de 1869 — “Lutero Ríos” le llamó el clericalismo reaccionario—, terminó integrándose en el Partido Liberal de Sagasta, constituyendo con Canalejas y el marqués de la Vega de Armijo el ala izquierda del partido. En el plano que aquí nos interesa debemos destacar su muy tupida red familiar de representación y control político en las cuatro provincias gallegas.


    A diferencia de otros personajes cuyo dominio electoral quedaba limitado, esencialmente, a una provincia, en el caso de Montero Ríos se extendió a toda una región. Por distintos distritos de La Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra fueron diputados él, su hermano, dos hijos, tres yernos y un nieto, totalizando cincuenta y cuatro actas, cifra que no fue notablemente más elevada porque casi todos ellos fueron también durante bastantes años senadores y en algunos casos senadores vitalicios. Por otra parte, los engarces familiares con los Calderón y con los marqueses de Riestra hicieron que el liberalismo gallego se afianzase sobre el eje de Montero Ríos, hasta su muerte en 1914, y posteriormente sobre el de uno de sus yernos, Manuel García Prieto, marqués de Alhucemas.


    Nunca se ha dado el caso en España de que un padre y un hijo hayan ocupado la jefatura del Gobierno, pero sí el de un suegro y un yerno, pues García Prieto también fue presidente del Consejo de Ministros. Y más veces, cuatro —una de ellas en el último Gabinete, el de 1923, previo al golpe de Estado de Primo de Rivera—, y durante más tiempo que su suegro.


    Por lo que hace a otro líder liberal, Álvaro de Figueroa y Torres, conde de Romanones, cabe destacar que ha sido considerado, general y popularmente, prototipo del caciquismo y de la astucia o la pillería política. Su padre, Ignacio de Figueroa, acaudalado empresario, con negocios especialmente de minas, y casado con una aristócrata que aportó al matrimonio más títulos que dineros, había sido diputado durante la época isabelina y en las primeras elecciones de la Restauración —cuatro veces por Guadalajara y una por Puentedeume (La Coruña)—, antes de ser nombrado senador vitalicio. Para él la política fue ante todo herramienta para sus negocios y relaciones; para su hijo, además de esto, pasión de vida. Desde que en 1886 el conde, con 23 años, sustituyendo a Tomás Sancho y sin tener la edad requerida por la ley, fue elegido diputado por Guadalajara, ya no dejó de serlo, aparte de acumular actas por otros lugares, por el distrito de dicha ciudad —cuna familiar por parte materna— durante las dieciséis elecciones restantes de la Restauración. Lo sería también por dicha provincia, ya como circunscripción, en las tres elecciones de la Segunda República y aún se sentaría en los sillones del hemiciclo del Congreso, como procurador de las Cortes franquistas en 1943, en representación de Instituciones Culturales.


    Además de sus 17 actas de diputado durante la Restauración, el conde fue ministro en una decena de ocasiones y en tres presidió el Gobierno. Su influencia política contribuyó también a que dos de sus tres hermanos, José y Rodrigo, fuesen diputados —seis veces el primero y dos el segundo—, al tiempo que su estrecha relación con Alfonso XIII fue determinante para que les fuesen concedidos títulos nobiliarios —a Rodrigo el de duque de Tovar y a otro hermano, Gonzalo, los de duque de Torres y conde de Mejorada del Campo (un hijo de este también sería dos veces diputado)—.
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    De los seis hijos varones de Romanones, solo dos —José María y Agustín, marqués de Santo Floro— faltaron a la cita de los Figueroa en el Congreso. A los dos, por cuestiones de edad, les fue imposible. El primero, militar, murió en la guerra de Marruecos a los 23 años y el segundo tenía 20 cuando Primo de Rivera puso fin al sistema parlamentario. Incluso, y significativamente, en las últimas Cortes de la Restauración, las de 1923, el conde y cuatro de sus hijos formaban parte del Congreso. Algún partido político tuvo menos diputados que los cinco que sumaban allí estos. Para completar “la familia” solo faltó en esa ocasión el yerno, el duque de Pastrana, quien también había sido ya, por cierto, dos veces diputado.


    Sin llegar a los niveles de Romanones, su suegro, Manuel Alonso Martínez, también tuvo larga experiencia en el Congreso —doce veces diputado, por Jaén, Lérida y, sobre todo, Burgos—; en el Gobierno —ministro de Fomento, de Hacienda y de Gracia y Justicia hasta en seis ocasiones— y en los negocios —presidente del Crédito Mobiliario Español y de la Compañía de los Caminos de Hierro del Norte de España—. Tres de sus hijos, además de otro yerno, cuñados por tanto de Romanones, también fueron diputados: Vicente siete veces, Dionisio dos, Lorenzo ocho y el yerno, Gregorio de Jove, cuatro, una de ellas por la Guadalajara de Romanones.


    LOS SILVELA Y LOS MAURA


    Muy similares a estas prácticas de nepotismo de los líderes del Partido Liberal fueron las de los sucesores de Cánovas en el liderazgo del Partido Conservador, especialmente en los casos de Francisco Silvela Le Vielleuze y de Antonio Maura Montaner.


    La saga política de los Silvela se inicia con Francisco Agustín Silvela Blanco, hijo de un afrancesado que tuvo que emigrar a Francia con su familia en 1814, tras volver a España y al trono, una vez concluida la guerra de Independencia, Fernando VII. Francisco Agustín se casó en Francia con una mujer de origen belga —de ahí el apellido Le Vielleuze de sus hijos— y al regresar a España tras la muerte del monarca encontró el apoyo de antiguos emigrados, como Javier de Burgos, ahora en puestos de poder. Entre otros cargos ejerció el de secretario de Fomento en Ávila, lo que le facilitó ser diputado por dicha provincia en cinco legislaturas, llegando a ser ministro en dos ocasiones y, desde 1847, senador vitalicio.


    También fueron diputados sus tres hijos —Manuel, cuatro veces por Ávila; Luis, tres, por Logroño y Salamanca y Francisco, catorce, trece de ellas por Ávila (Piedrahíta)—, cinco nietos y un bisnieto, que totalizaron cuarenta y cinco actas de diputado, varias de ellas por distritos de Ávila.


    De entre todos los Silvela, el más destacado en política fue Francisco Silvela Le Vielleuze, cinco veces ministro y dos veces presidente del Gobierno. Casado con una Loring-Heredia —que en el expresivo e irónico decir de Josep Fontana “significaba poco menos que casarse con el ferrocarril de Córdoba a Málaga (los futuros Ferrocarriles Andaluces)”—, a los setenta y cinco escaños que sumaron los diez Silvela aludidos deben añadirse, circunscribiéndonos únicamente al en­­torno familiar de este líder del Partido Conservador, los nueve de su acaudalado suegro, Jorge Loring Oyarzábal, los dieci­­séis de sus cuñados y tres más de un sobrino.


    Uno de esos cuñados, por cierto, también casado con una Loring-Heredia, era José de Figueroa y Torres, vizconde de Irueste y hermano del conde de Romanones, aunque políticamente adscrito al Partido Conservador de su cuñado Silvela y no al Liberal de su hermano. Cabe destacar asimismo que otra cuñada, Concepción Loring-Heredia, fue la primera mujer que habló en el hemiciclo del Congreso, no como diputada sino como una de las doce componentes de la Asamblea Nacional Consultiva establecida por el dictador Primo de Rivera en 1927 y dependiente por completo del poder ejecutivo —“no ha de ser un Parlamento, no legislará, no compartirá soberanías”, se indicaba en el decreto que la creó—.


    Como hemos visto, el estudio de cualquier familia en la que uno de sus miembros ocupó un papel relevante durante las épocas isabelina, del Sexenio y especialmente de la Restauración tiene mucho de extracción de cerezas de una cesta: tiras de una y van saliendo otras y otras y otras. Cerezas estas, eso sí, nacidas en árboles del mismo huerto. Tal acontece también con el sucesor de Silvela al frente del Partido Conservador, en 1903, Antonio Maura. En páginas anteriores ya hicimos referencia a su pertenencia primero al Partido Liberal, como parte del numeroso grupo que encabezaba su cuñado —trece años mayor que él— Germán Gamazo. Ahora trataremos de indicar tan solo, para apuntalar la tesis que venimos desarrollando, que los hermanos Gamazo —Germán (catorce actas) y Trifino (siete)— y su cuñado Maura (diecinueve) suman cuarenta actas de diputado. Los Gamazo lo fueron por los distritos vallisoletanos de Medina del Campo y de Villalón de Campos y Maura por la circunscripción de Palma de Mallorca.
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    La saga continuó con el hijo de Germán —Juan Antonio—, quien heredó el distrito a la muerte de su padre (siete actas), y con los de Maura: Gabriel (seis), Honorio (una) y Miguel (seis). Este último fue ministro de la Gobernación en el Gobierno Provisional de la Segunda República, formando parte, con Alcalá-Zamora, de la Derecha Liberal Republicana. Otro Gamazo y otro Maura fueron también ministros muchos años más tarde y con ideologías muy diferentes. José María Gamazo y Menglano —nieto de Trifino— fue ministro subsecretario de la Presidencia en el gobierno de Carrero Blanco (1973), mientras que un nieto de Antonio Maura, Jorge Semprún Maura, fue ministro de Cultura (1988-1991) en el gobierno, segunda legislatura, de Felipe González.


    Entre las seis familias citadas, si acumulamos sus actas de diputados, dan para haber completado un Congreso entero y la mitad de otro e, igualmente, con sus puestos de senadores, para haber llenado los asientos del más nutrido de los senados.


    OTRAS SAGAS


    El listado no se acaba desde luego en los ejemplos antedichos. Por el contrario, apenas si llegan a constituir una mínima punta de un inmenso iceberg. Nos hemos limitado, simplemente, a seleccionar unos pocos casos que revisten la característica común de que alguno de sus miembros alcanzó la presidencia del Consejo de Ministros.


    La mayoría de otras familias parlamentarias tuvieron que conformarse con menos: algún ministerio. Y es que, da­­dos los frecuentes cambios ministeriales —más de un centenar de ministros de Hacienda y de Fomento, por ejemplo, en el escaso siglo (1833-1923) que estamos comentando—, es obvio que la mayoría de los diputados que consolidaban escaño terminaban, pronto o tarde, siendo nombrados mi­­nistros, aunque solo duraran en el cargo, como muchos go­­bier­­nos, meses o incluso días. Ese más pronto o más tarde dependía no solo de la hipotética valía personal del nombrado, sino también, muchas veces, de la amplitud e importancia que tuviese “su familia” en el Parlamento. En el Parlamento y en los negocios porque, aunque discrepantes en la tribuna parlamentaria conservadores y liberales, muchos de ellos, los más importantes, coincidían en los Consejos de Admi­­nistración de las entidades financieras y de las compañías ferroviarias, en torno a las cuales giraban los intereses del gran capital.


    Por otra parte, como en cualquier actividad y profesión, hubo familias en las que, en el plano parlamentario al que nos referimos, la primera generación fue la verdaderamente destacada —entre muchos otros casos, la ya citada de Cánovas, las de Espartero, Narváez, Mendizábal, Salmerón, Pi y Margall…—, mientras que las siguientes o desaparecieron o fueron subsistiendo parlamentariamente del esplendor alcanzado por la precedente. En otras fue la segunda o incluso la tercera generación la que catapultó presencias e importancias anteriores —Sagasta, Silvela, Romanones, Canalejas…—, al tiempo que otras —como las de Montero Ríos, Fernández Villaverde, Gasset, Armada…— mantuvieron un similar y elevado tono a lo largo de más de medio siglo.
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    No extrañará, vistas estas endogámicas continuidades fa­­miliares, que en algunas provincias se popularizase el dicho de que España no tenía cuarenta y nueve provincias —Canarias formaba una sola hasta su división en 1927— sino cuarenta y ocho, porque la suya, si quien hablaba era de Pontevedra, pertenecía al marqués de Riestra, si de Guadalajara, al conde de Romanones, o si de Huesca, a Manuel Camo. Claro está que viendo el panorama general a lo largo del siglo que comentamos, y utilizando ese parámetro de continuidad familiar, bien puede concluirse que España quedaba reducida no a las cuarenta y ocho provincias que en algunas se decía, sino a muchas menos.


    Al fin y al cabo, el acta de bastantes distritos llegó a cons­­tituir en la práctica, como vimos, una parte más de la herencia que el político legaba a sus hijos o a sus yernos. Incluso en alguna ocasión en las que el hijo no pudo heredar el distrito —bien por la muerte de su padre antes de que él tuviera la edad para poder presentarse o bien porque ya hubiese perdido su influencia política—, terminó accediendo a él en devolución de antiguos favores del progenitor o para compensarle de pasados agravios.


    Tal fue el caso de quien llegaría a ser ministro de Instrucción Pública en el gobierno del conservador Eduardo Dato, en 1915, Saturnino Esteban de Miguel Collantes. Su padre, Agustín Esteban Collantes, había sido doce veces diputado, desde 1844 hasta su muerte en 1876, por distritos palentinos y ministro de Fomento y de Marina en dos gobiernos moderados previos a la Revolución de 1854, marchando a Francia tras producirse esta. Al regresar a España dos años después y ser nuevamente elegido diputado por el distrito de Carrión de los Condes, fue juzgado, a requerimiento del Congreso y con el Senado convertido en Tribunal, por cohecho y malversación de caudales públicos durante el ejercicio de su cargo de ministro.


    Era la primera vez, también la última, que un ministro era juzgado en España por tal motivo; de ahí que el caso alcan­­zara gran resonancia no solo a escala nacional sino incluso internacional. No había sido la moralidad en la gestión pública, ni en muchos casos lo seguiría siendo, la nota dominante, por lo que el tema —una contrata de 130.000 cargas de piedra para el arreglo de carreteras madrileñas— tenía más de pantalla moralizante del nuevo Gobierno de la Unión Liberal y de vendetta política —en las filas moderadas no faltaban quienes veían con recelo la influencia y la ambición de su compañero de partido— que de otra cosa.


    El acusador en el juicio fue el entonces joven unionista Antonio Cánovas del Castillo. El exministro terminó siendo absuelto, no así tres de sus colaboradores, pero su carrera política, pese a conservar su escaño por Palencia y ser premiado por Isabel II con el marquesado de Bogaraya (1867), quedó truncada.


    Años después, pasadas la Revolución de 1868 y el Sexenio Democrático, restaurados los Borbones en el trono, unidos ya moderados y unionistas en el Partido Conservador y en torno a Cánovas, este, según contó su correligionario el marqués de Lema16, se entrevistaba con su antiguo acusado diciéndole:


    Señor don Agustín, yo le estoy muy agradecido por la conducta noble que ha seguido usted [...]. Usted y yo hemos olvidado las diferencias que nos separaron en otro tiempo, pero el público no las ha olvidado. Usted y yo no podemos figurar en el mismo ministerio. Yo, en cambio, le ofrezco otra cosa que satisfará a su corazón de padre. Su hijo de usted (a la sazón muy joven) vendrá conmigo y yo le ofrezco hacerle su carrera. Usted, por su parte, puede elegir la legación que sea de su agrado.


    Desconozco si don Agustín tuvo tiempo de elegir alguna legación, pues murió ese año, pero su hijo Saturnino fue diputado de inmediato, en 1876, por un distrito que le era lejano y extraño —el de Inca, en Baleares—, obteniendo además tantos votos (7.608) como votantes hubo. Ciertamente… ¡la familia! Y en torno a ella, la larga cadena de antiguos favores realizados y de agravios sufridos que, de alguna forma y en alguna ocasión, fueron compensados.


    Sentarse en la primera fila para contemplar un espectáculo no garantiza comprenderlo mejor. Tampoco cuando se trata de comentar el tiempo en el que se vive. No obstante, el cronista parlamentario de ABC, Wenceslao Fernández Flórez —había sustituido a Azorín en ese menester—, escribía con agudeza de fino analista y estilo de buen escritor: “Cuando escribimos estos renglones, aún no se vulneró aquel precepto de que la nación no puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona. Aún no es, en efecto, de una sola familia, es de unas cuatro o cinco, que tienen hijos, yernos, tíos, primos, sobrinos, nietos y cuñados en todos los puestos y en todas las Cámaras”. Y, después de aquella crónica parlamentaria de Fernández Flórez de noviembre de 1916, lo siguió siendo.


    BLASONES, ESPADAS, TOGAS Y PLUMAS


    Con alborozo burgués escribía en 1836 el progresista Fermín Caballero en Fisonomía natural y política de los procuradores en las Cortes de 1834, 1835 y 1836 que en el Estamento de Procuradores “solo hubo siete condes, trece marqueses y un vizconde, mientras que había tres Álvarez, siete Fernández, tres Garcías, dos Gómez, cinco González, dos Gutiérrez, tres López, dos Martínez, tres Pérez, tres Rodríguez, dos Ruiz y dos Vázquez”. Mucho apellido corriente, por tanto, y escasos blasones nobiliarios en el estamento “popular” de aquellas primeras Cortes de 1834, las del Estatuto Real, que ponían fin al absolutismo y reiniciaban el camino había el liberalismo.


    Llevado por su euforia, omitía Caballero que todos aquellos Martínez, Garcías y Fernández se encontraban entre la muy exigua población con rentas superiores a los 12.000 reales anuales y, sobre todo, olvidaba que la alta nobleza no precisaba de aquel Estamento, pues, como ya dijimos al comentar las leyes, tenía asiento reservado y de privilegio en el de los Próceres.


    VIEJOS Y NUEVOS BLASONES


    La realidad, no obstante, es que la nobleza no solo iba a perpetuarse por ley en el Senado, sino que, salvo en parte durante las tres efímeras Cortes del reinado de Amadeo de Saboya y muy especialmente en las también muy breves de la Primera República, siempre tuvo a muchos de sus miembros en las bancadas del Congreso desde aquellos inicios de 1834 hasta 1923. Bien puede decirse que, en cierta manera, a la hora de acomodar a algunos de sus miembros, la nobleza fue haciendo del Parlamento un escenario sustitutivo de la Iglesia. Si durante los siglos precedentes fue harto frecuente destinar a sitiales eclesiásticos a segundones y tercerones de las casas nobiliarias, y a buena parte de los bastardos de la realeza, ahora esa salida encontraba un nuevo cauce en el Parlamento.


    La presencia nobiliaria en este nuevo poder en auge servía, como había servido antaño con aquel viejo poder ahora en relativa decadencia, tanto para hacer patente como para incrementar el prestigio y la influencia de los individuos concretos que pasaban a integrarlo y los del conjunto del clan familiar al que pertenecían. El hecho, por otra parte, de que el Parlamento no precisase renuncias del tipo de las dadas con la incorporación a la Iglesia, ni dedicación a él de por vida, conllevó que no solo, ni especialmente, segundones o tercerones del linaje tuvieran interés en acceder a él.


    Es altamente significativo que las diez casas nobiliarias españolas más antiguas e importantes, por las hectáreas poseídas y por el número de títulos acumulados —doscientos, y entre ellos una tercera parte de los ducados existentes—, tuvieran a algunos de sus miembros en el Congreso de los Diputados. Y no solo, que también, a segundones, sino a los jefes del tronco familiar y del linaje.


    Diputados fueron el XVII duque de Alburquerque, Miguel Osorio y Martos; el IV duque de Fernán Núñez, Manuel Felipe Falcó y Osorio d´Adda y Gutiérrez de los Ríos; los XV y XVII duques del Infantado, Mariano Téllez-Girón y Beaufort Spontin y Joaquín de Arteaga y Echagüe; el XVII duque de Medinaceli, Luis Fernández de Córdoba y Salabert; los XII y XIV duques de Osuna, Mariano Téllez-Girón y Beaufort Spontin y Luis Téllez-Girón y Fernández de Córdoba; así como los XV, XVI y XVII duques de Alba. En el caso del último de estos duques, Jacobo Fitz-James Stuart Falcó Portocarrero y Osorio —cinco veces duque, veintisiete marqués, nueve conde, vizconde, conde duque, condestable, barón, señor y quince veces grande de España—, además de ser diputado una vez por Lalín (Pontevedra) y cuatro por Illescas (Toledo), formó parte de la Asamblea Consultiva de 1927, con la dictadura de Primo de Rivera, y de las Cortes de la dictadura franquista en 1943, tras haber sido ministro unos años antes en la “dictablanda” del general Berenguer (de febrero de 1930 a febrero de 1931). Lo mismo —Congreso de la Restauración, Asamblea Consultiva del 27 y Cortes franquistas, pero sin ministerio— el XVII duque del Infantado, Joaquín de Arteaga y Echagüe.


    Para completar las diez grandes casas nobiliarias, es preciso indicar que la de Villahermosa contó como diputado con José Antonio Azlor de Aragón Fernández de Córdoba, grande de España e hijo del décimo tercer duque de este linaje; la de Peñaranda, con los Fitz-Stuart, con quienes, a mitad del siglo XIX, había enlazado —las endogamias nobiliarias tienen poco que envidiar, en cuanto a intensidad, a las endogamias de las monarquías—; la de Medina Sidonia, y títulos anejos, tuvo a siete Álvarez de Toledo en el Congreso, mientras que la de Borbón estuvo presente en cinco legislaturas de la época isabelina y de la Restauración, en la Asamblea Consultiva de 1927 y en tres de las del franquismo por designación del jefe del Estado.


    El apellido, por otra parte, más repetido en el Congreso español ha sido el de Fernández de Córdoba —diecinueve individuos diferentes—, que, desde 1711, tras suceder a los de la Cerda, y hasta el 2014, con el paso a los Hohenlohe, ha tenido como núcleo central de muchos otros títulos al Ducado de Medinaceli.


    No solo la nobleza de vieja cepa medieval estuvo presente en el Congreso. También la de nuevo cuño. Desde la muerte de Fernando VII (1833) hasta el destronamiento de Alfonso XIII (1931) la realeza creó trescientos sesenta y siete títulos nobiliarios de los que doscientos quince fueron marquesados y cuarenta y tres ducados.


    Durante el reinado isabelino, incluidas las regencias de su madre, María Cristina de Nápoles, y de Espartero, la monarquía premió especialmente a militares, correspondiendo a las deudas con ellos contraídas por su decisiva actuación para que Isabel II pudiera acceder al trono y por su posterior predominio en la dirección política. Duques pasaron a ser, y con ellos sus sucesores, los generales Baldomero Espartero, duque de la Victoria; Ramón María Narváez, de Valencia; Leopoldo O´Donnell, de Tetuán; Francisco Serrano, de la Torre; y José Rebolledo de Palafox, de Zaragoza. Y marqueses, Antonio Ros de Olano, de Guad-el-Jelú; Domingo Dulce, de Castell-Florite; Juan Prim, de los Castillejos; Juan González de la Pezuela, de la Pezuela; Francisco Armero, de Nervión…


    No faltaron tampoco banqueros, comerciantes e industriales, entre ellos José de Salamanca, marqués de Salamanca, y Francisco Javier Fontanellas, marqués de Casa Fontanellas; políticos —Pedro José Pidal, Felipe de Canga Argüelles, Luis Sartorius, Carlos Marfori…— y, sobre todo, parientes de la reina madre María Cristina, tras su segundo matrimonio morganático con Fernando Muñoz, convertido en 1844 en duque de Riánsares. Al menos quince títulos nobiliarios recayeron en la familia Muñoz.


    Si la monarquía isabelina concedió ochenta y nueve títulos de nobleza, Amadeo de Saboya, en sus dos años de reinado, concedió treinta. Predominaron entre los agraciados industriales y comerciantes —por ejemplo, los Urquijo, los Teverga y los Pickman—. Por su parte, Alfonso XII, a lo largo de sus diez años de reinado, otorgó cincuenta y uno, premiando, sobre todo, además de a parientes y servidores, a aquellos militares y políticos que habían contribuido notablemente a la restauración de la monarquía borbónica y, en consecuencia, a ponerle a él en el trono.


    Casi doscientos títulos —ciento noventa y siete— fueron otorgados por la regente María Cristina de Habsburgo y por su hijo Alfonso XIII, destacando los ducados concedidos a las viudas de los presidentes de Gobierno asesinados —Cánovas, Canalejas y Dato—, a los sucesores de Antonio Maura, a los hermanos del conde de Romanones o a militares como Valeriano Weyler —marquesado de Tenerife y ducado de Rubí— y el hijo de Arsenio Martínez Campos —marquesado de Martínez de Campos y ducado de Seo de Urgel—.


    En todo caso, y en lo que aquí fundamentalmente nos interesa, más de la mitad de estos nuevos nobles accedieron en alguna ocasión al Congreso, no faltando quienes, proviniendo del mundo industrial, del comercio y de las finanzas, multiplicaron miembros de la familia y actas en el Congreso. Tales los casos, entre otros, de los granadinos Agrela, condes de Agrela; de los asturianos García-San Miguel, marqueses de Teverga; de los almerienses Abellán, marqueses de Almanzora; de los Chávarri vizcaínos, marqueses de Chávarri; o de los alaveses Urquijo, marqueses de Urquijo y de Bolarque.


    No faltaron tampoco quienes, como el carlista valenciano Joaquín Manglano, marqués de Altamira de la Puebla, ocuparon escaño no solo en las Cortes de la Restauración (1919), sino también en las de la Segunda República (1933) y en las del franquismo (1943, 1952, 1955, 1958, 1961 y 1964) o quienes, como el teniente general Francisco Gómez-Jordana, conde de Jordana, lo hicieron solo en la Asamblea de Primo de Rivera (1927) y en las Cortes franquistas (1943).


    Si Fermín Caballero se vanagloriaba de que en el primer Estamento de Procuradores de 1834 “solo hubo siete condes, trece marqueses y un vizconde”, casi un siglo después, en las últimas Cortes de la Restauración, la presencia nobiliaria, lejos de disminuir, se había duplicado. En aquel Congreso de los Diputados de 1923 tomaron asiento, al menos, diecisiete condes, veintiséis marqueses, tres vizcondes y un duque.


    Esta dinámica continuista de elevado número de nobles en el Congreso solo quedó truncada en las Cortes de los breves periodos republicanos. En el caso de la Primera Repú­­blica, por el rechazo de la mayoría de los monárquicos a presentar su candidatura; en el de la Segunda, por los cambios sociopolíticos acontecidos sobre todo en la década precedente y, no en pequeño grado, por el cambio en la legislación de los distritos uninominales a las provincias, con la consiguiente mayor dificultad de aquellos señores y caciques “de campanario” para controlar territorios más amplios.


    También las “espadas” —los militares— tuvieron permanente representación en el Congreso. Especialmente, claro está, durante la época isabelina y en los inicios del Sexenio Democrático, dado que, en ambos casos, los militares fueron máximos protagonistas.


    DE LOS MILITARES A LOS ABOGADOS


    Todas las guerras y todos los pronunciamientos triunfantes hacen generales —“o caja o faja”, decía Prim—, y esos generales, robustecido su poder y su prestigio, muestran tendencia a cobrarse las victorias. En vías de consolidación del liberalismo parlamentario, ese cobro también fue político. Los siete años de la primera guerra carlista dieron paso a la asunción de la regencia por un general —Espartero— y posteriormente a gobiernos mayoritariamente encabezados, o dependientes en grado sumo, de un “espadón”. Por su parte, el pronunciamiento triunfante —“revolución”— de 1868 dio paso a un Gobierno provisional presidido por el general Francisco Serrano, con el general Juan Prim como ministro de la Guerra y con el almirante Juan Bautista Topete como ministro de Marina.


    El elevado número de generales diputados durante el reinado isabelino y buena parte del Sexenio Democrático —Espartero, Narváez, O´Donnell, San Miguel, Lersundi, Gutiérrez de la Concha, Rodil, Ros de Olano, Dulce, Echagüe, Luis y Fernando Fernández de Córdoba, González de la Pezuela, Zabala, Topete, Prim, Serrano, Contreras…— no mantuvo la misma línea de continuidad a lo largo de la Restauración, si bien, aunque disminuyendo notablemente su presencia, la mayoría de los generales más destacados, además de ser recompensados con títulos nobiliarios, obtuvieron escaño en el Congreso: Joaquín Jovellar, Manuel Pavía, Arsenio y Ramón Martínez Campos, Francisco Javier Girón, José López Domínguez, Camilo García de Polavieja, Joaquín Fanjul, Marcelo Azcárraga, Fernando Primo de Rivera…


    Aunque, como vemos, no escasearon en el Congreso ni los títulos nobiliarios ni las espadas, lo que más abundaron en él, y de forma paulatinamente creciente —ya en los finales de la época isabelina la mitad de los diputados eran abogados—, fueron las togas.


    La profesión de abogado resultaba especialmente útil, al menos en un doble sentido. Por un lado, para el desarrollo específico de la labor en el Parlamento; por otro, para, con esos conocimientos legales, reforzar su valimiento entre los electores y, por tanto, las posibilidades de resultar electos. De ahí que, al observar trayectorias de familias parlamentarias, sea razonable pensar que encaminaron a alguno de sus hijos a la abogacía como medio para facilitar su acceso a la política. Esto es, que fueron abogados porque previa y estratégicamente la familia había decidido que fueran políticos.


    Si durante la etapa isabelina apenas hubo abogados al frente del Gobierno —Joaquín María López, Joaquín Francisco Pacheco y Juan Bravo Murillo como principales excepciones y todos ellos menos de un año17—, durante la Restauración sucede todo lo contrario. Los Cánovas, Silvela, Montero Ríos, Canalejas, Maura, Romanones, Bugallal, García Prieto, etc., tenían, entre otros puntos en común, el de ser abogados y en no pocos casos con los bufetes más acreditados. Por el contrario, y lógicamente, solo de manera tan esporádica como breve algunos militares —Jovellar, Martínez Campos y Azcárraga— llegaron a presidir el Gobierno.


    Significativo de esa mayoritaria presencia de abogados, no solo al frente del Gobierno sino también en el Congreso, resulta el hecho de que prácticamente la totalidad de los presidentes de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación fuesen diputados. Y no estamos hablando ni de un escaso número —desde 1836 a 1923 hubo cuarenta y dos presidentes diferentes—, ni de una presencia parlamentaria ocasional, pues totalizaron a lo largo de sus carreras políticas cerca de cuatrocientas actas: los asientos de un Congreso entero.


    El Congreso se convirtió así, en buena medida al menos, en una prolongación de las Facultades de Derecho, de los Juzgados y de la propia Academia de Jurisprudencia en la que muchos de ellos habían hecho prácticas de oratoria. En contraste con la oratoria militar —de Prim se escribió que era “tan centelleante en el banco azul como en el campo de batalla” y de Seoane que “toma las legislaturas por campaña y el salón de las Cortes por campos de batalla” —, la de los abogados estuvo plagada de cultivada y ampulosa retórica.


    La elocuencia de parlamentarios como Nicolás Salmerón o, sobre todo, de Emilio Castelar tuvo larga prolongación, con mayor o menor acierto, pero con similares patrones de estilo. Un estilo que solía incluir como preámbulo la falsa modestia —“No pensaba yo intervenir porque hay aquí Señorías mucho más cualificadas que mi humilde persona”—, para seguir con una torrentera de preguntas retóricas —¿Qué pensarían sus Señorías…? ¿Qué dirían nuestros antepasados…?— con argumentos plagados de una cascada de adjetivos y, en no pocos casos, como el de Cristino Martos, para concluir con un broche grandilocuente y apocalíptico: “El Gobierno debe dejar el poder y si no lo deja… que Dios no nos deje de su mano”.
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    Todos estos discursos, claro está, iban acompañados —y en esto radicaba el mayor o menor éxito del orador— de rítmicas inflexiones en el tono de la voz, de estudiadas pausas y de elocuentes gestos corporales. No es extraño por ello que Francisco Giner de los Ríos escribiera en tono muy crítico: “Esa manía de la oratoria en que, con rara excepción, tanto los abogados sobresalen convierte al Parlamento en […] vistoso espectáculo”, al tiempo que destacaba como uno de los más graves problemas “el influjo de nuestra Facultad de Derecho sobre la educación política de la nación”. Años más tarde, en las primeras Cortes de la Segunda República, las de 1931, José Ortega y Gasset, diputado en ellas por la Agrupación al Servicio de la República, diría: “Hay, sobre todo, tres cosas que no podemos venir a hacer aquí: ni el payaso, ni el tenor, ni el jabalí”.


    No han faltado, sin embargo, ni diputados “tenores”, ni “payasos”, ni “jabalíes”, estos últimos así denominados por ser dados a montar gresca y a interrumpir ruidosamente a quien estaba en el uso de la palabra. Ni han faltado en el pasado ni faltan ahora. Tampoco los mudos, término aplicado, obviamente, a quienes no despegaron la boca o, más exactamente, lo hicieron tan solo para decir una de estas tres palabras: sí, no o abstención. O bien, como se decía jocosamente de un diputado de la Restauración y como colofón a un estruendoso estornudo en el hemiciclo, estas otras tres: “Jesús, María y José”.


    ¿EL OJO DEL PUEBLO?


    Abundantes fueron también en el Congreso los hombres de la pluma. A las grandes figuras de la literatura y el pensamiento que citábamos entre las aves de paso de los partidos del turno —Núñez de Arce, Campoamor, Menéndez Pelayo, Azorín o el premio nobel Jacinto Benavente—, cabe añadir, durante el Sexenio Democrático y en las filas del Partido Radical de Ruiz Zorrilla, al también premio nobel José Echegaray —tres veces diputado y dos ministro—, quien, antes de ser nombrado senador vitalicio, volvería a ejercer ambos cargos, abandonado ya su republicanismo, durante la Restauración y con el Partido Liberal.


    Diputados fueron también los republicanos Benito Pérez Galdós, cuatro veces; Joaquín Costa, una; Hermenegildo Giner de los Ríos, cuatro; Vicente Blasco Ibáñez, seis, y Gumersindo de Azcárate, once. Salvo Azcárate, que lo fue por el distrito de León, todos los demás lo fueron por circunscripciones plurinominales —Madrid, Barcelona, Zaragoza y Valencia—, en las que las posibilidades de los candidatos republicanos eran notablemente superiores. Ya en las Cortes republicanas de 1931 lo serían otros afamados intelectuales como José Ortega y Gasset, Miguel de Unamuno y Ramón Pérez de Ayala.


    Aparte de estas notabilidades nacionales, otros escri­­tores de menor rango también accedieron al Congreso, en virtud sobre todo de su labor e influencia periodística. La prensa —“el ojo del pueblo” la llamaron en sus inicios los revolucionarios liberales— se había ido convirtiendo en la principal herramienta de propaganda política y de expansión de influencia. No es solo que abundaran los periódicos caracterizados como órganos de las distintas tendencias y familias políticas a escala nacional, sino también que en cada una de las provincias sus diferentes prohombres políticos tu­­vieron su propio periódico. En ocasiones escribiendo ellos mismos, pero mayoritariamente siendo sus propietarios y con periodistas a su servicio.


    Un servicio que podía pasar, en muy poco tiempo, de una tendencia ideológica y de un benefactor a otra y otro. Tal era el caso, por ejemplo, entre otros varios similares, de José Luis Albareda, quien, tras escribir en El Contemporáneo del moderado González Bravo, pasaba a hacerlo en la Revista de España del liberal Sagasta. En ambas etapas periodísticas e ideológicas accedió al puesto de diputado por diferentes distritos —como ave de paso—, al de senador vitalicio e incluso, con Sagasta al frente del Gobierno, a un par de ministerios.


    Campañas periodísticas hubo que contribuyeron decisivamente a derribar gobiernos, pero también las hubo que terminaron aupando a sus autores a presidirlos. Tal fue el caso de Luis Sartorius quien, desde las páginas de su periódico, El Heraldo, combatió acremente la regencia de Espartero, lo que le valió para ser diputado en 1843; después, tras la caída del regente ministro de la Gobernación y “hacedor de resultados electorales” con Narváez, y posteriormente presidente del Consejo de Ministros en 1853. Su actuación al frente del Gobierno —malversación de caudales públicos en beneficio propio y del padrastro de la reina, el duque de Riánsares; cierre de las Cortes, gobierno por decretos y suspensión de la prensa, salvo La Gaceta Oficial y el suyo, El Heraldo— motivó la sublevación de Vicálvaro en 1854, con la consiguiente caída de los moderados y su sustitución por progresistas y unionistas.


    No obstante, las dos familias más influyentes del periodismo español en los finales del siglo XIX y el primer tercio del siglo XX fueron la de los Gasset y la de los Luca de Tena.


    Eduardo Gasset y Artime, en la antesala de la Revolución de 1868, fundó y dirigió El Imparcial, periódico vinculado al liberalismo, que durante décadas fue el de mayor tirada en España y el más influyente políticamente. A su muerte, tras sucederle en la dirección su hijo Rafael, el maurista Javier Martínez de Bedoya, comentando la actuación de Antonio Maura en su primer ministerio de la Gobernación, se dolía de la fortísima campaña de prensa contra el ministro, achacándola a la indignación de “Rafaelito, así se le llamaba en los círculos políticos que él frecuentaba” por no haberle facilitado Maura “las cuatro o cinco actas, casi todas en La Coruña, a las que estaba acostumbrado a cambio de su benevolencia periodística”. A tenor de los resultados de aquellas elecciones de 1903 no hizo falta que el ministro le facilitara las actas pues, aun teniéndolo en contra, tres hermanos Gasset Chinchilla —Eduardo, José y el propio Rafael—, más su cuñado, José Ortega Munilla, fueron diputados por la circunscripción de La Coruña y por los distritos coruñeses de Santa María de Órdenes, Noya y Padrón.


    Los Gasset, en torno a El Imparcial y unidos familiarmente con los Ortega, constituyeron una de las sagas más relevantes no solo periodística sino también, con epicentro en La Coruña, políticamente. Treinta y una legislaturas sumaron los tres directores de El Imparcial: Eduardo, el fundador, su hijo Rafael y su yerno, José Ortega Munilla. A ellas hay que añadir otras treinta más de otros hijos y de los nietos —incluido José Ortega y Gasset, diputado en 1931— del iniciador del periódico y de la saga.


    Lo que fue al Partido Liberal, y al liberalismo en su conjunto, El Imparcial, lo fue al conservadurismo el ABC. Fundado más tardíamente, en 1903, por Juan Ignacio Luca de Tena y Álvarez Osorio —familia de empresarios andaluces con negocios fundamentalmente en el aceite de oliva—, fue reemplazando en las preferencias de los sectores acomodados a El Imparcial y convirtiéndose en el principal baluarte monárquico a nivel de prensa. No es extraño por ello que Alfonso XIII, en 1929, concediera al fundador y director del diario el título de marqués de Luca de Tena.


    Como los Gasset, varios Luca de Tena —cinco en concreto y ocho legislaturas— también fueron diputados durante la Restauración, pero a diferencia de aquellos, varios de cuyos miembros marcharon al exilio tras la Guerra Civil, tres Luca de Tena continuaron teniendo asiento en las Cortes franquistas y uno, Guillermo, en las primeras Cortes tras la muerte de Franco, las de 1977, al ser elegido por el rey Juan Carlos I entre los 41 senadores que la Ley para la Reforma Política le concedió designar.


    Blasones, espadas, togas, plumas… ¿y las sotanas?


    SOTANAS Y REVERENDÍSIMOS


    Las “sotanas” no estuvieron presentes en el Congreso de los Diputados desde 1837 a 1931, no así en el Senado, porque las leyes excluían a los clérigos de entre los elegibles. Sí pudieron serlo en los primeros años del liberalismo; es más, en las Cortes de Cádiz de 1812 prácticamente una tercera parte de sus diputados eran eclesiásticos. La legislación de la laica, y tan denostada por muchos de ellos, Segunda República vol­­vió a concederles el derecho a ser electores y elegibles. Solo once, de los más de mil cuatrocientos escaños correspondientes a las tres legislaturas de la Segunda República, fueron ocupados por eclesiásticos.


    El hecho de que durante casi un siglo los miembros del clero no pudiesen por ley formar parte del Congreso no quiere decir, sin embargo, que no influyeran ni intervinieran en las elecciones. La Iglesia, aunque había perdido buena parte de su poderío económico con las desamortizaciones, siguió siendo, a lo largo del periodo que estamos comentando, un gran poder en España. Entre otras cosas porque mantenía la influencia mediática de la palabra en el púlpito y el confesionario y porque disponía de lo que todo poder, para serlo en la práctica, necesita: ser percibido y visualizado por aquellos sobre quienes se ejerce como una realidad no le­­jana y distante, sino cercana e inmediata. El Estado iba paulatinamente acrecentando burocracia y servidores; la Iglesia los tenía desde hacía siglos, porque no hubo pueblo sin iglesia, ni iglesia sin cura.


    Esa influencia, acumulada y perpetuada desde siglos, iba a estar presente, cómo no, en las contiendas electorales de los distintos distritos. Con suma frecuencia, en las actas protestadas y en general en la prensa de las distintas provincias, se hace mención a las intervenciones de sacerdotes en favor de uno u otro candidato. Me limitaré a dos ejemplos de una misma provincia, altamente significativos, cuyos datos más esenciales extraigo de lo que fue tesis doctoral de Margarita Caballero Domínguez sobre las Elecciones en la provincia de Soria durante el reinado de Isabel II.


    En las elecciones por el distrito de Soria de 1864 un empleado del Gobierno Civil, Patricio Peñalver, remitía una carta al cura de un pueblo de ese distrito indicándole que “siendo el candidato ministerial por esta capital D. Rafael Ramírez de Arellano vien (sic) conocido en esta Provincia por los servicios que ha prestado a la misma sugeto (sic) de muchas influencias, en especial con el actual ministerio de ideas sumamente moderadas hoy interesado en que salga diputado”. Destacaba a continuación que le constaba que


    tiene V. feligreses que son electores y que tal vez podía V. persuadirlos como cosa suya a que emitan su voto a favor de dicho Sr. Arellano y esto les tendrá mucho más cuenta por ser bien al gobierno y con ello más fácil de conseguir cualquiera veneficio (sic) que se les ofrezca en el Gobierno de la provincia18.


    Para que fuese más convincente su actuación ante esos feligreses-electores y para que él, como autor de la carta y empleado del Gobierno, quedase a cubierto añadía:


    […] al dirigirme a V. con la presente no es para que haga V. ver que es cosa mía, sino que es interés de V. pues ya puede V. comprender cuan fácil es hacer ver a los electores la ventaja que les puede reportar servir al candidato del Govierno (sic) que no al de oposición.


    Al tiempo que detallaba algunos de los beneficios que ese voto podría reportarles:


    […] si alguno de ellos tuviese algún asunto pendiente en las oficinas o el ayuntamiento no tenga V. reparo en decirles que esta es la ocasión propia para ventilarlo, esto se lo dice V. como cosa suya, y si le prometen a V. servirle estimaré me lo conteste V. y con ello me complacerá.


    Cuando Peñalver escribía esta carta, hacía unos meses tan solo que se había publicado la ley de sanción penal por los delitos electorales a la que hicimos referencia, por lo que este empleado del Gobierno, consciente de que incurría de lleno en tal tipo de delitos, pedía suma cautela al cura en su posdata final:


    P.D. Después de enterado de esta la rompe V. porque como empleado no me es permitido escribir a nadie para elecciones, pero cuando lo hago a V. es porque tengo confianza y porque de conseguir uno o dos votos en veneficio (sic) del Govierno (sic) puede reportarme veneficio del Gobierno y este servicio me lo hace V. a mí y yo quedo obligado a la correspondencia con V. y con los que le ofrezcan serbir al Governador (sic), disimule V. esta libertad de su antiguo servidor Peñalver.


    Ignoramos si aquel sacerdote puso mucho, poco, o ningún afán en conseguir ese par de votos, lo que es evidente es que no destruyó la carta. ¿Cuántas más de este tenor escribirían todos los Peñalveres que, en los gobiernos civiles y en sus entornos, han sido? ¿Y a cuántos de los muchos curas que también han existido llegarían?


    Unos años antes, en 1858, por el distrito soriano de El Burgo de Osma se presentaban dos candidatos, Víctor Arnau, rector de la Universidad de Barcelona, y Manuel Ruiz Zorrilla, rico hacendado de El Burgo, y más tras su matrimonio. Aunque ninguno de los dos había sido todavía diputado —Ruiz Zorrilla acababa de cumplir la edad mínima requerida para serlo, 25 años—, la contienda parecía en principio harto desigual ya que Arnau era el candidato ministerial y contaba con el firme apoyo del ministro de la Gobernación, José Posada Herrera, el “Gran Elector”. El distrito de El Burgo de Osma tenía, no obstante, una peculiaridad: la villa de El Burgo era la sede episcopal de la provincia y su obispo tomó partido por el joven Ruiz Zorrilla.


    No estaban unidos, desde luego, por lazos ideológicos. El obispo, Vicente Horcos Sanmartín, era un conservador recalcitrante y peleón, lo que le había llevado unos años antes, en el Bienio Progresista, a dirigir al Gobierno una exposición de protesta por la secularización de los bienes eclesiásticos en tales términos que motivaron su destierro a Tenerife. En las elecciones anteriores había apoyado al candidato granadino de origen asturiano, José Canga Argüelles y Villalba, II conde de Canga Argüelles, director del periódico La Regeneración, que se postulaba “católico antes que político; político en tanto que la política conduzca al triunfo práctico del catolicismo”, y que años más tarde, tras la Revolución de 1868, se adhirió al carlismo. Por el contrario, Ruiz Zorrilla era un progresista avanzado que llegaría a liderar el Partido Radical, a presidir el Gobierno en dos ocasiones durante el reinado de Amadeo de Saboya y a conspirar en pro de la república desde su exilio en París, Londres y Bruselas, tras la restauración de la monarquía borbónica.


    Lo que unía al obispo conservador con aquel progresista radical eran lazos de amistad con su familia y con él mismo —ha­­bía sido su padrino de boda y acababa de bautizar a su hijo— y una manifiesta inquina al Gobierno, ahora de la Unión Liberal, acentuada tras su destierro. Aunque los candidatos, como decíamos, eran Arnau y Ruiz Zorrilla, la verdadera pugna estaba entre el obispo Horcos y el ministro de la Gobernación, Posada Herrera. La abundante correspondencia del gobernador, Luciano Quiñones de León, con el ministro revela cómo lo que en principio consideraban una elección segura se iba complicando paulatinamente, impulsándoles a incrementar aún más los medios de presión —inspectores de Hacienda, de montes y fuerzas de orden público, incluso llegaron a barajar la posibilidad de prender a Ruiz Zorrilla—.


    Pocos días antes de la elección, el gobernador hizo que se desplazaran a la capital electores de El Burgo para entrevistarse con ellos. Enterado el obispo de ese viaje trató de sonsacar, con la proverbial sutilidad eclesiástica, lo allí tratado y los compromisos adquiridos. La contestación de uno de esos electores le dejaba las cosas claras: “No se preocupe Su Ilustrísima, que las palabras han sido para el gobernador, pero los votos serán para el obispo”. Y lo que contaba, claro está, eran los votos. ¿Resultado? Perdió el ministro, ganó el obispo: Ruiz Zorrilla, y no Arnau, fue diputado. Al fin y al cabo, la torre de la catedral era mucho más alta y estaba mucho más enclavada en El Burgo de Osma que la ambulante casona del Gobierno Civil en Soria.
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    Ciertamente, no todos los distritos tenían sede episcopal ni quizás obispos electoralmente tan combativos, pero las mitras, los solideos y las sotanas, aun sin figurar en las candidaturas, no deben quedar excluidas, desde luego, a la hora de tratar de explicarnos influencias y caciquismos en las contiendas electorales.


  



  
    Capítulo 5


    EL SENADO


    De las ocho constituciones habidas en España, solamente dos, la de 1812 y la de 1931, establecieron una única cámara legislativa; las otras seis, un sistema bicameral. Dada la escasa duración en el tiempo de las dos constituciones citadas, el Senado ha sido, por tanto, una constante, con continuidad desde 1834 hasta 1923 y desde 1977 hasta el presente.


    En los sistemas representativos, ante la imposibilidad de que todos los ciudadanos estén presentes en la asamblea legislativa, la existencia de una Cámara no necesita de argumentación. La de dos Cámaras, sí. ¿Para qué una segunda cámara como parte del poder legislativo? Los estados federales han basado sus argumentaciones en que mientras una Cámara debía representar los intereses generales de todos los ciudadanos, la otra —el Senado— los de cada uno de los estados. En los estados centralistas, como lo fue España durante ese largo periodo de 1834 a 1923 —con la excepción de la República federal de 1873—, las justificaciones fueron otras que, en esencia, se sustanciaron en la necesidad de un contrapeso moderador ante la Cámara “Baja”, para evitar sus hipotéticas veleidades radicales, y de fortalecer a la Corona mediante un dique parlamentario que contase con su intervención.


    EL DEDO DE LA CORONA


    A tal fin siempre fueron diferentes, respecto a los diputados, tanto las condiciones exigidas para ser senador como su forma de elección o designación, requiriéndose para acceder al Senado mayor edad y superior cuantía de riqueza. Así, en las constituciones progresistas de 1837 y 1869 se establecía como edad mínima 40 años y 30 y 35, respectivamente, en las conservadoras de 1845 y 1876, frente a los 25 años requeridos en todas ellas para ser diputado19. En cuanto a la ri­­queza, la renta exigida fue aproximadamente el doble que la fijada para acceder al Congreso, cuando para este se exigió una renta determinada.


    También las formas de elección de ambas cámaras fueron diferentes. Analizadas ya las relativas al Congreso, cabe destacar que, por lo que respecta al Senado, las distintas constituciones, con excepción de la de 1869, incluyeron, en mayor o menor grado y en algún caso por completo, la participación de la Corona. En concreto, en el Estatuto Real de 1834, el Estamento de Próceres —futuro Senado— quedaba reservado a los grandes de España, por derecho propio, y a cuantos la Corona designase, en número ilimitado, de entre títulos de Castilla, jerarquías eclesiásticas, militares, administrativas, etc., siem­­pre que acreditasen 60.000 reales de renta.


    En la siguiente Constitución, la progresista de 1837, aunque se daba participación a los mismos electores que para el Congreso —en torno al 5% de la población—, se hacía recaer también en la monarquía la designación final. Los electores elegían a un triple número de personas que el de senadores que correspondían a su provincia —un senador cada 85.000 almas— y, de entre esas ternas provinciales, la Corona terminaba nombrando senadores a quienes deseaba, siempre, claro está, que cumpliesen la condición de haber cumplido 40 años y tener un mínimo de 30.000 reales de renta. Estos requisitos no se exigían a los infantes de España, que pasaban a ser senadores por derecho propio a partir de cumplir los 25 años, como los diputados.


    Esta decisiva intervención de la Corona se incrementaba en la siguiente Constitución, la moderada de 1845. En ella se prescindía por completo de los electores, quedando reservada la designación de senadores únicamente al monarca, quien, entre grandes de España, títulos de Castilla, arzobispos, obispos, capitanes y tenientes generales y altos cargos políticos y de las magistraturas, con más de 30 años y con rentas superiores a 30.000 reales en unos casos y en otros a 60.000, podía nombrar a quienes y a cuantos desease, ya que su número pasaba a ser ilimitado.


    A raíz de la Revolución de 1868 quedaron eliminadas tanto las senadurías vitalicias como la intervención del rey en las designaciones. Los senadores volvían, como en 1837, a representar a las provincias —cuatro por provincia al margen de la población que cada una de ellas tuviese— mediante un sistema indirecto de elección en el que el sufragio universal masculino, instaurado para el Congreso, se limitaba a la elección de compromisarios —un compromisario por cada seis concejales con que contase el municipio—. Entre los requisitos para ser senador se recuperaba la edad mínima de 40 años y la pertenencia a las jerarquías eclesiástica, militar, política o académica, al tiempo que se incorporaba como elegibles a los cincuenta mayores contribuyentes por contribución territorial y a los veinte mayores por subsidio industrial y comercial de cada provincia. Los legisladores de 1869 abrían las puertas del Congreso a la democracia —sufragio universal masculino, sistema directo de elección y todos los electores elegibles—, pero las del Senado las mantenían reservadas a la oligarquía; en este caso, en gran medida, gerontocrática.


    El giro conservador de la Restauración borbónica conllevó la recuperación de viejas formas de reclutamiento de senadores. Por un lado, volvían los que lo eran por derecho propio —los miembros de la familia real, la gran nobleza (grandes de España con una renta de 60.000 pesetas anuales) y altos cargos del Ejército y la Armada, de la Iglesia y de la Magistratura—; por otro, los nombrados vitaliciamente por el rey, a propuesta del Gobierno; y por último, los elegidos: treinta por distintas corporaciones eclesiásticas y académicas y ciento cincuenta —tres senadores en cada pro­­vincia— por las diputaciones provinciales y los mayores contribuyentes de los distintos municipios. Los requisitos para poder ser senador, aparte de haber cumplido 35 años, eran los de poseer, como en legislaciones anteriores, una elevada renta —20.000 pesetas— o sueldo —7.500 pesetas—. El número de senadores era de trescientos sesenta, de los que la mitad correspondía a los elegidos por los modos que hemos indicado y la otra mitad a los por derecho propio y los vitalicios.


    Dado lo expuesto, queda claro que el Senado fue permanentemente, por ley, una Cámara dependiente en grado sumo de la Corona y utilizada por esta para premiar a jerarcas eclesiásticos, militares, políticos… y, sobre todo, a nobles, tan hacendados en todos los casos como adictos. Sobre todo, decíamos, a nobles, por cuanto, a lo largo de los cincuenta años de la Restauración, más del 40% de los senadores vitalicios, los nombrados por el rey, tenían título nobiliario, fuese este de épocas anteriores a la implantación del liberalismo o, sobre todo, concedido por los distintos monarcas después de 1834. Más de cuatrocientos nobles, la mayoría de ellos marqueses y duques, fueron senadores vitalicios. Si tenemos en cuenta la acumulación de títulos nobiliarios por algunas personas y que los grandes de España, con 60.000 pesetas de renta anual —cincuenta y ocho en 1921—, lo eran por derecho propio, cabe concluir que la mayor parte de la nobleza española tuvo asiento en el Senado.
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    Ello no quiere decir que lo ocupara con frecuencia, dado que una de las características de buena parte de los senadores fue su frecuente ausencia de las sesiones. Como decía en 1918 uno de los senadores, el marqués de Mochales: “Que no se dé el caso, que en la Cámara ya se ha dado, como puede verse leyendo el Diario de Sesiones, de que un senador haya comenzado su discurso diciendo: ‘Señores bancos y señores maceros’, porque no había presentes, cuando comenzaba a hablar, ningún senador ni ningún ministro”.


    Es significativo al respecto que, como destaca Francisco Acosta Ramírez en El Senado en la historia, para la votación al discurso de la Corona, la más importante dado que el partido en el Gobierno exponía su programa, la cifra media de asistencia durante el reinado de Alfonso XIII no superase el 60%. En una sesión del Senado, en 1907, el senador electo por la provincia de Soria, José Parres y Sobrino, decía: “Porque, generalmente, a más de la mitad, a más del 50% de los Sres. Senadores nos gusta lucir el cargo, nos gusta muchísimo usar los billetes kilométricos, chupar los caramelos, darnos tono de senadores, darnos importancia en nuestros pueblos, pero no venir aquí a practicar nuestro oficio”. Ese lucir el cargo y mantenerlo hasta la muerte, si era vitalicio, llevó también a no pocas triquiñuelas de los aspirantes a serlo, incluyendo falsificaciones de las rentas poseídas para poder ser nombrados.


    Si ya en los inicios del Senado J.M. Díaz escribía irónicamente en Los españoles pintados por sí mismos (1851) que “las tres circunstancias más indispensables para ser senador eran tener 40 años, tener gota y no pensar”, no es extraño que, a medida que fue pasando el tiempo, se fuese extendiendo la convicción de que esa Cámara era un “cementerio de elefantes” al que iban a parar, aparte de los citados, veteranos políticos a los que se retiraba, no siempre con su beneplácito, de la primera línea de la política —el Congreso—. De ahí lo apropiado de la denominación que uno de sus componentes, Ramón Benito Aceña, daba al Senado: “cuartel de inválidos”.


    En suma, el Senado, desde 1834 hasta 1923, con no muchas variantes y no demasiadas excepciones y convertido en la práctica en una cámara aristocrática, representó mucho honor personal y mucha prosapia, pero tan escasos cometidos como dedicación.


    EL SENADO EN LA DEMOCRACIA


    Tras el unicameralismo de la Segunda República y la dictadura del general Francisco Franco, la ley para la reforma política de 1976 estableció de nuevo el bicameralismo y, por tanto, el renacer del Senado.


    Los argumentos para la doble cámara variaron respecto al pasado, incidiéndose, sobre todo y pese a seguir siendo un estado centralista, en que el Senado representaría los intereses territoriales. En virtud de ello, todas las provincias tendrían el mismo número de senadores —cuatro— fuese cual fuese su población. No era, sin embargo, la razón territorial, el único ni quizás el principal motivo. Por una parte, en aquella coyuntura, se dio uno tan pragmático como el que le comentaba Adolfo Suárez a Emilio Attard, según relato de este último: “Pero hombre, si yo no hubiera tenido a mano escaños de senador para ofrecer a los procuradores del harakiri, ¿cómo hubiera sacado adelante la ley de reforma política?”. ¿Apuntaba quizás, y entre otros, a Miguel Primo de Rivera y Urquijo, que, tras ser el encargado, con el pedigrí de su apellido, de defender dicha ley ante las Cortes franquistas, fue designado senador por el rey?


    Por otra parte, quedaba la incertidumbre del resultado electoral de aquellas primeras elecciones, en la práctica constituyentes, después de cuarenta años de dictadura. Al asignarse a todas las provincias el mismo número de senadores quedaban muy favorecidas las opciones conservadoras, dado que las posibilidades de la izquierda eran acusadamente superiores en las provincias con mayor número de población que en las de menor. De hecho, de las diez provincias con mayor población UCD solo ganó en Murcia y La Coruña —en Madrid y Barcelona ni siquiera obtuvo representación—, mientras que en las diez con menor número de habitantes, las más sobrerrepresentadas, ganó en todas salvo en Soria20. Se trataba, por tanto, de acentuar en el Senado las opciones conservadoras para que, según fuesen los resultados en el Congreso, la segunda Cámara pudiera, como en el pasado, contrarrestar sus actuaciones.


    En este último sentido, el rey volvía, también como en el pasado, a cobrar protagonismo, ya que se le concedía nombrar a cuarenta y un senadores, casi la quinta parte del total de componentes del Senado. Predominaron entre los de nombramiento regio, políticos que habían sido procuradores en las Cortes franquistas, de ellos seis ministros del gobierno de Adolfo Suárez —Fernando Abril Martorell, Ignacio García López, Landelino Lavilla, Rodolfo Martín Villa, Marcelino Oreja y Alfonso Osorio—; el expresidente de las Cortes, Torcuato Fernández Miranda, y los alcaldes de Madrid, Juan de Arespacochaga, y de Barcelona, José María Socias Umbert. Había también representantes del gran capital y del mundo de las finanzas —Alfonso Escámez, Jaime Carvajal y Urquijo, Andrés Ribera Rovira, Luis Olarra y Manuel Prado y Colón de Carvajal—; de las empresas periodísticas —Guillermo Luca de Tena, ABC; Fermín Zelada, Editorial Católica; Victor de la Serna, Informaciones; José Ortega Spottorno, El País—; del Ejercito —Ángel Salas Larrazabal, capitán general del Aire, Luis Díez Alegría, general del Ejército de Tierra, y Marcial Gamboa Sánchez-Barcáiztegui, almirante de la Armada—; profesionales del derecho, como Luis Sánchez Agesta, y de la cultura. Entre estos últimos, el filósofo Julián Marías, el economista y escritor José Luis Sampedro, el filólogo Martín de Riquer y el futuro premio nobel de literatura, Camilo José Cela. Solo dos, de los cuarenta y un senadores nombrados por el rey, eran mujeres: la catedrática de Economía Política y Hacienda Pública Gloria Begué y la abogada, procuradora en las Cortes franquistas y Consejera Nacional del Movimiento, Belén Landáburu.


    El signo ideológico de la mayoría de aquellos cuarenta y un senadores designados por el rey era marcadamente conservador, lo que llevaba al líder socialista Felipe González a comentar por aquel entonces: “Alianza Popular tiene más representantes en el Senado a través del nombramiento del rey que de treinta y cinco millones de españoles”.


    Establecido, con la Constitución de 1978, el Estado de las autonomías, las provincias han seguido siendo, sin cambios respecto a lo comentado, el marco territorial de la elección de senadores, si bien la Corona perdió la capacidad de nombramientos que pasó a ser asumida por los parlamentos autonómicos, a razón de un senador por comunidad autónoma y uno más por cada millón de habitantes censados en la comunidad. El número de senadores, por tanto, es variable, aunque en escaso grado, siendo en la actualidad doscientos sesenta y cinco, de los que cincuenta y siete han sido nombrados por los parlamentos autonómicos.


    Esta vía de designación ha sido, desde el principio, una herramienta de los partidos para premiar, en muchos casos, trayectorias políticas y para, en algunos otros, mantener en el Parlamento a quienes quedaron desplazados de otros puestos. Es este último caso, por ejemplo, el de Francisco Javier Arenas Bocanegra, del Partido Popular, que, tras no conseguir en cuatro ocasiones la presidencia de la Junta de Andalucía, pasaba a ser nombrado senador en representación del Parlamento andaluz (en ocho legislaturas ha sido, y continúa siendo en el presente, senador y cuatro más diputado). Asimismo, y por citar el caso más reciente, Javier Maroto Aranzábal, que, tras no obtener escaño en el Congreso en las últimas elecciones, pese a encabezar la candidatura del Partido Popular por Álava, fue de inmediato nombrado senador por el Parlamento de Castilla y León, comunidad en la que no es requisito ni ser procurador autonómico ni ciudadano de ella.


    Los mayores beneficiados, no obstante, con este tipo de nombramientos han sido presidentes y consejeros de comunidades autónomas: veintitrés expresidentes fueron nombrados senadores por sus parlamentos autonómicos. En concreto, José Antonio Griñán (PSOE, una legislatura) y Gaspar Zarrías (PSOE, una), por Andalucía; Emilio Eiroa (PAR, dos), Santiago Lanzuela (PP, una), Marcelino Iglesias (PSOE, cinco) y Luisa Fernanda Rudi (PP, cinco), por Aragón; Javier Fernández (PSOE, cuatro), por Asturias; Francesc Antich (PSOE, cinco) y José Ramón Bauzá, (PP, tres), por Baleares; Jerónimo Saavedra (PSOE, tres) y Fernando Clavijo (CC, dos), por Canarias; Jaime Blanco (PSOE, cinco), por Cantabria; José María Barreda (PSOE, una) y María Dolores de Cospedal (PP, dos), por Castilla-La Mancha; Juan José Lucas (PP, siete), por Castilla y León; José Montilla (PSC, tres), por Cataluña; Joan Lerma (PSOE, diez), Eduardo Zaplana (PP, una) y Alberto Fabra (PP, cinco), por la Comunidad Valenciana; José Antonio Monago (PP, tres), por Extremadura; Fernando Ignacio González Laxe (PSOE, cuatro) y Manuel Fraga (PP, dos), por Galicia; Alberto Ruiz-Gallardón (PP, dos), por Madrid; María Antonia Martínez (PSOE, cuatro), por Murcia; José Ignacio Ceniceros (PP, dos) y Pedro María Sanz (PP, cuatro), por La Rioja.


    Con excepción de los parlamentos de Navarra y del País Vasco, los quince restantes, como vemos, han elegido se­­nadores en alguna ocasión a quienes fueron presidentes o pre­­sidentas de sus comunidades. Obviamente, esta forma de acceso al Senado de ex altos cargos —tampoco han faltado exalcaldes y exalcaldesas— sigue dando continuidad y senti­­do a aquella vieja denominación de “cementerio de elefantes”.


    Por otra parte, la mayoría de los senadores —doscientos ocho— son elegidos por los mismos electores —mayores de 18 años— que los diputados, pero, como comentábamos al analizar las leyes, mediante un sistema diferente —mayoritario frente a proporcional y listas abiertas frente a cerradas—, a razón de cuatro senadores por provincia sea cual sea la población de estas.


    La fuerte implantación de los partidos políticos, y la nula o muy escasa relación de los candidatos con sus electores, hace que, pese a tratarse de listas abiertas, los candidatos de un mismo partido obtengan un número muy similar de votos. Esto se traduce, con un sistema mayoritario por el que tres puestos son para la fuerza más votada y uno para la segunda, en que el bipartidismo queda todavía más reforzado que en el Congreso. De hecho, la crisis del citado bipartidismo, a partir de las elecciones de 2015, apenas se ha notado en el Senado, como puede observarse en el siguiente gráfico.
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    Las listas abiertas, por otra parte, dada esa escasa relación de los senadores con los electores de su territorio y pese a tratarse de una Cámara en teoría territorial, han generado situaciones que tienen no poco de esperpéntico, máxime cuando se trata de la elección de “padres y madres de la patria”.


    Hasta las elecciones de 2011, en las papeletas de votación —en cada provincia todos los candidatos en la misma, popularmente “la sábana”— el orden de los candidatos de cada partido era, por ley, alfabético, partiendo de la inicial del primer apellido de cada uno. Como quiera que, en la muy inmensa mayoría de los casos, el 95% prácticamente, el candidato que figuraba en primer lugar obtenía algunos votos más que el segundo de su partido, y este que el tercero, en las provincias en las que ese partido era segunda fuerza política y, por tanto, solo obtenía un senador, este acostumbraba a corresponder a un apellido con la inicial de las primeras letras del alfabeto, de ahí el predominio de la “A”, de la “B” y de la “C”. Muchos “padres de la patria”, por tanto, deben el hecho de serlo, y no otros candidatos de su partido, a una razón “tan profunda” como haber heredado el primer apellido con una letra del abecedario anterior a la del apellido de sus compañeros.


    De forma más excepcional, el tener apellido con letra tardía también ha sido, paradójicamente, causa esencial para acceder al Senado. Así, por ejemplo, y entre otros casos, para que Alberto Ruiz-Gallardón encabezase por Madrid la candidatura del Partido Popular al Senado, fue necesario prescindir de cualquier otro candidato del partido cuyo primer apellido fuese anterior al de Ruiz. Más complicado lo tuvieron aún los socialistas gallegos con primer apellido anterior a la “V”, ya que el primer candidato tenía que ser, lo fue en dos ocasiones, Francisco Vázquez. No son los expuestos, desde luego, los únicos ejemplos, pero bastan para comprobar cómo el formar o no parte de la Cámara Alta ha dependido de algo tan banal como la inicial del apellido.


    La obligatoriedad del orden alfabético fue cambiada, por acuerdo de todos los grupos políticos, en 2011, aduciendo como motivo el elevado número de votos nulos que la lista única —“la sábana”— provocaba. El cambio de las papeletas, que no ha hecho disminuir apenas el alto porcentaje de votos nulos, fue aprovechado para eliminar el orden alfabético. Los partidos se quitaban el problema de componendas de apellidos y podían disponer, como en el Congreso, del orden de sus candidatos en las listas. Muchos electores ni se enteraron, dada la escasa importancia que esta Cámara, teóricamente territorial, tiene para los ciudadanos de los distintos territorios.


    Si en la época de la Restauración, un senador vitalicio que llegó a presidir el Senado en siete legislaturas, Eugenio Montero Ríos, llegó a decir, parodiando a Luis XIV, “el Senado es mío”, en la actual etapa democrática la duda no ha sido tanto de quién es, sino para qué sirve.

  



  

    Capítulo 6


    UNA MIRADA AL PRESENTE


    Muchas cosas han cambiado, obviamente, pasado un siglo. En­­tre ellas, que España ya no es prioritariamente rural, agraria y con muy elevadas tasas de analfabetismo. Los menos de veinte millones de habitantes de 1900 se han más que duplicado un siglo después; el predominio del mundo rural y del sector primario —67% en 1900— dio paso al mundo urbano y a los sectores secundario y terciario —89% en 2001—, y si casi la mitad de los varones y el 70% de las mujeres no sabían leer ni escri­­bir, hoy tan solo cuatro de cada cien personas son analfabetas.


    Con plena propiedad puede decirse que, en muchos aspectos de los modos y útiles de trabajo, de las tecnologías, de las comunicaciones y de las formas de vida, aquel mundo de hace tan solo un siglo se encontraba más cercano y próximo al de hace un par de milenios que al actual. Desde hace unas cuantas décadas la rapidez y la aceleración en los cambios tecnológicos, con lo que ello conlleva en múltiples facetas, son la nota dominante. Ciertamente, se ha ido configurando una sociedad más mesocrática, con predominio cuantitativo de ese conglomerado tan difícil de precisar como son “las clases medias”, pero ciertamente también siguen existiendo grandes desequilibrios económicos, hasta el punto de que el 10% de las personas más ricas acumulan tanta riqueza como entre más del 50% de las personas más pobres, o menos ricas.


    Cualquier intento de profundizar en los comportamientos políticos de una sociedad tiene que tener muy en cuenta esas realidades estructurales socioeconómicas en cada tiem­­po y en cada lugar concreto. No ha sido esta, sin embargo, la pretensión esencial de este trabajo, sino sencillamente la de destacar, además de características de los representantes políticos, algunas líneas de continuidades parlamentarias a lo largo de un siglo (1834-1923). Continuidades que solo, y en parte, se rompieron en 1931 con la proclamación de la Segunda República y sus cambios legislativos: menos del 15% de los diputados en las Cortes republicanas lo habían sido con anterioridad.


    Tampoco es nuestra pretensión ahora, en esta mirada al presente, la de hacer un análisis sociológico-político de los resultados habidos a lo largo de las quince elecciones de diputados que, desde la muerte del general dictador Francisco Franco, se han realizado en España. Se trata tan solo, y en con­­sonancia con todo lo anterior, de esbozar algunos de los rasgos que consideramos más característicos, o cuando menos llamativos, de los componentes del Congreso. Y para ello, en nuestro criterio es obvia la necesidad de partir de la ley electoral que desde 1977 viene rigiendo.


    LA LEY ELECTORAL


    Aparte de lo que ya indicábamos en el segundo capítulo al comentar las leyes electorales —de forma especial, esa norma de dos diputados fijos por provincia que distorsiona el valor real del voto de los ciudadanos—, el aspecto más esencial de la ley de 1977 fue el establecimiento, por vez primera en España, del sistema proporcional, mediante el método d´Hondt, para la asignación de los escaños.


    Es habitual achacar al sistema de aquel jurista belga de finales del siglo XIX la desproporción que existe en el Congreso español entre los votos recibidos por cada partido político y los escaños en los que terminan traduciéndose. También es habitual achacarle una sobrerrepresentación de los partidos regionalistas y nacionalistas —especialmente catalanes y vascos— en comparación con el resto de las fuerzas políticas. Ninguno de ambos “achaques” responde, o no plenamente, a la realidad.


    Con respecto al segundo aspecto, depende de con quién se compare esa hipotética sobrerrepresentación de los partidos nacionalistas. Si se compara con quien venía siendo hasta fechas cercanas tercera fuerza política en cuanto a número de votos —Partido Comunista de España, primero, y posteriormente Izquierda Unida—, es cierto, sin duda; pero no lo es si la comparación se establece con cualquiera de los tres partidos que han sido mayoritarios —Unión de Centro Democrático, Partido Socialista Obrero Español y, más tarde, Partido Popular—. Es más, en el caso de los partidos catalanistas, su porcentaje de escaños ha venido siendo algo inferior al de su porcentaje de votos.


    Por lo que respecta a la primera de las cuestiones —la desproporción entre votos recibidos y escaños obtenidos por cada partido—, la causa principal no hay que buscarla en la forma de asignación de escaños por el método d´Hondt, sino en los marcos territoriales a los que se aplica, con el importante añadido distorsionador, ya mencionado, de los dos diputados por provincia como punto de partida. En un marco territorial con numerosos puestos en liza —por ejemplo, las elecciones para el Parlamento Europeo— el método d´Hondt traduce con mucha fidelidad el porcentaje de votos recibidos al de escaños obtenidos. En marcos territoriales con pocos puestos —como es el caso de la mayoría de las provincias—, esa proporcionalidad desciende muy notable­­men­­te e incluso en algunas, las que solo eligen cuatro o menos diputados —veintiuna de las cincuenta y dos existentes—, queda en la práctica anulada.


    Si a ello añadimos, como indicábamos, el diferente valor del voto de cada elector, el resultado es la sobrerrepresentación de unos —la primera, sobre todo, y la segunda fuerza política— y la infrarrepresentación de otros —la tercera, la cuarta, la quinta…—, siempre, claro está, que estas últimas no tengan concentrados sus votos, como sucede con los partidos nacionalistas y regionalistas, en unas pocas provincias y sean en ellas el partido más votado o el segundo.
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    Por poner un solo ejemplo: la composición del Congreso español tras las primeras elecciones, las del 15 de junio de 1977, fue la siguiente: UCD, 165 diputados; PSOE, 118; PCE, 20; AP, 16; PDC21, 11; PNV, 8; PSP-US22, 6 y “Otros” (cuatro partidos diferentes), 6. En una proporción estricta, mismo porcentaje de escaños que de votos, teniendo únicamente en cuenta los par­­tidos que obtuvieron representación, el Congreso hubiese quedado así: UCD, 130 (−35); PSOE, 111 (−7); PCE, 35 (+15); AP, 31 (+15); PDC, 11 (igual); PNV, 6 (−2); PSP-US, 17 (+11) y “Otros”, 9 (+3).


    Es evidente que no se pueden hacer, salvo como elucubraciones y como divertimento, historias contrafactuales, pero también resulta evidente que es razonable pensar que las dinámicas históricas del conjunto de la sociedad y de los propios partidos políticos hubiesen sido muy diferentes con una ley electoral estrictamente proporcional. Como lo hubieran sido también si, en vez del sistema proporcional vigente, se hubiese aplicado, por ejemplo, el sistema mayoritario corregido de la Segunda República actualmente vigente para el Senado. En este caso el Congreso resultante hubiese tenido esta composición política: UCD, 182 diputados (+17); PSOE, 138 (+20); PNV, 13 (+5); PDC, 7 (−4); PCE 7, (−13, y todos por el PSUC en Barcelona); AP, 3 (−13) y PSP-US y “Otros”, ninguno de los 12 que obtuvieron.


    Sirvan esos ejemplos anteriores para insistir en un hecho fundamental en el que hemos procurado hacer hincapié a lo largo del texto: la suma importancia de la ley electoral para, con unos mismos votos en las urnas, configurar de formas muy diferentes un Parlamento.


    En todo caso, si la distorsión en el Congreso, con variaciones en las distintas legislaturas, ha venido siendo notable, la del Senado, con sistema mayoritario e igual número de senadores por provincia sea cual sea el número de sus habitantes, lo es mucho mayor. Baste como ejemplo citar que si en las últimas elecciones —10 de noviembre de 2019—, el 49% de los votos obtenidos para el Congreso por los dos partidos políticos más votados —PSOE y PP— se tradujo en el 60% de los escaños, su 58% de votos obtenidos para el Senado les reportó el 87% de los senadores electos. Ciertamente el Parlamento se sigue trazando con tal deformación de escala que, si se diseñaran con ella los mapas geográficos, no habría viajero que no quedase confuso y desnortado.


    LA CULTURA POLÍTICA DE LAS LISTAS CERRADAS


    La otra gran novedad de la ley electoral de 1977, en relación con las del pasado, fue la de las listas cerradas y bloqueadas para el Congreso. Hasta esta ley todas las demás habían establecido listas abiertas, en las que cada elector podía elegir, cuando se trataba de circunscripciones plurinominales, can­­didatos de distintas opciones políticas. Las listas cerradas, por el contrario, lo impiden, y su bloqueo impide asimismo alterar el orden de los candidatos de una misma lista, convirtiendo ese voto, si se hace tal alteración o se tacha algún nombre, en voto nulo. Cualquier reflexión sobre el funcionamiento de los partidos políticos a partir de 1977, sobre su personal político, las relaciones entre sus componentes, las de estos con el electorado y las de ese electorado con partidos y candidatos, debe partir de esta característica esencial de listas cerradas y bloqueadas.


    Las disputas para tratar de ganarse, por cualquier medio, el voto de los electores del distrito —viejas formas de caciquismo—, han sido sustituidas por las pugnas dentro de cada partido para colocarse en las primeras posiciones de la lista, las que dan seguridad, o cuando menos altas probabilidades, de salir elegidos. Para quienes aspiran al cargo de diputado, de se­­nador o de cualquier puesto de representación, el serlo o no queda decidido bastante antes de que los electores depositen su voto y en un ámbito mucho más reducido que el de los locales en los que se colocan las urnas el día señalado para la elección.


    Por ello cobra pleno sentido, especialmente a la hora de la elaboración de las listas electorales, la advertencia que le hacía Winston Churchill a un diputado neófito de su partido, cuando este se refería a los diputados del Partido Laborista como enemigos: “No se equivoque, joven, ellos son nuestros adversarios, los enemigos los tenemos aquí, junto a nosotros”. Y es que el que una persona concreta sea o no diputado depende prioritaria y, en la mayoría de las ocasiones, únicamente del “aparato” del partido político al que pertenezca.


    Por poner un ejemplo: en una provincia en la que un determinado partido acostumbra a obtener dos diputados y las previsiones continúan siendo esas mismas, quienes son colocados en el primer y segundo lugar de la lista pasan a ser desde ese momento —son ya de hecho, aunque no formalmente—, diputados. Por el contrario, el colocado en el cuarto o quinto puesto carece de cualquier posibilidad de llegar a serlo, porque, como dijo “El Guerra” —Rafael, el torero—, “lo que no puede ser, no puede ser, y además es imposible”.


    Estas realidades, que todos cuantos tienen aspiraciones de dedicación a la política conocen desde el principio mejor que nadie, dan lugar a una cultura política, en su sentido más amplio, de la que queremos destacar algunos aspectos que consideramos fundamentales. Todo aspirante a un puesto representativo —sea en el parlamento nacional, europeo o autonómico, ayuntamientos, diputaciones, etc.— sabe que, para conseguirlo, a quien tiene que ganarse no es a los electores, sino al denominado “aparato” del partido. Expresado de este modo, parece transmitir la imagen de una maquinaria sofisticada y compleja, cuando en realidad su mecanismo no pasa de la simplicidad de un sonajero. Se trata de unas pocas personas, tanto en los niveles nacionales como regionales, que tienen la capacidad decisoria para la elaboración de las listas. Ahí está, como consecuencia, la pugna interna, abierta o soterrada, de los aspirantes a conseguir el puesto: los verdaderos enemigos de los que hablaba Churchill.


    Se achaca a Alfonso Guerra una frase que se ha repetido en multitud de ocasiones: “El que se mueva, no sale en la foto”. Lo de menos, en lo que aquí hace, es si la dijo o no, lo demás es que respondía, y tempranamente, a una realidad que se ha ido haciendo incontestable. No moverse, no ser díscolo con la dirección, para evitar quedarse fuera de “la foto” —esto es, de las listas y de los empleos— genera un tipo mayoritario de personal político con unas características determinadas, de la misma forma que los pequeños distritos uninominales propiciaban otro tipo de personal con otras características. Es la propia ley electoral la que determina, por lo comentado, que entre los rasgos más necesarios para constituirse en personal político de clase media-alta estén los de poseer buen olfato y alta capacidad de complacencia.


    El buen olfato se precisa para distinguir, en los momentos de peleas internas acontecidas en las alturas de su partido —en el aparato—, quiénes pueden ser los vencedores y quiénes los derrotados y alinearse, claro está, con los primeros. Y la alta capacidad de complacencia, e incluso sumisión, debe ejercerse, obviamente, con aquellos que en cada momento poseen el mando.


    Ambas características, olfato para ventear las variables corrientes de poder en el partido y complacencia con quienes en cada momento lo tienen, acostumbran a convertirse en una forma de estilo vital que va mucho más allá de un proceso electoral determinado. Quien tiene que ganarse el puesto de estos modos es difícil que no traslade esos comportamientos a otras esferas y escenarios y, por tanto, que no los traslade ante otros poderes —económicos y mediáticos— superiores. Tampoco es infrecuente, por lógica, que esa persona valore, e incluso exija, esas mismas actitudes de complacencia para con ella por parte de quienes considera que se encuentran en escalones inferiores.


    Desde el momento en que las personas concretas que van a estar en el Congreso no dependen de los electores de cada provincia —lo mismo da que un candidato se llame y actúe como Julio César que como Julián Cerezas, como María Moliner o como Pepa la Molinera—, la relación entre candidatos y electores queda limitada, en la inmensa mayoría de los casos, a las fotos en los cartelones colocados en las farolas y en los espacios para propaganda durante la campaña electoral.
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    A pesar de que más de la mitad de las provincias españolas eligen menos de seis diputados —tan solo dos, Madrid y Barcelona, eligen más de quince—, la inmensa mayoría de los electores desconocen, a lo largo de los cuatro años de legislatura, el nombre de quienes les representan, incluso aunque les hayan votado. No es cuestión de falta de memoria ­—muchas de esas personas pueden decir un mayor número de nombres de jugadores del equipo de futbol de su ciudad—, es, simplemente, que el sistema electoral hace innecesaria la relación entre los candidatos y sus potenciales electores. Y sin relación no hay conocimiento ni, por tanto, memoria de lo nunca, por innecesario, aprendido.


    Se ha argumentado en ocasiones que en las elecciones para el Senado, pese a existir las listas abiertas, el resultado es similar. Ciertamente, en esencia es así, pero lo que verdaderamente marca actuaciones y comportamientos electorales del conjunto de la ciudadanía, incluido el personal político, es el Congreso. El Senado, también en este aspecto, es un mero añadido que en las campañas electorales adquiere la misma relevancia que tiene una vez constituido y en funcionamiento: casi ninguna.


    Por todo lo dicho anteriormente, no deja de ser una excusa con muy escasa base que, en los casos de corrupción de cargos representativos, se haya argumentado desde los partidos a los que pertenecen que la responsabilidad corresponde a tales individuos e, indirectamente, a los ciudadanos, por haberlos elegido. Hay un manifiesto cinismo en tal argumentación, porque quienes únicamente conocen a los candidatos, y ese conocimiento les lleva a colocarlos en puestos que les asegura la obtención de escaño, son los propios dirigentes —los aparatos— de esos partidos. Esa es, por tanto, su parte de responsabilidad y no de los electores, que se han limitado a votar a unas siglas y a un líder nacional y no a unos candidatos que le son dados en su provincia, sin que puedan tachar a ninguno ni alterar el orden que le han establecido.


    La eliminación, o mitigación en grado sumo, de personalismos localistas de cara al Parlamento, como resultado de esta característica de la ley electoral, no ha supuesto, sin embargo, la eliminación de personalismos e hiperliderazgos. Por un lado, porque el acrecentamiento del poder del aparato de los partidos, y de los intereses mediáticos y propagandísticos, potencia al máximo la figura del líder del partido, haciendo unívocos en muchos casos partido y líder, y, por otro, porque el sistema autonómico, cuando se dispone de los resortes de poder que todo gobierno conlleva, acrecienta también liderazgos en cada uno de los territorios: los barones, en la actual terminología política.


    Además de la ley electoral, la socialización de la comunicación y de la imagen, repitiendo los mismos rostros en las pantallas de todos los hogares, ha contribuido a transformar por completo comportamientos electorales. Tan difícil resulta hoy encontrar a alguien que diga a qué candidatos ha votado —dirá que lo ha hecho a equis partido o al líder de ese partido— como difícil resultaría hallar en el siglo analizado a un elector que no dijera el nombre concreto de la persona a la que había votado.


    Los viejos localismos, salvo, en parte, en la mayoría de las elecciones municipales, han sido borrados por la goma de las siglas de los partidos y por los liderazgos nacionales. Pero quedan, adaptados a las coyunturas del presente, ecos del pasado.


    ECOS DEL PASADO


    Volviendo la vista atrás, a nuestro “caleidoscopio caciquil”, queda claro que, dadas las características de la ley electoral, han disminuido los diputados del “Votad por el del puente”, pero no los líderes nacionales y regionales que tratan de que se vote a su partido —y con ello a sus candidatos en las provincias— por “el puente”, convertido ahora en autopista, aeropuerto o tren de alta velocidad.


    Se han acrecentado los del “Hágame diputado”, porque sin ese “hágame” la mayoría no habrían podido serlo. Persisten y gozan de buena salud los cangrejos ermitaños, aunque no tienen la incómoda necesidad de ganarse a sus electores, sino la de ganarse al aparato de su partido. Sesenta y nueve diputados, casi una quinta parte de los trescientos cincuenta que componen el Congreso, han ocupado escaño al menos en siete de las quince legislaturas habidas desde 1977, lo que equivale, por término medio, a un cuarto de siglo en el hemiciclo de la Carrera de San Jerónimo.


    



    Tabla 3


    DIPUTADOS QUE HAN OCUPADO ESCAÑO AL MENOS SIETE VECES DESDE 1977


    

      

        

        

        

        

      

      

        
          	
            Nombre

          
          	
            Provincia

          
          	
            Partido

          
          	
            Nº elec.

          
        


      

      

        
          	
            José Acosta Cubero

          
          	
            Madrid

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Ramón Aguirre Rodríguez

          
          	
            Cáceres-Guadalajara

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Joaquín Almunia Amann

          
          	
            Madrid

          
          	
            PSOE

          
          	
            8, M

          
        


        
          	
            Juan Carlos Aparicio Pérez

          
          	
            Burgos

          
          	
            CP-PP

          
          	
            7 (1*), M

          
        


        
          	
            Carlos Aragonés Mendiguchía

          
          	
            Madrid

          
          	
            PP

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Jaime Javier Barrero López

          
          	
            Huelva

          
          	
            PSOE

          
          	
            9

          
        


        
          	
            Meritxell Batet Lamaña

          
          	
            Barcelona-Madrid

          
          	
            PSC-PSOE

          
          	
            7, PC

          
        


        
          	
            José María Benegas Haddad

          
          	
            Vizcaya-Álava

          
          	
            PSOE

          
          	
            10

          
        


        
          	
            José Antonio Bermúdez de Castro Fernández

          
          	
            Salamanca

          
          	
            PP

          
          	
            9

          
        


        
          	
            Tomás Burgos Gallego

          
          	
            Valladolid

          
          	
            PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Jesús Caldera Sánchez-Capitán

          
          	
            Salamanca

          
          	
            PSOE

          
          	
            9, M

          
        


        
          	
            Carles Campuzano i Canadès

          
          	
            Barcelona

          
          	
            CiU-DL-CDC

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Ciprià Císcar Casabàn

          
          	
            Valencia

          
          	
            PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Gabriel Cisneros Laborda

          
          	
            Soria-Burgos-Zaragoza

          
          	
            UCD-PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Salvador Clotas i Cierco

          
          	
            Barcelona

          
          	
            PSC-PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Miguel Ángel Cortés Martín

          
          	
            Valladolid

          
          	
            PP

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Álvaro Cuesta Martínez

          
          	
            Asturias

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Antonio Cuevas Delgado

          
          	
            Sevilla

          
          	
            PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Celso Luis Delgado Arce

          
          	
            Orense

          
          	
            PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            José Ignacio Echániz Salgado

          
          	
            Madrid-Guadalajara

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Salvador Antonio de la Encina Ortega

          
          	
            Cádiz

          
          	
            PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Aitor Esteban Bravo

          
          	
            Vizcaya

          
          	
            PNV

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Jorge Fernández Díaz

          
          	
            Barcelona

          
          	
            CP-PP

          
          	
            9 (1*), M

          
        


        
          	
            Francisco Miguel Fernández Marugán

          
          	
            Sevilla-Badajoz

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Arsenio Fernández de Mesa Díaz del Río

          
          	
            La Coruña

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Joaquín María García Díez

          
          	
            Lugo

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            José Manuel García-Margallo y Marfil

          
          	
            Melilla-Valencia-Alicante

          
          	
            UCD-CP-PP

          
          	
            7, M

          
        


        
          	
            Ignacio Gil Lázaro

          
          	
            Valencia

          
          	
            AP-PDP-UV-CP-PP-Vox

          
          	
            10 (1*)

          
        


        
          	
            Felipe González Márquez

          
          	
            Madrid-Sevilla

          
          	
            PSOE

          
          	
            8, PG

          
        


        
          	
            Luis de Grandes Pascual

          
          	
            Guadalajara

          
          	
            UCD-CP-PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Alfonso Guerra González

          
          	
            Sevilla

          
          	
            PSOE

          
          	
            11, VG

          
        


        
          	
            Miguel Ángel Heredia Díaz

          
          	
            Málaga

          
          	
            PSOE

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Rafael Antonio Hernando Fraile

          
          	
            Almería-Guadalajara

          
          	
            PP

          
          	
            8 (3*)

          
        


        
          	
            Álvaro Lapuerta Quintero

          
          	
            La Rioja-Madrid

          
          	
            AP-AP-PDP-CP-PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            María Teresa de Lara Carbó

          
          	
            Madrid-Córdoba

          
          	
            PP

          
          	
            7 (1*)

          
        


        
          	
            José Ignacio Llorens Torres

          
          	
            Lérida

          
          	
            AP-PDP-CP-
 PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Josep López de Lerma i López

          
          	
            Gerona

          
          	
            CiU

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Teófilo de Luis Rodríguez

          
          	
            Madrid

          
          	
            PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Luis Mardones Sevilla

          
          	
            Santa Cruz de Tenerife

          
          	
            UCD-AIC-CC

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Guillermo Mariscal Anaya

          
          	
            Las Palmas

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Jordi Marsal i Muntalà

          
          	
            Barcelona

          
          	
            PSC-PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Miguel Ángel Martínez Martínez

          
          	
            Ciudad Real

          
          	
            PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            María Teófila Martínez Saiz

          
          	
            Cádiz

          
          	
            PP

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Ángel Martínez Sanjuán

          
          	
            La Rioja

          
          	
            PSOE

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Juan José Matarí Sáez

          
          	
            Almería

          
          	
            PP

          
          	
            8 (1*)

          
        


        
          	
            María Sandra Moneo Díez

          
          	
            Burgos

          
          	
            PP

          
          	
            9

          
        


        
          	
            Cristóbal Ricardo Montoro Romero

          
          	
            Madrid-Jaén-Sevilla

          
          	
            PP

          
          	
            8, M

          
        


        
          	
            Ramón Moreno Bustos

          
          	
            Zaragoza

          
          	
            PP-PAR-PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Víctor Morlán Gracia

          
          	
            Huesca

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Enrique Múgica Herzog

          
          	
            Guipúzcoa

          
          	
            PSOE

          
          	
            8, M

          
        


        
          	
            Carlos Navarrete Merino

          
          	
            Huelva

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Manuel Núñez Pérez

          
          	
            León

          
          	
            UCD-CP-PP

          
          	
            8, M

          
        


        
          	
            Emilio Olavarría Muñoz

          
          	
            Álava

          
          	
            PNV

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Ana María Oramas González-Moro

          
          	
            Santa Cruz de Tenerife

          
          	
            CC-CC-PNC

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Ana María Pastor Julián

          
          	
            Pontevedra-Madrid

          
          	
            PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Jesús Posada Moreno

          
          	
            Soria

          
          	
            PP

          
          	
            8 (1*), M, PC

          
        


        
          	
            Lluis María de Puig i Olivé

          
          	
            Gerona

          
          	
            PSC-PSOE

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Mariano Rajoy Brey

          
          	
            Pontevedra-Madrid

          
          	
            CP-PP

          
          	
            10, M, PG

          
        


        
          	
            Rodrigo Rato Figaredo

          
          	
            Cádiz-Madrid

          
          	
            AP-PDP-CP-
 PP

          
          	
            7, M

          
        


        
          	
            Gonzalo Jesús Robles Orozco

          
          	
            Toledo-Salamanca

          
          	
            CP-PP

          
          	
            8 (4*)

          
        


        
          	
            José Luis Rodríguez Zapatero

          
          	
            León-Madrid

          
          	
            PSOE

          
          	
            7, PG

          
        


        
          	
            Javier Luis Sáenz de Cosculluela

          
          	
            La Rioja-Madrid

          
          	
            PSOE

          
          	
            7, M

          
        


        
          	
            Carlos Sanjuán de la Rocha

          
          	
            Málaga

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde

          
          	
            Alicante

          
          	
            PP

          
          	
            7, M

          
        


        
          	
            Ana Belén Vázquez Blanco

          
          	
            Orense

          
          	
            PP

          
          	
            7

          
        


        
          	
            Francisco José Vázquez Vázquez

          
          	
            La Coruña

          
          	
            PSOE

          
          	
            7 (2*)

          
        


        
          	
            Juan Carlos Vera Pró

          
          	
            Madrid

          
          	
            PP

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Celia Villalobos Talero

          
          	
            Málaga

          
          	
            CP-PP

          
          	
            10, M

          
        


        
          	
            Luis Yáñez-Barnuevo García

          
          	
            Badajoz-Sevilla

          
          	
            PSOE

          
          	
            8

          
        


        
          	
            Siglas: UCD: Unión de Centro Democrático; PSC-PSOE: Partido Socialista de Catalunya Partido Socialista Obrero Español;
 AP, CD, CP, PDP, PP: Alianza Popular, Coalición Democrática, Coalición Popular, Partido Demócrata Popular, Partido Popular; CiU, DL, CDC: Convergència y Uniò, Democràcia i Llibertat, Convergència Democràtrica de Catalunya;
 PNV: Partido Nacionalista Vasco; CC: Coalición Canaria; AIC: Agrupación de Independientes de Canarias; PNC: Partido Nacionalista Canario; PAR: Partido Aragonés Regionalista; UV: Unión Valenciana.

            (*) Se añaden las veces que también ha sido senador.

            Cargos: PG: Presidente del Gobierno; VG: Vicepresidente del Gobierno; PC: Presidente del Congreso; M: Ministro.

          
        


      

    


    


    Ha habido, ciertamente, escasa diferencia entre los dos partidos mayoritarios en cuanto a esta longevidad parlamentaria de algunos diputados —treinta y seis en el caso del PP, veintisiete en el del PSOE—. Diferencia que aún se hace menor si incluimos a los sesenta y dos —veinticuatro del PP, treinta y dos del PSOE, cuatro de CiU y dos del PNV— que lo han sido seis veces.


    Alfonso Guerra González ostenta el récord de mayor núme­­ro de legislaturas —once— y de tiempo —treinta y siete años— como diputado. Como parlamentario, no obstante, le supera el dirigente andaluz del PP, Francisco Javier Arenas Bocanegra, ya que a sus cuatro legislaturas en el Congreso ha sumado ocho en el Senado. Ha sido, por cierto, frecuente, como en el pasado, pasar del escaño del Congreso al del Senado y, aunque con menos frecuencia, a la inversa; de hecho, unas quinientas personas han sido miembros de ambas Cámaras.


    Cabe señalar, por otra parte, y en comparación con la trayectoria de los periodos anteriores, que la inmensa mayoría de los diputados lo han sido siempre por una misma provincia —en general, y casi el 70%, la de su nacimiento—, aunque en el caso de quienes han sido, o aspirado a ser, presidentes del Gobierno han alternado su provincia con la de Madrid, convertida también en el plano electoral en, como la caracterizaría Antonio Machado, el “rompeolas de todas las Españas”.


    Esta regla tiene, desde luego, excepciones, debiendo destacar, sobre todo, a diputados que tuvieron relevancia en UCD y que después, al integrarse en Coalición Popular —PP en el futuro—, encontraron problemas para continuar siéndolo por la misma provincia que lo habían sido. El caso más significativo al respecto es el de uno de los “padres” de la Constitución, Gabriel Cisneros Laborda, quien, tras ser diputado en las tres primeras legislaturas por Soria, con UCD, posteriormente lo fue otras tres, con el PP, por Burgos y por Zaragoza. El diputado, no obstante, que más cambió de circunscripción fue Alfredo Pérez Rubalcaba, dado que lo fue tres veces por Madrid, una por Toledo, otra por Cantabria y otra por Cádiz.


    ¿Y LAS MUJERES?


    Entre los cambios más significativos, en relación con las características del personal político, están la reducción de los títulos nobiliarios y “las espadas” a mera anécdota —el predominio sigue siendo de “las togas y las plumas”, entre ambas representan el 80% de los diputados habidos desde 1977— y, sobre todo, el muy notable aumento de mujeres en el Parlamento.


    En las Cortes de la Segunda República, solo doce de los mil cuatrocientos dieciséis escaños habidos en sus tres legislaturas fueron ocupados por mujeres. De las nueve mujeres diputadas, siete lo fueron una sola vez: en 1931, Clara Campoamor, del Partido Radical, por Madrid; en 1933, Francisca Bohigas, de la CEDA, por León, y tres socialistas, Veneranda García-Blanco Manzano (Oviedo), Matilde de la Torre (Oviedo) y María Lejárraga, (Granada); en 1936, Julia Alvárez Resano, del PSOE, por Madrid, y Dolores Ibarruri, del PCE —esta última, volvería a serlo, también por Asturias, en 1977—. Victoria Kent, del Partido Republicano Radical-Socialista, lo fue en 1931 por Madrid y en 1933 por Jaén, y Margarita Nelken, del PSOE, lo fue por Badajoz en las tres legislaturas.


    En 1977 únicamente hubo veintiuna mujeres diputadas —el 6% del total del Congreso—, al tiempo que en el Senado tanto su número —seis—, como su porcentaje —2,4—, aún fueron menores. Una mirada de conjunto a las quince elecciones habidas desde 1977 lleva a la constatación de que aproximadamente una cuarta parte de las cerca de cuatro mil quinientas personas que han ocupado sillones del Congreso han sido mujeres. Ese porcentaje disminuye si atendemos, en vez de a personas diferentes, al número de escaños, ya que han sido bastante más numerosos los hombres que las mujeres a la hora de repetir elección y, por tanto, estancia. Por ejemplo, de los sesenta y nueve diputados que han estado siete o más legislaturas, solo ocho son mujeres.


    



    [image: ]


    En las últimas elecciones del 10 de noviembre de 2019, ciento cincuenta y una mujeres —el 43% del total del Congreso— consiguieron escaño.


    La mayor inflexión para este relativo equilibrio se ha dado a partir de 2007, al establecer la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres una cuota de un mínimo del 40% de mujeres en las listas electorales. Sin embargo, dadas las características que hemos comentado de la ley electoral, si esa cuota no se tiene en cuenta a la hora de designar quiénes encabezan las listas en cada provincia —la ley no lo exige— puede darse el caso, como de hecho se da, de que la desproporción en algún partido entre su número de diputados y de diputadas sea notablemente elevada. Así, mientras hay partidos en los que la paridad es prácticamente total —51% de mujeres en Unidas Podemos; 50% en Ciudadanos, JxCat y CC; 48% en PSOE—, en otros, las diferencias son notables: 38% en PP; 33% en PNV —por el contrario, su porcentaje de mujeres en el Senado es del 67%— y, sobre todo, en Vox, con un 27%.


    Menor todavía ha sido la presencia de mujeres en el Senado. En las cinco primeras legislaturas, no llegaron al 10%; en las cinco siguientes, el 25%, y en las cinco últimas, ya con los comentados cambios de ley a partir de 2007, el porcentaje se ha elevado a niveles similares a los del Congreso, el 40%.


    Si ciertas desigualdades se van paulatinamente paliando, no sucede así con otras; muy al contrario: se agudizan. Me refiero en concreto, y de forma muy especial, a la participación electoral de los emigrantes españoles. Aunque siempre fue notablemente inferior a la media nacional —en torno a un 30%—, la normativa establecida en 2007, con las dificultades puestas para cumplimentarlo —el denominado “voto rogado”—, ha hecho descender esa participación a un exiguo 5%. No deja de resultar paradójico que en la época de los grandes cambios tecnológicos y comunicativos las dificultades de dos millones de españoles para poder ejercer su derecho electoral, lejos de disminuir, se hayan multiplicado hasta, en la práctica, convertir su voto en una quimera.


    Una democracia representativa, para serlo en mayor plenitud, debe tener como exigencia que su Parlamento sea la reproducción más aproximada de las diversas opiniones del conjunto de la ciudadanía. Para ello es obligado, como punto de partida, la igualdad real del voto y, por otra parte, el que tenga cabida en la elección el doble sentimiento que, también de cara a la representatividad, impulsa a los seres humanos: el ideológico y el territorial. Como hemos visto, distamos mucho de lo primero, y tampoco, a diferencia por ejemplo de Alemania, hemos tratado de encontrar una forma —siempre difícil— que permita dar cabida a ambos aspectos.


    Conviene no olvidar que todo sistema político representativo comienza a construirse desde su punto de apoyo: la ley electoral. Así también ha sido, y lo sigue siendo, con la ley actualmente vigente, apenas modificada desde su creación en 1977 y en un contexto preconstitucional muy determinado, por lo que parece llegada la hora, dados los más de cuarenta años transcurridos y, sobre todo, los cambios acontecidos y los vicios generados, de proceder a su reforma.


    Es claro que la escuela y la despensa por las que clamaba Joaquín Costa hace algo más de un siglo para acabar con el caciquismo han llegado a muchas más mentes y a muchos más estómagos. Pero partiendo de la consideración de que el caciquismo no deja de ser sino la plasmación en la vida política de las diferentes relaciones de poder existentes entre los individuos y los grupos humanos, pensamos, en consecuencia, que solo en la medida en que las personas, y la sociedad en su conjunto, sean más igualitarias económica y culturalmente, y por tanto el poder esté mucho más equilibrado en todos los aspectos, el tronco del caciquismo irá extendiendo muchas menos ramas. Si, además, ese mayor equilibrio social se asienta sobre la base del esfuerzo y de los afanes de mejoras individuales y colectivas, ese tronco irá careciendo de las sustancias que secularmente le hicieron crecer y que aún lo siguen manteniendo.


  



  
    


    Bibliografía recomendada


    La bibliografía relativa a la temática electoral es muy amplia, sobre todo la referida a la época de la Restauración. Aquí nos limitamos a mencionar, con afán tan sintetizador como didáctico, una cincuentena de obras.


    Siempre es interesante conocer la opinión de los coetáneos a los hechos, de ahí que, además de las obras literarias citadas en el texto, convenga consultar:


    



    Para el periodo isabelino:


    Borrego, A. (1874): El libro de las elecciones, Imprenta Española, Madrid.


    Caballero, F. (1837): El Gobierno y las Cortes del Estatuto. Materiales para su historia, Imprenta de Yenes, Madrid.


    Pastor, L. M. (1863): Las elecciones, sus vicios. La influencia moral del Gobierno. Estadísticas de las mismas y proyectos de reforma electoral, Imprenta de Manuel Galiano, Madrid.


    



    Para la época de la Restauración:


    Costa, J. (1902): Oligarquía y caciquismo como la forma actual de gobierno en España: urgencia y modo de cambiarla, Madrid.


    De Azcárate, G. (1885 [1978]): El régimen parlamentario en la práctica, Imprenta de Fortanet, Madrid.


    Fernández Flórez, W. (1918 [1963]): Acotaciones de un oyente, Librería de la Viuda de Pueyo, Madrid.


    Martínez Ruiz, J. (Azorín) (1916): Parlamentarismo español (1904-1916), Casa Editorial Calleja, Madrid.


    Sánchez de los Santos, M. (1908-1914): Las Cortes españolas: 1907-1910-1914, Establecimiento tipográfico de A. Marzo, Madrid.


    



    Reflexiones sobre el concepto, vertientes, etc., del caciquismo están presentes en la mayoría de las obras que aquí se citan. De forma más específica en:


    Gellner, E., et al. (1986): Patronos y clientes, Júcar Universidad, Barcelona.


    Robles Egea, A. (ed.) (1996): Política en penumbra. Patronazgo y clientelismo políticos en la España contemporánea, Siglo XXI, Madrid.


    Romero Maura, J. (1973): “El caciquismo: tentativa de conceptualización” en Revista de Occidente, nº 127, pp. 15-44.


    Romero Salvador, C. (1999): “La suplantación campesina de la ortodoxia electoral” en Rújula, P. y Peiró, I. (coords.): La Historia Local en la España contemporánea, L’Avenç, Barcelona, pp. 80-98.


    



    Para profundizar en la legislación electoral:


    Artola, M. (1991): Partidos y programas políticos, 1808-1936, Alianza, Madrid.


    Caballero Domínguez, M. (1999): “El derecho de representación: sufragio y leyes electorales” en Ayer, nº 34, pp. 41-63.


    Fernández Domínguez, A. (1992): Leyes electorales españolas de Diputados a Cortes en el siglo XIX. Estudio histórico y jurídico-político, Civitas, Madrid.


    Nolhen, D. (1981): Sistemas electorales del mundo, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid.


    Tusell Gómez, J. (1991): “El sufragio universal en España (1891-1936): un balance historiográfico” en Ayer, nº 3, pp. 13-62.


    



    Diversos modos y maneras de manipulaciones, subterfugios y trampas electorales se describen, con mayor o menor profusión y detalle, en la mayoría de las obras aquí citadas. Un recorrido por los procesos y comportamientos electorales desde 1834 hasta 1980 en:
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    También ha sido abordado, aunque muy escasamente, el largo recorrido de un distrito electoral concreto:
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    En cuanto a biografías, cada vez más abundantes, aparte de las realizadas en época de los personajes tratados y que en general fueron muy encomiásticas y con abundantes anécdotas, pueden consultarse:
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    Para las elecciones durante la Segunda República siguen siendo muy útiles las obras:
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    Tusell, J. (1971): Las elecciones del Frente Popular en España, Cuadernos para el Diálogo, EDICUSA, Madrid.
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    Asimismo, fundamentales en cuanto a información y datos, las páginas web del Congreso de los Diputados (congreso.es) y del Senado (senado.es).

  


  
    NOTAS


    
      
        1 . Tampoco ha sido ajena la aplicación del término a las nuevas actividades que se han ido incorporando; así, por ejemplo, en el ámbito futbolístico, a algún contundente defensa central, como en su día Iselín Santos Ovejero, del Atlético de Madrid, se le puso el apelativo de “cacique del área”.

      


      
        2 . Solo dos fueron la excepción y ambas en los inicios —1837 y 1839—, cuando se estaba “en rodaje”. Incluso en la última de las citadas, la de 1839, la derrota electoral del gobierno moderado de Evaristo Pérez de Castro sirvió de advertencia para el futuro de lo inútil que podía ser un resultado de las urnas adverso al Gobierno, ya que la regente disolvió esas Cortes de mayoría progresista y otorgó el poder de convocatoria de nuevas elecciones otra vez a Pérez de Castro, que por supuesto ganó.

      


      
        3 . Esa característica macrocefálica arranca de la guerra de Independencia —“la gran academia del desorden”, en acertadas palabras de Galdós—, con la proliferación de guerrilleros, muchos de cuyos mandos acabaron formando parte posteriormente del ejército regular, y se robustece a lo largo del siglo XIX con las múltiples contiendas bélicas internas —las guerras hacen generales— y los numerosos pronunciamientos militares. Por otra parte, una de las grandes cuestiones estriba en por qué y cómo un ejército en su mayoría adalid del liberalismo y del constitucionalismo durante el siglo XIX, a partir de los años veinte del siglo XX se convierte en anticonstitucional y “dictatorial”. Las respuestas, aunque no podamos desarrollarlas aquí, tienen más que ver con los cambios ideológicos de los sectores sociales con los que permanente y prioritariamente estuvo vinculado —los de la propiedad— que con transformaciones específicas en la estructura del ejército.

      


      
        4 . Excluimos en estos análisis tanto la Asamblea Nacional Consultiva de 1927, con la dictadura de Primo de Rivera, como las distintas Cortes durante la dictadura franquista, al tratarse en ambos casos de representaciones corporativas de corte fascista y sin vigencia de ninguna Constitución.

      


      
        5 . A las mujeres, pese a que Olympe de Gouges, ya en 1791, había reivindicado la necesidad de igualdad de derechos —“si la mujer tiene el derecho de subir al cadalso, debe tener igualmente el de subir a la Tribuna”—, ni se las contemplaba en esos argumentos y en esos debates.

      


      
        6 . Contribuyentes que pagasen un mínimo de 200 reales de contribución anual; propietarios que percibieran una renta anual mínima de 1.500 reales; capacidades “intelectuales” con una renta anual mínima de 1.500 reales; labradores que poseyeran una yunta para el cultivo de tierra propia; colonos que poseyeran dos yuntas o pagasen arrendamientos de al menos 3.000 reales e inquilinos que pagasen un determinado alquiler —variable según la provincia y municipio de residencia—.

      


      
        7 . De hecho, de los ochenta y cinco diputados republicanos en aquellas Cortes, tan solo once —seis de ellos en Huesca— habían sido elegidos en las provincias con menor población y, por tanto, de circunscripción única (el 10% del total de puestos de esas provincias), mientras que setenta y cuatro (algo más del 30% de los escaños en liza) lo habían sido por las de doble o triple circunscripción.

      


      
        8 . Desde los inicios de la época isabelina no faltaron Alcalá-Zamoras en las bancadas del Congreso y el propio don Niceto había sido diputado en las filas del Partido Liberal desde 1910, ocho elecciones seguidas, por el distrito jienense de La Carolina.

      


      
        9 . Hasta 1868, sin embargo, no bastaba para ser diputado con obtener más votos que el resto de candidatos, sino que debía superarse la mitad más uno de los emitidos, celebrándose, en caso de no conseguirlo, una segunda elección en la que ya era suficiente la mayoría simple de votos.

      


      
        10 . Se establecía, asimismo, la necesidad de obtener al menos el 20% de los votos emitidos, porcentaje que se elevó en 1933 al 40%. En caso de no obtener dicho porcentaje se procedería en esas circunscripciones, y para las vacantes que en ellas quedasen, a una segunda vuelta a la que solo podrían presentarse quienes en la primera hubiesen obtenido más del 8% de los votos.

      


      
        11 . Los gobiernos también variaron a su conveniencia las demarcaciones de los distritos, combinando pueblos con la finalidad de favorecer a determinados candidatos. Esta práctica, iniciada en EE UU ya en 1812 por el gobernador de Massachussets, Elbridge Gerry, se conoce como gerrymandering, a raíz de una caricatura de la época que mezclaba el apellido del citado gobernador y el final inglés, -mander, de la palabra salamandra, en referencia a las retorcidas formas que los distritos podían llegar a tener.

      


      
        12 . Una misma persona podía presentarse, o ser votado, en diferentes circunscripciones o distritos y, en consecuencia, resultar electo por varios. En tal caso, optaba por un lugar y renunciaba al resto. Se trataba de una clara demostración de influencia y de poder. En los distritos en los que había renunciado se procedía a una nueva elección en la que, habitualmente, el candidato por él “recomendado” obtenía el acta. Posteriormente, en 1890, se facultaba al Congreso de los Diputados para convocar o no esa elección parcial. No siempre lo hizo y el diputado asumía la representación de los intereses de los distritos por los que fue elegido.

      


      
        13 . El término hace referencia a la batalla de Ayacucho, en 1824, en la que esos generales habían participado —curiosamente Espartero no— y cuya derrota había significado la independencia de la mayor parte de las colonias hispanoamericanas.

      


      
        14 . Hemos elegido la cifra de diez porque supone la mitad de las veintiuna elecciones celebradas durante este periodo y, por tanto, muy definitoria de lo que venimos indicando. Debemos destacar, no obstante, que los más jóvenes no tuvieron tiempo para llegar a esa cifra dado que en 1923 la dictadura de Primo de Rivera eliminó el Parlamento.

      


      
        15 . Por Estella, capital del carlismo durante la primera guerra carlista, fueron diputados carlistas Juan Vázquez de Mella, en tres ocasiones, y en 1920 Esteban Bilbao Eguía, quien también sería miembro de la Asamblea Consultiva de 1927 con Primo de Rivera, diputado por Navarra en las Cortes republicanas de 1933 y, durante la dictadura franquista, ministro, presidente del Consejo del Reino y presidente de las Cortes desde 1943 hasta 1965.

      


      
        16 . El II marqués de Lema y II conde de Ripalda, Salvador Bermúdez de Castro y O´Lawlor, pertenecía a una saga que, desde los inicios de la época isabelina y en las filas moderantistas y unionistas, había estado presente en el Congreso, en el Senado y en los ministerios. Él fue seguidor, admirador y, en su juventud, secretario personal de Cánovas, obteniendo el acta de Tineo (Asturias) ininterrumpidamente desde 1891 hasta 1923, además de, en 1896 y 1903, la de Valderrobres, en cuya provincia, Teruel, lideraba el Partido Conservador. Además de alcalde de Madrid, gobernador del Banco de España y ministro de Estado en tres ocasiones, formó parte de la comisión de veintidós juristas —más de la mitad de ellos exdiputados— que, por iniciativa de Ramón Serrano Súñer, elaboraron en 1938 el Dictamen sobre la ilegitimidad de los poderes actuantes el 18 de julio de 1936 con la finalidad de justificar y dar respaldo legal a la sublevación militar.

      


      
        17 . En la Primera República, sin embargo, tres de sus cuatro presidentes —Estanislao Figueras, Francisco Pi y Margall y Nicolás Salmerón— eran abogados y el cuarto —Emilio Castelar— catedrático de Historia de la Universidad Central madrileña.

      


      
        18 . La carta (Archivo del Congreso de los Diputados, leg. 52, núm. 9), de la que hemos querido respetar la grafía original, en el volumen III, p. 322 de la citada tesis.

      


      
        19 . La menor edad requerida en las constituciones conservadoras que en las progresistas se debe a que en aquellas la mayor parte de los senadores eran designados por el rey y, de ese modo, el acceso de los nombrados lo era a una edad más temprana. Significativo al respecto es que a los infantes de España se les permitiera serlo al cumplir los 25 años y que la edad exigida en el Estatuto Real para el Estamento de Próceres —los por derecho propio y los nombrados por el rey— fuese inferior, 25 años, que para el de Procuradores, elegibles una vez cumplidos 30 años.

      


      
        20 . En Soria, UCD, pese a obtener los tres escaños del Congreso, hecho solo repetido en la Ávila natal de Adolfo Suárez, no presentó candidatos al Senado, resultando electos cuatro independientes, dos de ellos exprocuradores de las Cortes franquistas.

      


      
        21 . Pacte Democràtic per Catalunya.

      


      
        22 . Partido Socialista Popular-Unidad Socialista.
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    Juan Carlos I 


    Jumilla, Murcia 


    K


    Kent, Victoria 


    L


    La Almunia de Doña Godina, Zaragoza 


    La Cañiza, Pontevedra 


    La Carolina


    La Coruña 


    Lalín, Pontevedra 


    Landáburu, Belén 


    Lanzuela, Santiago 


    Laredo, Cantabria 


    La Rioja 


    Larra, Mariano José de 


    Las Palmas, Canarias 


    La Vecilla, León 


    Lavilla, Landelino 


    Lejárraga, María 


    León 


    Lérida 


    Lerma, Joan 


    Lersundi Homaechea, Francisco 


    Linage, Francisco


    Llanes, Asturias 


    Llorens y Fernández de Córdoba, Joaquín 


    Logroño 


    Loja, Granada 


    Londres 


    López Domínguez, José 


    López, Joaquín María 


    Loring-Heredia, Amalia 


    Loring-Heredia, Concepción


    Loring Oyarzábal, Jorge 


    Luca de Tena, Guillermo 


    Luca de Tena y Álvarez Osorio, Juan Ignacio 


    Luca de Tena y Brunet, Guillermo
 



    Lucas, Juan José 


    Lugo


    Luis XIV 


    Luis XVIII 


    M


    Machado, Antonio 


    Maciá, Francesc 


    Madoz, Pascual 


    Madrid 


    Málaga 


    Malcampo, José 


    Mallorca 


    Manglano, Joaquín 


    Marfori, Carlos 


    Marías, Julián


    Maroto Aranzábal, Javier 


    Marqués de Alhucemas. Véase García Prieto, Manuel


    Marqués de Altamira de la Puebla.
 Véase Manglano, Joaquín


    Marqués de Aracena. Véase Sánchez Dalp y Calonge, Francisco Javier


    Marqués de Bérriz. Véase Aznar de la Sota, Eduardo


    Marqués de Bogaraya. Véase Esteban Collantes, Agustín


    Marqués de Casa Fontanellas. Véase Fontanellas, Francisco Javier


    Marqués de Castell-Florite. Véase Dulce, Domingo


    Marqués de Cayo del Rey. Véase San Miguel de la Gándara, José


    Marqués de Córdoba. Véase Llorens Fernández de Córdoba, Joaquín


    Marqués de Guad-el-Jelú. Véase Ros de Olano, Antonio


    Marqués de la Pezuela. Véase González de la Pezuela, Juan


    Marqués de la Vega de Armijo. Véase Aguilar y Correa, Antonio


    Marqués de Lema. Véase Bermúdez
 de Castro O’Lawlor, Salvador


    Marqués de los Castillejo. Véase Prim y Prats, Juan


    Marqués de Luca de Tena. Véase Luca de Tena y Álvarez Osorio, Juan Ignacio


    Marqués de Martínez de Campos. Véase Martínez Campos, Ramón


    Marqués de Nervión. Véase Armero, Francisco


    Marqués de Rocamora. Véase Roca de Togores, Fernando


    Marqués de Salamanca. Véase Salamanca y Mayol, José de


    Marqués de Santo Floro. Véase Figueroa y Alonso Martínez, Agustín


    Marqués de Tenerife. Véase Weyler, Valeriano


    Marqués de Villamantilla de Perales. Véase González Conde, Diego


    Marquina, Vizcaya 


    Martínez Asenjo, Lamberto 


    Martínez Campos, Arsenio 


    Martínez Campos, Miguel 


    Martínez Campos, Ramón


    Martínez Campos y de la Viesca, Arsenio 


    Martínez de Bedoya, Javier 


    Martínez de la Rosa, Francisco 


    Martínez, María Antonia 


    Martínez Ruiz, José 


    Martín Villa, Rodolfo 


    Martos, Cristino 


    Mateo Sagasta, Ángela 


    Mateo Sagasta, Práxedes



    Maura, Antonio



    Maura Gamazo, Gabriel 


    Maura Gamazo, Honorio


    Maura Gamazo, Miguel 


    Medina del Campo, Valladolid 


    Menéndez Pelayo, Marcelino 


    Merino Villarino, Fernando 


    Miranda de Ebro, Burgos 


    Monago, José Antonio 


    Mon Landa y Landa, Alejandro 


    Montero Ríos, Eugenio 


    Montilla, José 


    Moret, Segismundo 


    Muñoz, Fernando


    Murcia 


    Murias de Paredes, León 


    N


    Narváez, José María 


    Narváez, Ramón María 


    Navarra 


    Nelken, Margarita 


    Noya, La Coruña


    Núñez de Arce, Gaspar 


    O


    O´Donnell, Leopoldo 


    Olarra, Luis 


    Olózaga, Salustiano 


    Ordoñez, Mariano 


    Oreja, Marcelino 


    Orense 


    Orleans, Antonio de


    Ortega Munilla, José 


    Ortega Spottorno, José 


    Ortega y Gasset, José 


    Osorio, Alfonso


    Osorio y Martos, Miguel


    Oviedo 


    P


    Padrón, La Coruña 


    País Vasco 


    Palencia 


    Palma


    Palma de Mallorca, Mallorca


    Pamplona 


    Pardo Bazán, Emilia 12,


    París 


    Parres y Sobrino, José 


    Pavía, Manuel


    Peñafiel, Valladolid


    Peñalver, Patricio 


    Peñaranda de Bracamonte, Salamanca 


    Pérez de Ayala, Ramón 


    Pérez de Castro, Evaristo


    Pérez Galdós, Benito



    Pérez Rubalcaba, Alfredo 


    Pich y Pon, Juan 


    Pidal, Pedro José


    Piedrahíta 


    Piedrahíta, Ávila 


    Pi y Margall, Francisco 


    Plasencia, Cáceres 


    Pontevedra 


    Posada Herrera, José 


    Prado y Colón de Carvajal, Manuel 


    Primo de Rivera, Fernando 


    Primo de Rivera, Miguel 


    Prim y Prats, Juan 


    Puenteareas, Pontevedra


    Puente Candelas, Pontevedra 


    Puentedeume, La Coruña 


    Puerto de Santa María, Cádiz 


    Puerto Rico 


    Puigcerdá, Gerona 


    Purchena, Almería 


    Q


    Quiñones de León, Luciano 


    Quiroga, Lugo


    R


    Ramírez de Arellano, Rafael 


    Ramón y Cajal, Santiago


    Rebolledo de Palafox, José 


    Ribadeo, Lugo


    Ribera Rovira, Andres 


    Riego, Rafael 


    Ríos Rosas, Antonio de los


    Riquer, Martín de 


    Rivas, Natalio 


    Roca de Togores, Fernando 


    Rodil, José Ramón 


    Rodríguez de la Borbolla, Pedro 


    Rodríguez Sagasta, Tirso 


    Romero Robledo, Francisco



    Ros de Olano, Antonio 


    Rudi, Luisa Fernanda 


    Ruiz-Gallardón, Alberto 


    Ruiz Zorrilla, Manuel 


    S


    Saavedra, Jerónimo 


    Saboya, Amadeo de 


    Salamanca 


    Salamanca y Mayol, José de 


    Salas Larrazabal, Ángel 


    Saldaña, Palencia 


    Salmerón, Nicolás 


    Salvador Carreras, Amós 


    Salvador Carreras, Miguel 


    Salvador Rodríguez, Amós 


    Sampedro Escolar, José Luis 


    Sampedro, José Luis 


    Sánchez Agesta, Luis 


    Sánchez Dalp y Calonge, Fancisco Javier 


    Sánchez Guerra, José 


    Sancho, Tomás 


    Sancho, Vicente 


    San Miguel de la Gándara, José 


    San Miguel, Evaristo 


    Santa Clara, Cuba


    Santa Coloma de Farnés, Gerona 


    Santa María de Órdenes, La Coruña 


    Santander 


    Sanz, Pedro María 


    Sartorius, Luis 


    Semprún Maura, Jorge


    Seoane, Antonio 


    Seo de Urgel, Lérida


    Serna, Víctor de la 


    Serrano, Francisco



    Serrano, Leopoldo 


    Serrano Súñer, Ramón 


    Sevilla 


    Silió, César


    Silvela Blanco, Francisco Agustín 


    Silvela Le Vielleuze, Francisco 


    Silvela Le Vielleuze, Luis 


    Silvela Le Vielleuze, Manuel



    Socias Umbert, José María 


    Sorbas, Almería


    Soria 


    Suárez, Adolfo 


    T


    Talleyrand, Charles-Maurice de



    Tarragona


    Téllez-Girón y Beaufort Spontin, Mariano 


    Téllez-Girón y Fernández de Córdoba, Luis 


    Tenerife


    Teruel 


    Tineo, Asturias 


    Tocqueville, Alexis de 


    Toledo 


    Topete, Juan Bautista 


    Toro, Zamora


    Torrecilla de Cameros, La Rioja 


    Torrelaguna, Madrid 


    Torre, Matilde de la 


    Torrox, Málaga 


    Tremp, Lérida 


    Trigo, Felipe 


    Trujillo, Cáceres 


    Tuy, Pontevedra 


    U


    Unamuno, Miguel de 


    Ussía Cubas, José Luis 


    Utrera, Sevilla


    V


    Valderrobres, Teruel 


    Valdés, Jerónimo 


    Valencia 


    Valencia de Don Juan, León 


    Valladolid 


    Valle-Inclán, Ramón María del 


    Van-Halen, Antonio 


    Vázquez de Mella, Juan 


    Vázquez, Francisco 


    Velasco, Clemente 


    Ventosa y Calvell, Juan 


    Villalón de Campos, Valladolid 


    Villanueva y Geltrú, Barcelona 


    Vitoria 


    Vizcaya 


    Vizconde de Irueste. Véase Figueroa y Torres, José


    W


    Weyler, Valeriano 


    Z


    Zamora


    Zaplana, Eduardo 


    Zaragoza 


    Zarrías, Gaspar 


    Zelada, Fermín 


    Zulueta, Julián de

  


  
    Los nombres y lugares mencionados en las tablas 2 (págs. 108-110) y 3 (págs. 184-186) y en los mapas del cuadernillo no se han incluido en este índice.
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FIGURA 19

Cénovas “EL monstruo”, como le llamaban muchos de sus panegiristas
'y seguidores, en El Motin (1891)
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FIGURA 7

La partida de la porra ante un colegio electoral

en La Carcajada (12 de abril de 1872).
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Vifeta de Antonio Fraguas de Pablo “Forges”, El Pais, 27 de mayo de 2007.
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FIGURA 9

Chistes.y caricaturas sobre los votos de muertos fueron muy frecuentes.
zq.: sitira publicada en la revista La campana de Gracia, 2 de octubre de 1901,
Dcha.: vineta del semanario satirico Don Plécido de 7 de marzo de 1914,
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Critica al articulo 29 en El Imparcial (6 de abril de 1916)






OEBPS/Images/7.png
FIGURA &

EL MOTIN.

=
.

Vitcos tratando de acaparar distritos ninors
d S Dombeevo on i Mo 17 0 oL T8






OEBPS/Fonts/BodoniStd-Book.otf


OEBPS/Images/Caciquemapa_1.jpg
ESQUEMA GENEALOGICO DE PRAXEDES MATEO SAGASTA

MANUEL
1 vez diputado

TIRSO
9 veces diputado y ministro

CARMEN

x

]

PRAXEDES MATEO
SAGASTA

Sobrino de

SILVESTRA

16 veces diputado

7 veces pte.
del Gobierno Hermana
Hijo
Hija
JOSE Hermano
3 veces diputado
Nieta
VICTORIA
h 4
i CARLOS
Hermano ENGELA 2 veces diputado






OEBPS/Images/27.png
FIGURA 26

ELActa de la anterior: salén de sesiones del Senado, éleo de Asterio Mahanés (1906). La pintura reproduce ur
sesién en el Senado en la que las ausencias quedan de manifiesto, pese a que el autor del cuadro era funcionario d
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Germén Gamazo cortejado por Sagasta, de Eduardo Séenz Hermiia
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FIGURA 29

La cor

Ida sonrisa —votante y presidenta- del primer voto.
Foto de Alfonso Sanchez Porieta (19 de noviembre 19331,
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FIGURA 11

EL Gran Electr, Jost Posada Herrera,espiando
reparéndose para desbancar s Sagast r
¥ prepar per La Mosca (1881).
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FIGURA 25

—Habéis votado ya a los candidatos que os
recomendé?

Si. padre; cuatro veses.

Trampas electorales, parte de la vifeta reproducida
en el semanario satirico L Esquella de la Torratxa,
13 de febrero de 1903,
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FIGURA 12

Sali6 esta falsa lumbrera
como el scl, por Antoquera.

Dos viietas de la carrera politica de Romero Robledo, de Ed

ojo “Demécrito”, en El Motin (28 de agosto de
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DIPUTADOS DEL PARTIDO CONSERVADOR CON NOTABLE
PRESENCIA DURANTE LA RESTAURACION EN LOS DISTRITOS
DE LA PROVINCIA QUE SE SENALA

. Albacete: José Martinez Acacio

. Alicante: Antonio Torres Ordufia

. Almeria: José Maria Cervantes Sanz Andino

. Avila: Francisco Silvela y de Le Vielleuze

. Badajoz: Manuel Pidal y Bernaldo de Quirés

. Baleares: Antonio Maura Montaner

. Barcelona: Josep M. Planas Casals

Burgos: Francisco Aparicio Ruiz

. Caceres: Laureano Garcia Camisén y Dominguez

. Cadiz: Bartolomé Bohérquez y Rubiales /
Rafael de la Viesca y Méndez

11. Canarias: Pedro Poggio Alvarez

12. Castellén: Juan Navarro Reverter

13. Ciudad Real: Juan Acedo Rico

14. Cérdoba: José Sanchez Guerra Martinez

15. Cuenca: Fernando Sartorius y Chacén

16. Gerona: Ferran Puig Mauri

17. Granada: Joaquin de Montes y Jovellar

18. Huelva: Francisco J. Sdnchez Dalp y Calonge

19. Jaén: Mariano de Foronda y Gonzalez Bravo

20. La Corufia: Juan Armada Losada

21. Leén: Eduardo Dato Iradier

22. Lérida: Ramén Martinez Campos Rivera

23. Lugo: Guillermo Joaquin de Osma y Scull

24. Madrid: Eugenio Esteban y Fernandez del Pozo

25. Malaga: Francisco Romero Robledo

SCoPNOCURWN =

26. Murcia: Juan de la Cierva Pefiafiel

27. Navarra: Francisco Javier Gonzélez de Castején y Elio

28. Orense: Gabino Bugallal Araujo

29. Oviedo: Alejandro Pidal y Mon

30. Palencia: Abilio Calderén Rojo

31. Pontevedra: Alejandro Mon y Landa /
Raimundo Ferndndez Villaverde

32. Salamanca: Eloy Bullén Fernandez

33. Santander: Juan José Ruano de la Sota

34. Segovia: Javier Gil Becerril

35. Sevilla: Lorenzo Dominguez y Pascual

36. Soria: Lamberto Martinez Asenjo /
Luis Marichalar y Monreal, vizconde de Eza

37. Teruel: Carlos Castel y Gonzilez Amezla

38. Toledo: Gumersindo Diaz Cordovés

39. Valencia: Vicente Puigmolté, conde de Torrefiel

40. Valladolid: César Silié Cortés

41. Vizcaya: Benigno Chévarri Salazar

42. Zamora: José Diez Macuso

43. Zaragoza, Tomds Castellano Villarroya
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FIGURA 28
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Yao'se lo debo todo al Pueblo,
de José Maria Gonzlez Castrillo “Chumy Chimez"
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FIGURA 4
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FIGURA 15

nco y Negro (30 de enero de 1898)
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FIGURA 23

Los mismos diputados, la misma noria, la misma mula y La misma colada. Ellos son los cangilones
Tomas Padroy Pedret en La Flaca (20 de diciembre de 1872).
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DIPUTADOS ELECTOS MAYOR NUMERO DE VECES
EN CADA CIRCUNSCRIPCION (DESDE 1977)
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. Atava: Emilio Olabarria Mufioz (PNV)

. Albacete: Manuel Gabriel Gonzalez Ramos (PSOE)
. Alicante: Federico Trillo-Figueroa (PP)

. Almeria: Juan José Matari Saéz (PP) / Rafael Hernando

. Asturias: Alvaro Cuesta (PSOE)

. Avila: Jerénimo Nieto Gonzalez (PSOE)
. Badajoz: Francisco Miguel Fernandez Marugén (PSOE)
. Baleares: Félix Pons Irazabal (PSOE)

. Barcelona: Carles Campuzano: CiU / Jorge Ferndndez

. Burgos: Sandra Moneo (PP)
. Caceres: Amador Alvarez Alvarez (PP)
. C4diz: Salvador de la Encina Ortega (PSOE) / Tedfila

. Canarias: Santa Cruz de Tenerife, Ana Oramas (CC). Luis

. Cantabria: Jaime Blanco Garcia (PSOE)
. Castell6n: Francisco Arnau Navarro (PSOE) / Juan Costa

. Ceuta: Antonio Gutiérrez Molina (PP)
. Ciudad Real: Miguel Angel Martinez Martinez (PSOE)
. Cérdoba: Carmen del Campo Casasus (PSOE) / Rafael

. Cuenca: Luis Carlos Sahuquillo Garcia (PSOE) / Virgilio
. Gerona: Josep Lépez de Lerma (CiU) / Lluis Maria Puig

. Granada: Angel Diaz Sol (PSOE)

. Guadalajara: Luis de Grandes (UCD-PP)

. Guiplzcoa: Enrique Mdgica Herzog (PSOE)
. Huelva: Javier Barrero Lépez (PSOE)

. Huesca: Victor Morlan Gracia (PSOE)

. Jaén: Gabino Puche Rodriguez-Acosta (PP)
. La Corufia: Arsenio Ferndndez de Mesa (PP) / Francisco

. La Rioja: Angel Martinez Sanjuan (PSOE)

. Ledn: Manuel Nafiez Pérez (UCD-PP)

. Lérida: José Ignacio Llorens Torres (AP-PP)

. Lugo: Joaquin Garcia Diez (PP)

. Madrid: Mariano Rajoy Brey (PP)

. Malaga: Celia Villalobos Talero (CP-PP)

. Melilla: Francisco Antonio Gonzalez Pérez (PP)
. Murcia: Pedro Saura Garcfa (PSOE)

. Navarra: Jests Aizpan Tuero (UCD-PP)

. Orense: Celso Delgado Arce (PP)

. Palencia: Juan Carlos Guerra Zunzunegui (PP) / Julio

. Pontevedra: Ana Maria Pastor Julién (PP)
. Salamanca: Jesus Caldera Sanchez Capitan (PSOE) /

. Segovia: Javier Gémez Dermendrail (PP)

. Sevilla: Alfonso Guerra Gonzalez (PSOE)

. Soria: Jests Posada Moreno (PP)

. Tarragona: Joan Ruiz i Carbonell (PSOE)

. Teruel: Gerardo Torres Sahuquillo (PSOE)

. Toledo: Arturo Garcia-Tizén Lépez (AP-PP)
. Valencia: Ignacio Gil Lazaro (PP-VOX)

. Valladolid: Tomés Burgos Gallego (PP)

. Vizcaya: José Maria Benegas Haddad (PNV)
. Zamora: Demetrio Madrid Lépez (PSOE)

. Zaragoza: Ramén Moreno Bustos (PP)

Fraile (PP)

Diaz (PP)

Martinez (PP)

Mardones Sevilla (UCD-CC) / Las Palmas, Guillermo
Mariscal Anaya (PP)

Climent (PP)

Merino Lépez (PP)

Zapatero Gémez (PSOE)

iOlivé (PSOE)

Vézquez Vazquez (PSOE)

Villarrubia Mediavilla (PSOE) / Maria Jes(s Celinda
Sanchez Garcia (PP)

José Antonio Bermudez de Castro (PP)
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En el grabado jQue se remata. que se remata! (La Flaca. 31 de diciembre de 1869) vemos, entre otros,
a Prim (con sombrero de catite) repartiendo “el turrén”: subsecretarias. embajadas, etc.
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La comida de los monos, critica del encasillado en Gededn (5 de marzo de 1896).
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DIPUTADOS DEL PARTIDO LIBERAL CON NOTABLE

PRESENCIA DURANTE LA RESTAURACION EN LOS DISTRITOS

DE LA PROVINCIA QUE SE SENALA

N

. Albacete: Federico Ochando Chumillas

. Alicante: Trinitario Ruiz Valarino

. Almeria: Luis Silvela Casado

. Badajoz: Antonio Pacheco y Lerdo de Tejada
. Baleares: Alejandro Rossellé

. Barcelona: Alfons Sala Argemi

. Burgos: Santos Arias Miranda Berdugo

. Caceres: José Rosado Gil /

Marcelo Rivas Mateos

. Cadiz: Ramén Aufién y Villalén

. Canarias: Félix Benitez de Lugo y Rodriguez

. Castellén: Juan Navarro Reverter y Gomis

. Ciudad Real: Emilio Nieto de Portela

. Cérdoba: Antonio Barroso y Castillo

. Cuenca: Juan Correcher Pardo

. Gerona: Félix Macia Bonaplata

. Granada: Juan Ramén de la Chica y Mingo

. Guadalajara: Alvaro Figueroa y Torres, conde de

Romanones

. Guiplzcoa: Roque Garcia-Ogara y Navarlaz
. Huelva: José Limén Caballero

. Huesca: Manuel Camo Nogués

. Jaén: Niceto Alcaléd Zamora

. La Corufia: Manuel Garcia Prieto /

Rafael Gasset y Chinchilla

. Leén: Demetrio Alonso Castrillo /

Fernando Merino Villarino

. Lérida: Vicente Alonso Martinez /

Emili Riu Periquet

. Logrofio: Praxedes Mateo Sagasta
. Lugo: Manuel Portela Valladares /

Ramén Bustelo Gonzilez

. Madrid: Joaquin Lépez Puigcerver

. Malaga: José Lépez Dominguez

. Murcia: Angel Aznar y Butigieg

. Orense: Eduardo Cobidn y Roffignac

. Oviedo: Félix Sudrez Inclén

. Palencia: Victor Dulce Antén

. Pontevedra: Antonio Aguilar y Correa /

Eduardo Vincenti Reguera

. Salamanca: José Mesia y Gayoso, duque de Tamames
. Santander: Pablo Garnica Echevarria

. Sevilla: Pedro Rodriguez de la Borbolla
. Soria: Julidn Mufioz Miguel

. Tarragona: Josep Nicolau Sabater

. Teruel: Fernando Ruano Prieto

. Toledo: Tomas de Beruete y Udaeta

. Valencia: José Garcia Berlanga Pardo

. Valladolid: Germdn Gamazo Calvo /

Santiago Alba Bonifaz

. Zamora: Angel Galarza Vidal
. Zaragoza: Segismundo Moret y Prendergast
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FIGURA 24

Detalle del monumento a Emilio Castelar en Madrid,
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EL MOTIN

Sube el o, ajaof oio, y Espaia siempre ea el pir

Perfecta metfora del turno, con Cénovas y Sagasta en el columpio de la aternancia.
“Sube el uno, baja el otro y Espaia siempre en el potro en El Motin (1892).
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Caricatura publicada en la revista satirica El Loro (1881) como critica a la alternancia en el poder de los partidos Conservador y Liberal
durante la Restauracion. Arriba, el liberal Sagasta sirve al conservador Canovas y su gobierno un pavo, mientras que abajo es Canovas
quién rellena la copa a un complacido Sagasta, que disfruta del banquete junto a sus ministros.
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SENADORES ELECTOS MAYOR NUMERO
DE VECES EN CADA CIRCUNSCRIPCION (DESDE 1977)

. Alava: Francisco Javier Rojo Garcia (PSOE)

. Albacete: Manuel Angel Aguilar Belda (PSOE)

. Alicante: Miguel Barceld Pérez (PP)

. Almerifa: Maria del Mar Agliero Ruano (PP)

. Asturias: Rafael Luis Fernandez Alvarez (PSOE)

. Avila: Antolin Sanz Pérez (PP)

. Badajoz: Antonio Galvéan Porras (PP) / Juan Ignacio Barrero Valverde

(PP) / Marfa Carmen Granado Paniagua (PSOE)

. Baleares: Mallorca, Antonio Garcias Coll (PSOE) / Ibiza-Formentera,

Santiago Mari Torres (PP) / Menorca, Juana Francisca Pons Vila (PP)
9. Barcelona: Jordi Maragall i Noble (PSC)

10. Burgos: Juan José Laborda Martin (PSOE)

11. Céceres: Juan Angel Iglesias Marcelo (PSOE)

12. Cadiz: Maria Jesus Castro Mateos (PSOE)

13. Canarias: ElHierro, Esther Carmona Delgado (PSOE) /
La Gomera, Casimiro Curbelo Curbelo (PSOE) / Tenerife, Antonio
Alarcé Hernandez (PP) / Gran Canaria. José Macias Santana (AP-PP)
/ Fuerteventura, Claudio Gutiérrez Vera, PP

14. Cantabria: José Luis Vallines Diaz (PP)

15. Castell6n: Jose Maria Escuin Monfort (PP) / Manuel Guillermo
Altava Lavall (PP) / Salomé Pradas Ten (PP)

16. Ceuta: José Luis Morales Montero (PP)

17. Ciudad Real: Hilario Caballero Moya (PSOE) /

Jesus Martin Rodriguez (PSOE)

18. Cérdoba: Joaquin Martinez Bjorkman (PSOE)

19. Cuenca: Francisco Utrera Mora (PP)

20. Gerona: Francesc Ferrer i Gironés (PSC-PSOE)

21. Granada: Juan Cuenca Doblado (PSOE) /

Sebastian Pérez Ortiz (PP)

22. Guadalajara: Juan Pablo Sanchez Sanchez-Seco (PP)

23. Guipuzcoa: Francisco Xabier Albistur Marin (PNV) /
Joseba Elésegui Odriozola (PNV)

24. Huelva: Antonio Garcia Correa (PSOE)

25. Huesca: Juan José Rodriguez Torres (PSOE)

26. Jaén: Ramén Palacios Rubio (PP)

27. La Corufia: José Luis Ramén Torres Colomer (PP) /
Manuel Jaime Barreiro Gil (PSOE)

28. La Rioja: Domingo de Guzman Alvarez Ruiz de Vifiaspre
(UCD-PP) / Francisca Coloma Mendiola Olarte (PP) /
Ignacio Diez Gonzélez (PSOE)

29. Leén: Eladio Castro Uria (PSOE)

30. Lérida: Maria Teresa Rivero Segalds (CIU-JXCAT)

31. Lugo: Francisco Cacharro Pardo (AP-PP)

32. Madrid: Maria Rosa Vindal Lépez (PP)

33. Malaga: Antonio Garcia Duarte (PSOE)

34. Melilla: Juan Jose Imbroda Ortiz (PP)

35. Murcia: Pedro José Pérez Ruiz (PP)

36. Navarra: José Iribas Sdnchez de Boado (UPN-PP)

37. Orense: Francisco José Fernandez Pérez /

Maria del Carmen Leyte Coello (PP)

38. Palencia: José Luis Lépez Henares (UCD-PP)

39. Pontevedra: José Castro Rabadan (PSOE) / José César Mera
Rodriguez (PP)

40. Segovia: Clemente Sanz Blanco (PP) / Paloma Inés Sanz Jerénimo (PP)

41. Sevilla: Antonio Gutiérrez Limones (PSOE) /
Francisco Moreno Franco (PSOE)

42. Soria: José Maria Garcia Royo (IND-PP)

43. Tarragona: Ramén Aleu i Jornet (PSC-PSOE)

44, Teruel: Manuel Blasco Marqués (PP)

45. Toledo: Tomds Pedro Burgos Beteta (PP)

46. Valencia: Pedro Agramunt Font de Mor (PP)

47. Valladolid: Juan Antonio Arévalo Santiago (PSOE)

48. Vizcaya: Ramén Rubial Garcia (PSOE)

49. Zamora: Dionisio Garcia Carnero (PP)

50. Zaraaoza: Mariano Alierta Izuel (UCD-PP)
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FIGURA 22

Espectaculo interesante. ﬁ

Especticulo interesante, caricatura de Joaquin Moya en Gededn (19072,
La “revolucion desde arriba” de Maura reducida, en La imagen,
aloya existente: reparto de actas.
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! Congresoy la disolucién de las Cortes de la Primera Repiblica
general Manuel Pavia el 3 de encro de 1874, da pie al dibujante
Tomés Padrb y Pedret a comparar irsnicamente su accion con la victaria de las tropas.

de Carlos | ante 1 del monarca francés Francisco | en as corcanias de l cludad lallana
de Pavia en 1525, Memorable batalla de Pavia

n La Madeja Politica, n913 (24 de enero de 1874).
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Sagasta a las puertas del Congreso como un trilero.
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José Arenas y Alfonso Guerra, vistos como pavo y cangrejo ermitafio en el dlbum Fauna humana
(con textos de Carmelo Romero Salvador e ilustraciones de César Ordéfiez Mirén, 2015).
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El grabado Antes de la batalla electoral (El Motin, 1884) ironiza sobre la costumbre
de levantar a los muertos para que acudieran a las urnas.

Caricatura de Eduardo Sdenz Hermua “Mecachis” que representa
a Trinitario Ruiz Capdepdn tejiendo votos, elegido “hombre del
dia” en Blanco y Negro (26 de marzo de 1898).
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Fauna nacional: Don Cacique, Exoristo Salmeron
“Tito",
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En El reparto del pastel apreciamos a Sagasta y su reparto de prebendas (Madrid, Biblioteca Nacional).
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FIGURA 17
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Cmques
y caclqmsmo
en Espana

(1834-2020)






OEBPS/Images/Cacique_5.jpg
La famosa caricatura de “Demécrito” La pollada nueva (El Motin, 31 de julio de 1881) representa a Sagasta como una gallina clueca que
pone huevos de los que salen sus polluelos rumbo al Congreso de los Diputados (abajo, detalle).
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I 5 L. PERIODIGO DE MENOS CRGULAGIN DE ZSPARA
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SEMANARIO SATIRICO

a su secretario, Atanasio Morlesin, aseguréndole su acta de
lentras el ministro de la Gobernacion, Fernando Cos-G:






